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mm DE ESTOS mm, 
yrf e todas las ramas en que se ha dividido la codifi-
cación de nuestro moderno derecho positivo, nin-
guna como la mercantil se ha mostrado en un princi-
pio progresiva, después estacionaria y rebelde á todo 
intento de mejora. 
Apareció nuestro primer Código de Comercio en 
1829, entrañando no solo notables adelantos para su 
época, sino precediendo en muchos años á todos los 
demás Códigos españoles: el penal de 1848, la ley de 
Enjuiciamiento civil de 1855, la Hipotecaria de 1861, la 
Orgánica del Poder judicial de 1870, la de Enjuicia-
miento criminal de 1872, el Código civil de 1888. Y 
mientras todas estas leyes han sufrido con posterior^ 
dad á su promulgación repetidas transformaciones y 
reformas, las de Comercio, escritas en los comienzos 
del siglo, llamadas á regular instituciones de natura-
leza esencialmente mudable, han resistido toda alte-
ración y todo cambio hasta hace poco. No parece sino 
que el comercio en sus relaciones con el derecho es 
algo sagrado y misterioso, donde no pueden penetrar 
sin dificultades nuestros legisladores, quienes,'no obs-
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tan te su insaciable afán de teger y desteger, jamás se 
atreven á plantear con brío una reforma feliz de las 
leyes mercantiles. 
Sugiérenos las anteriores reflexiones el asunto, ya 
cien veces discutido, todavía sin resolver, de los Tr i -
bunales de Comercio. Indudablemente la principal de 
todas las necesidades en la gestión de cualesquiera 
intereses humanos es la pronta y eficaz y recta admi-
nistración, de justicia; la cual requiere órganos ade-
cuados para su objeto. Sin ellos, sin entidades que res-
pondan á la función, ésta ó no se cumple ó se cumple 
de una manera imperfecta. De aquí la importancia su-
ma de una buena organización del poder judicial en 
toda sociedad bien constituida: de aquí el celo y la so-
licitud con que todos los gobiernos deben atender la 
realización de tales fines. 
A nadie puede ocultarse tampoco que entre los va-
rios intereses humanos, de todo tiempo y hoy en espe-
cial, dado el carácter é índole de nuestra época, me-
recen preferente atención los intereses mercantiles. 
El desarrollo de la riqueza privada y pública, los pro-
gresos de la industria y de la navegación, la aplicación 
de los descubrimientos científicos alas artes, el cos-
mopolitismo moderno, todo aconseja que en la actua-
lidad se conceda por nosotros á las maríifestaciones 
del comercio la primacía que en sí tienen con relación 
á las demás manifestaciones nacionales. 
Después de lo expuesto, no cabe dudar del patrio-
tismo y acierto observados por cuantos vienen ún día 
y otro día reclamando el restablecimiento en España 
de la jurisdicción de comercio, bien bajo la forma de 
Jurados Mercantiles, bien bajo una forma más aproxi-
mada á los antiguos Consulados ó alguna otra. Los 
daños de todo género que ha producido en el mundo 
délos negocios el actual estado de cosas, son incalcu-
lables; y la ciencia del derecho, así como las enseñan-
zas de la historia, revelan que si no todos, muchos 
de dichos malés hallarán alivio y remedio en un nuevo 
orden de tribunales. 
A esta convicción, abrigada sin duda por el mis-
mo Gobierno, obedeció la ley de 7 Mayo 1880 (1) y la 
consulta que en ella se disponía á todas las Audien-
cias, Colegios de Abogados y Academias de Derecho, 
Universidades, Juntas provinciales de Agricultura, 
Industria y Comercio y demás Corporaciones compe-
tentes acerca de la conveniencia de establecer (2) los 
Tribunales de Comercio y respecto á las bases de su 
organización en primera y segunda instancia, si hu-
biera de tener lugar su restablecimiento. Pero los ex. 
celentes propósitos del legislador no pasaron á vías 
de hecho; y la consulta, evacuada por la inmensa ma-
yoría de los informantes en sentido afirmativo (3), no 
ha causado aún los efectos que se apetecían. 
Desde entonces acá puede asegurarse que no han 
faltado los más poderosos y vivos estímulos al Go-
bierno para proseguir su obra. Apenas se ha celebra-
do reunión ó congreso de comerciantes en España, sin 
que se pida unánimemente el reconocimiento del fue-
ro especial mercantil. Lo pidieron los Congresos Na-
cionales Mercantiles de 1881 y 1886; lo han pedido las 
dos Asambleas generales verificadas en 1889 y 1891 
por las Cámaras oficíales de'Comercio españolas (4), las 
cuales ni siquiera esperaron á reunirse en Asamblea 
para formular sus deseos en el particular, puesto que 
en la primera sesión de las Juntas Directivas de casi 
todas ellas así lo consignaron (5); lo ha pedido última-
(1) Gaceta de Madrid de 8 Mayo 1880. La citada ley l lévala 
firma del entonces Minis t ro de Fomento, D . F e r m í n de Lasala. 
(2) Conviene fijarse en la palabra establecer, de cuyo con-
texto fáci lmente se desprende que la consulta no se refería solo 
á los Tribunales de Comercio t a l como venían organizados 
hasta 1868, sino á todas las formas y variedades de los mis-
mos. 
(3) Merece mención el informe que con este motivo emi t ió 
el Colegio de Corredores de Málaga . 
(4) Apéndices I V y V de estos Apuntes. 
(5) Memorias anuales que redactan y publican las Cámaras 
de Comercio en v i r t u d del art. 2.° disposición 16.a de su Decre-
to orgánico. 
mente también el Congreso Nacional de Profesores y 
Peritos Mercantiles de Mayo 1891 (1). 
Y lo que es más significativo y elocuente: no sólo 
desean el restablecimiento de la jurisdicción mercan-
t i l los hombres de negocios, sino además los hombres 
de ley. Testigo de mayor excepción el mismo Congre-
so Jurídico Español de 1886, en el que, debatida con 
gran lucidéz la Cuestión, se resolvió de acuerdo con 
las legítimas aspiraciones reiteradas y constantes de 
nuestras clases comerciales (2). 
Nada hizo, sin embargo, el Gobierno á pesar de es-
tas excitaciones y de las que más tarde se le diri-
gieron en el Senado á principios de 1888 con motivo 
de la aprobación de la ley del Jurado (3). No era, 
cierto, aquél el momento oportuno, ni por medio de 
un artículo adicional á una ley de carácter criminal, 
según se pretendió á la sazón, podía decretarse una 
reforma completa en la manera de administrar jus-
ticia mercantil, reforma más propia de una ley de or-
ganización judicial. Pero hoy sometido está al cono-
cimiento de la^ Cortes el proyecto de la nueva ley or-
gánica del Poder judicial (4), en estudio y preparación 
por el Sr. Ministro de Gracia y Justicia otro proyecto 
de una nueva ley de Enjuiciamiento civil; y llega-
da la hora de poner mano en la reorganización to-
tal de nuestros servicios judiciales, en la modifica-
ción de nuestro procedimiento civil , próximo á dis-
cutirse en el Congreso el primero de dichos pro-
yectos y á presentarse á lo que parece en el Senado 
el segundo, no asiste ya ninguna excusa al Go-
bierno para que deje de acometer al fin y al cabo 
la empresa de dotar á España de Tribunales espe-
ciales de Comercio. 
(1) Actas del Congreso Nacional de Profesores y Peritos 
Mercantiles publicadas por la Asociación de Profesores Mercan-
tiles de Madrid. Veáse además Apéndice V I de estos Apuntes. 
(2) Apéndice I de i d . 
(Z) Apéndice I I I de id . y Diario de Sesiones del Senado. 
(4) Gaceta de Madrid de 25 Junio 1891. 
Hé aquí, pues, el objeto de estos Apuntes: agitar 
una vez más la cuestión importantísima de la ju-
risdicción privativa mercantil, cuestión de vida ó 
muerte para nuestro comercio, ahora que se trata 
de fundir en nuevos moldes todas las ruedas y en-
granaje de nuestro complicado organismo judicial, 
para que los llamados á entender en ello. Gobier-
no y Poder legislativo, no puedan alegar olvido 
en tan críticas y decisivas circunstancias. 
Habiendo asistido el autor de estas líneas á la 
última Asamblea general de las Cámaras de Co-
mercio españolas de 1891 y representado en ella 
á la de Málaga, fué designado para formar parte 
de la Comisión de reforma del actual Código de 
Comercio (1), y favorecido por sus dignos compa-
ñeros con el encargo de redactar la ponencia acer-
ca de la jurisdicción y tribunales mercantiles, tuvo 
ocasión de aprender allí cuáles y cuán fundadas son 
las necesidades del comercio y de la industria na-
cional en este punto. 
Atribuyase todo lo aceptable que contengan los 
presentes Apuntes á las observaciones, datos y jui-
cios que en aquella memorable Asamblea recogió; 
y cúlpese lo demás á su personal y exclusiva ini-
ciativa. 
(1) Formaban dicha Comisión los Sres. D . Francisco Las-
tres, D. Luis Fe rnández de Heredia, D. Quirico Llaguno, Don 
Eafael López Amigo, D. Basilio Paraiso, D . Juan Echevarr ía , 
D. Alfonso Sala, D . Lu i s Moróte y el autor de estos Apuntes, 
representantes respectivamente de las Cámaras de San Juan de 
Puerto-Rico, Santiago de Galicia, Ponce, Córdoba, Zaragoza, 
Granada, Tarrasa, Valencia y Málaga . Véase el tomo de actas 
de dicha Asamblea publicado por la Cámara de Madrid . ' 
I I 
W i i r a t o s jurídicos de los Tribuales de Comercio, 
^
^odos sabemos que ,existe una justicia civi l , como 
existe una justicia eclesiástica y una justicia mi-
litar. Pero la razón de esta diversidad de fueros no 
estriba, no, en los privilegios de clases, ni en las 
exenciones de personas, ya abolidos por fortuna en 
nuestra época. Arrancan estas variedades de juris-
dicción, arrancan tan solo y deben siempre arran-
car de la naturaleza de las cosas y materia sobre 
que recaen ó versan: de tal modo, que la tan de-
cantada unidad de fueros, traida á nuestro dere-
cho como un verdadero adelanto y como una ver-
dadera exigencia, si se trata de personas, iguales 
ante la igualdad de la ley, como pOr ejemplo el 
nacional y el extranjero, no puede en cambio man-
tenerse cuando no distingue de cosas, que distin-
gue la misma ley, como los asuntos mercantiles 
y civiles. Tenemos un código de comercio; pero 
no tenemos un código de extranjería; lo primero, 
porque el comerciante, para realizar sus operacio-
nes, necesita someterse á preceptos especiales, á 
que no están sometidos los demás hombres en sus 
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relaciones ordinarias y comunes; lo segundo, porque 
el extranjero ante la ley nacional goza hoy de la mis-
ma consideración que el indígena. Luego huelga el 
fuero de extranjería; mientras el fuero del comercian-
te, lejos de holgar, es absolutamente preciso. Si la 
letra de cambio, si el préstamo á la gruesa, si la 
nave no se rigen como cualquier otra propiedad ó 
contrato; si la ley los diferencia, los separa, les 
dá á cada uno vida propia, independiente, sustan-
tiva, los reviste de esenciales caracteres diversos; 
si la ley así lo quiere y establece, ¿por qué esa 
ley ha de pretender entonces que actos, tan .distin-
tos en su vida normal, en su desarrollo pacífico, 
esto es, mientras no caen bajo la esfera y la ac-
ción de los tribunales de justicia, después en su 
vida anormal, en sus desenvolvimientos de lucha y 
contradicción, dentro ya del alcance del poder ju-
dicial, sean idénticos y pierdan toda su peculiar 
autonomía? 
Y en efecto: si los negocios mercantiles nada 
tienen que ver con los negocios civiles, nada, nada 
absolutamente deben tener qué ver tampoco los 
Tribunales ordinarios con los Tribunales de Comer-
cio. O el derecho mercantil se confunde con el de-
recho civil , y los Códigos civil y de Comercio de-
ben unificarse; ó la existencia de estas dos legis-
laciones distintas trae aparejada consigo la exis-
tencia de dos clases de tribunales distintos también 
y correspondientes á cada una. El comercio, para 
prevalecer, v iv i r y prosperar, necesita garantías, 
facilidades, rapidéz, buena fé que no han menes-
ter los restantes órdenes de la actividad humana 
en el mismo grado, en la misma forma y con la 
misma precisión y motivo. Y como esas garant ías , 
esa buena fé, esa rapidéz, esas facilidades no las 
encuentra el comercio en el Código civil; de aquí 
el origen y nacimiento de los Códigos Mercanti-
les, y al existir Códigos Mercantiles, la necesidad 
de jueces especiales encargados de aplicarlos, sin 
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lo cual aquéllos no llenarían cumplidamente su 
objeto. 
Sucede además en multitud de casos en el de-
recho mercantil, que es un derecho por excelen-
cia progresivo y consuetudinario; sucede en multi-
tud de casos que, no bastando la ley escrita para 
resolver determinados conflictos y contiendas, te. 
nemos que apelar á usos y hábitos, no regulados, 
ni previstos siquiera en los Códigos Comerciales; 
bien porque el legislador no haya podido descen-
der á ciertos detalles, bien porque la ley fuese pro-
mulgada ántes de su aparición ó importación, si 
son extraños. En tales casos prescriben la mayor 
parte de las legislaciones mercantiles que se rija el 
Comercio por. las prácticas y costumbres de cada 
plaza (1), y solo á falta de éstas, por los principios 
(1) En materia de comercio se observarán las leyes mercan-
tiles, y á falta de disposición legal los usos del comercio. Los 
usos locales ó especiales se observarán con preferencia á los ge-
nerales. A falta de unas y de otros se apl icará el derecbo c i v i l . 
(Ar t . 1.° del Código de Comercio del Eeino de I t a l i a de 31 Oc-
tubre 1882). 
En materia de comercio serán aplicables, cuando no conten-
ga disposición alguna este Código, los usos de comercio; y á 
falta de ellos, las reglas generales del derecbo c i v i l . ( A r t . 1.° 
del Código general de Comercio a lemán vigente en v i r t u d de 
la ley federal de 5 Junio 1869). 
Los actos de comercio, sean ó no comerciantes los que los eje-
cuten 3' estén ó no especificados en este Código, se r eg i r án por 
las disposiciones contenidas en él; en su defecto, por los usos del 
comercio observados generalmente en cada plaza; y á falta de 
ambas reglas, por las del derecho común. (Ar t . 2.° del Código 
español de Comercio de 22 Agosto 1885). 
Además como aclaración á este ú l t imo conviene recordar lo 
que dice á este propósi to el Sr. D. Manuel Alonso Mar t ínez en 
la bri l lante expos ción de motivos con que acompañó el proyec-
to del Código de Comercio hoy vigente al presentarlo en el Con-
greso á principios de 1882: 
«El Minis t ro que suscribe debe manifestar, para evitar toda 
«falsa in terpretación, que los Osos del comercio se admiten por 
«el proyecto, no como derecho consuetudinario, sino como reglas 
«para resolver los casos particulares que ocurran, ya supliendo 
«las c láusulas ingertas generalmente en los actos mercantiles, 
»ya fijando el sentido de las palabras obscuras, concisas ó poco 
«exactas, ya finalmente para dar al acto ó contrato dé que se 
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del derecho común ó civil. ¿Y qué hacer cuando se 
trata del cumplimiento de este precepto por un t r i -
bunal ordinario? Ahora bien: los jueces ó magis-
trados ordinarios, que son hombres conocedores 
del derecho, pero que no tienen obligación de ser 
genios mercantiles, ni de saber ni conocer siquie-
ra lo que conoce y sabe el más obtuso y rutina-
rio de todos los comerciantes, tienen con arreglo 
á nuestros Códigos el deber de fallar y fallar de 
todos modos, incurriendo en grave, en gravísima 
responsabilidad, si á pretexto de silencio, obscuri 
dad ó insuficiencia de las leyes se negaren á ha-
cerlo (1): difícil, enojosa y violenta situación que 
se les crea al colocarlos en el dilema de no juz-
gar y cometer delito (2) ó juzgar y decidir por usos 
y costumbres comerciales que ignoran casi siempre. 
Aspírase, en suma, á que los comerciantes, úni-
cas personas, que, por dedicarse habitualmente al 
«trata el efecto que naturalmente debe tener, según la inteu 
«ción presunta de las partes .» 
«Bajo este aspecto la autoridad de los usos del comercio es 
incontestable. Las operaciones mercantiles presentan acciden-
»tes y modos que dan por resultado atr ibuir á un mismo con-
t r a t o efectos diferentes... La ley escrita, en gran número de ca-
»sos, no puede prever todas las contingencias que pueden so-
obre venir en la contra tación. Hay necesidad, por consiguiente, 
))de acudir á los usos del comercio para suplir aquellos acciden-
t e s y modos que los contratantes suelen dar por consignados, 
«mediante una es t ipulación m á s ó ménos expl íci ta .» 
«A esta consideración hay que añadir , que siendo por lo gene 
»ral el estilo de los comerciantes excesivamente conciso, á ve-
»ces obscuro, encerrando en pocas palabras variedad de concep-
ntos y sobreentendiendo casi siempre los que son comunes y or-
«dinarios, la in te rpre tac ión de los actos 3^  contratos mercantiles 
»no puede bacerse exclusivamente desde el punto de vista c i v i l , 
»porque ha r í a incurr i r á los Tribunales en apreciaciones equi-
«vocadas, sino desde el punto de vista comercial, único que pue-
»de facilitar la inteligencia de las palabras obscuras, revelar el 
»sentido que encierran y presentar el acto ó contrato bajo todas 
»sus fases.» 
«Pa ra ésto deberán acudir los Tribunales á los usos del co-
«mercio generalmente observados en cada localidad » 
(1) A r t . 6.°, t í t . prelim. del Código c i v i l . 
(2) A r t . 368, cap, I , t í t . V U , l ib . I I del Código Penal, 
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comercio, pueden y deben poseer los conocimien-
tos indispensables para decidir con acierto las cues-
tiones de hecho mercantiles, intervengan en el 
arreglo de sus contiendas. Y tal participación y 
presencia de las clases mercantiles en los tribuna-
les de justicia, se requiere y necesita por ventu-
ra, más que en país alguno, en España (1), donde 
aparte los motivos y causas generales ya expues-
tos, la deficiencia misma de nuestras leyes comer-
ciales lo exige. Pues, no solo porque el derecho 
mercantil es el derecho del porvenir, un derecho 
en continua evolución, un derecho que cada dia 
inventa y descubre y perfecciona nuevas combina-
ciones, las cuales, apenas nacidas en una plaza, 
enseguida se difunden y propagan por todos los 
Estados, obedeciendo, antes que á leyes, á costum-
bres, y aun á veces ni á costumbres siquiera; si-
no porque en España, dada la indiferencia del le-
gislador, existe mayor número, que en otros pue-
(1) Abundando en estas ideas escribe con acierto un dist in-
guido jurisconsulto de Cádiz: 
«En Bélgica, en I t a l i a f sobre todo en Francia no tienen nú-
«mero las obras especiales de consulta, que sobre Derecho Mer-
»cantil se publican. Los fallos de los Tribunales desde la prime-
'•ra instancia á la Casación son públicos, y por todas partes se 
«encuentran Eev i stas que los insertan con todos sus de t á l l e se 
«incidentes: y el Magistrado y el Jurisconsulto tienen donde 
«acudir para estudiar una materia dada, nueva para él; pero en 
«España, en que tan poco se escribe porque muy poco se lee,y en 
«donde por t a l causa las obras especiales faltan y hasta los fa-
«llos. de los Tribunales de primera instancia y de apelación se 
«desconocen ¿qué puede hacer el J uez que viene de un pueblo 
«del interior á otro del l i tora l , en asuntos mercantiles y sobre-
modo mar í t imos , no habiendo visto j a m á s ni un buque, n i aun 
«el mar s iquiera .» 
«Concédase á este Juez el mejor deseo, la más decidida volun-
«tad de desempeñar bien su cargo, el talento m á s cjaro, la más 
«vasta i lus t rac ión, cuanto se quiera; aun así, sus fallos se re-
«sentirán forzosamente de que no ha podido adquirir conoci-
«mientos técnicos y práct icos del negocio que juzga .» 
«Estos fallos van en apelación ante magistrados en quienes 
«concurren las mismas circunstancias que en el Juez . . .« (Los 
Tribunales de Comercio y el Congreso Ju r íd i co Españo l por 
D, Salvador Viniegra, cap. I I I . pág . 9, 1887.) 
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blos, de esas nuevas instituciones y relaciones ju-
rídico-mercantiles sin regular todavía por el Códi-
go, como sucedió hasta 1885 con los cheques, co-
mo sucede hoy con la hipoteca naval ó marítima 
y con las cuentas corrientes; por todo eso, razo-
nes peculiares de nuestra atrasada cultura recla-
man con más apremios que en otras partes, y á 
toda prisa y á toda costa, medidas salvadoras y 
determinaciones extremas. La justicia mercantil po-
drá, efectivamente, administrarse con más ó ménos 
acierto por los jueces ordinarios tratándose de las 
instituciones regidas por el Código; pero, cuando 
se trata de todas aquellas relaciones desconocidas 
é intactas para el legislador, para los tribunales, 
para los magistrados españoles, y conste que no 
ofendemos aquí la nunca bien ponderada sabiduría 
de unos y de otros, sino salimos á su voz y de-
fensa; cuando se trata de todas esas relaciones ju-
rídico-mercantiles que ó se mantienen solo al am-
paro de la costumbre ó ni siquiera á la costumbre 
se atemperan, ¿cómo es posible que, sin la juris-
dicción mercantil, sin el restablecimiento de la ju-
risdicción mercantil, se administre, se pueda hu-
manamente administrar justicia ó algo parecido en 
asuntos, que ni aún, no ya los jueces y magistra-
dos ordinarios, que ni aún los propios legisladores 
españoles han saludado ni sometido á estudio? 
^9-.^|^s^ví?íf^.'^¿^ 
m 
Ordenes históricos de ios Tribuíales de Comercio, 
4 P ' o r otra parte la creación en España de Tri -
l P tamales de Comercio no solo responde á los 
dictados de la razón y á las exigencias del dere-
cho, sino también á las más gloriosas tradiciones 
patrias. 
La especialidad de los jueces mercantiles, lejos 
de ser para nosotros institución exótica y nueva, 
sin antecedentes ni arraigo en el país, tiene por el 
contrario su origen y sanción en los más celebra-
dos y genuinos cuerpos de leyes nacionales. Pres-
cindiendo de los tiempos anteriores á los romanos 
y de los pueblos fenicio, griego y cartaginés, cu-
yo derecho escrito desconocemos (1), apenas se pe-
(1) «No hay para qué detenerse en indagaciones his tór icas 
nsobre el estado legal de nuestro comercio en los primitivos 
«tiempos, dice el Sr. Romero Girón en su notable In t roducción 
wal Código de Comercio de 1885 publicado por la Revista de los 
^Tribunales. Bien depuradas todas las conjeturas, parece natu-
wral que, si el tráfico mercantil con pueblos ex t raños lo inicia-
»ron los comerciantes fenicios, griegos y cartagineses al arr i-
«bar sucesivamente á nuestras costas, los usos y costumbres 
«paso á paso implantadas debieron ser las reglas para decidir 
«las cuestiones y establecer las relaciones de derecho. Cuando 
netra en el estudio de nuestras • primeras fuentes 
legales, échase al momento de ver cómo los co-
merciantes españoles desde la más remota antigüe-
dad gozaron siempre de un fuero privativo y pro-
pio para la decisión y término de sus contiendas. 
Refieren de César que, disfrutando ya en su épo-
ca tal prerrogativa los mercaderes de varios muni-
cipios, la confirmó y extendió á los de Cádiz; y 
más tarde en el inmortal Fuero Juzgo aparece tam-
bién el mismo principio reconocido y proclamado 
al disponer aquél que: "cuando los mercaderes ex-
tranjeros litigaren entre sí, ningún Juez de esta 
„tierra pueda juzgarlos y sigan la contienda se-
„gún sus leyes y ante sus jueces,, (1). Las Parti-
das á su vez establecen que "en los puertos ó en 
„los otros lugares que son ribera de la mar sue-
„f%n ser puestos Juzgadores y que éstos deben l i -
„brar los pleitos entre los mercaderes llanamente, 
„sin libelo, y lo mejor y mas aina que pudieran y 
.,sm escatima ninguna y sin alongamiento (2).„ 
No se excedían, pues, en sus legítimas aspira-
ciones los nobles comerciantes de la Ciudad de Bur-
gos, ni se mostraban en el más leve desacuerdo 
con nuestras leyes y costumbres, cuando solicita-
ron y obtuvieron de los Reyes Católicos D. Fer-
nando y D.<a Isabel, en Medina del Campo, la im-
portantísima Real Cédula de 21 Julio 1494 en la 
que, entre otros particulares, tan acertadamente se 
decía: 
"Sepades que Diego de Soria, vecino, y Regidor 
„de la Ciudad de Burgos en nombre del Prior y 
«Cónsules de la Universidad de la dicha Ciudad, 
„nos hizo relación por su petición que ante nos 
«más, como présame Pardessus, si existieron leyes verdadera-
^mente tales, ser ían las de los pueblos comerciantes que esta-
»blecieron relaciones con España.» 
(1) Ley I I , t í t . I I I , l ib . X I . 
(2) Ley X I V , t í t . I X , Part. V . 
3 
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„eñ el nuestro Consejo presentó, diciendo: que 
„bien sabíamos cómo en las Ciudades de Valencia 
„y Barcelona (1) y otras partes de nuestros Reinos 
„donde había copia de mercaderes, tenían Consu-
„lado y autoridad para entender en las cosas y 
„diferencias que tocaban á la mercadería, es á sa-
„ber: en compras y ventas y en cambios y en se-
„guros y en diferencias de cuentas de los amos 
„y sus factores y de un mercader á otro, y en 
«compañía, afletamentos de navios porque sa, 
„bíamos que los pleitos que se movían entre mer-
caderes de semejantes cosas, nunca se concluían y 
^fenecían, porque se presentaban escritos y libelos 
„de Letrados por manera que, por mal pleito que 
„fuese, lo sostenían los letrados, de manera que 
„los hacían inmortales, lo cual era en gran daño 
„de la mercadería, y que de ésto se causaba que 
„los unos mercaderes tenían poca conñanza de los 
„otros y nos suplicaron nos plugiese mandar 
„que así se hiciese. Lo cual todo visto en el 
„nuestro Consejo y con Nos sobre ello consulta-
ndo.... y como en algunas partes de nuestros Rei-
„nos comarcanos los mercaderes tienen sus Cón-
sules, que hacen y administran justicia en las co-
„sas de mercaderías y entre mercader y merca-
der.. . por la presente damos licencia, poder y 
«facultad y jurisdicción á Prior y Cónsules de la 
«Ciudad de Burgos, que son ahora ó de aquí ade-
lante serán, para que^tengan jurisdicción dé poder 
«conocer y conozcan de las diferencias y debates 
«entre mercader y mercader y sus compañeros y 
«factores sobre trato de mercaderías, así sobre true-
(1) Véase la obra del eminente D. Antonio de Capmany, «Có-
digo de las costumbres m a r í t i m a s de Barcelona», donde se in -
sertan las antiguas Ordenanzas del Consulado de Valencia, confir-
madas por Pedro I I I y comunicadas al de Barcelona en 1347. 
Adviér tase de paso que el fuero especial mercantil viene san-
cionado en España, no sólo por la legis lación llamada común ó 
de Castilla, sino también por las legislaciones forales. 
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„ques y compras y ventas y cambios y seguros, y 
„cuentas y compañías y afletamentos de naves y 
«factorías... para que lo libren y determinen breve 
„y sumariamente, seguñ estilo de mercaderes, sin 
„dar lugar á largas, n i dilaciones de malicia, n i 
^plazos de Abogados.,, 
Es indudable que no cabe pronunciarse de ma-
nera más explícita á favor de la jurisdicción de 
comercio: é iguales privilegios se fueron conce-
diendo á Bilbao, San Sebastián, Sevilla y otras 
poblaciones (1) hasta que, confirmadas las Ordenan-
zas de la Universidad y Casa de Contratación de 
la primera por el Real y Supremo Consejo de Cas-
tilla en 2 Diciembre 1737, ganaba dentro y fuera 
de España universal observancia (2) la justicia de 
nuestros Cónsules, tan antigua como popular en 
todo el reino. 
Pocas instituciones registra, por lo tanto, la his-
toria del derecho nacional i tan españolas, tan emi-
nentemente españolas como los tribunales de co-
mercio. Puede decirse que sin interrupción alguna 
y en todos los períodos de nuestra accidentada v i -
da jurídica los jueces de comercio han existido en 
(1) Extendida en 1511 á la plaza y comercio de la v i l l a de 
Bilbao la vigencia de las Ordenanzas de Burgos, á que se refiere 
la citada Eeal Cédula de 21 Julio 1494, posteriormente apare-
cieron las de la Universidad de cai-gadores de Cádiz (1681), de 
Barcelona (1763), de San Sebast ián (1766), de Valencia (1773), de 
Burgos (1776), de la Lonja de Cádiz (1781), de Sevilla (1784), de 
Alicante y Obispado de Orihuela (1785), de Santander (1794), de 
los tres Cuerpos de Comercio del principado de Ca ta luña (1797), 
de Palma (1800), del Consulado de San L ú c a r de Barrameda 
(1806), de Coruña (1811), de Granada (1825), de Madrid (1827) y 
otras. 
(2) Las Ordenanzas de Bilbao se aplicaron, efectivamente, en 
nuestras colonias de Amér ica y todav ía constituyen la ley 
mercantil en el Paraguay, habiendo regido otras repúbl icas de 
la América lat ina no há muchos años . (Romero Girón. In t rod . 
c i t . 1886.) 
Las Ordenanzas de Bilbao eran admitidas en todas partes, 
cuando menos como derecho supletorio, (Pí y Margal l . Nacio-
nalidades, cap. X V I , l i b . I I I . ) 
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España; y que, cuando en 1829 apareció nuestra 
primera codificación mercantil, ni la más insignifi-
cante novedad en la administración de justicia lle-
gó á producir, puesto que, salvo lijeras y contadas 
modificaciones, su ilustre autor D. Pedro Sainz de 
Andino, no hizo en ella más que compilar las Or-
denanzas á la sazón vigentes, principalmente las 
de Bilbao, y acabamos de ver la jurisdicción de 
comercio ejercida ya desde el siglo X V por el Prior 
y los Cónsules en todas las plazas mercantiles de 
importancia conforme á dichas Ordenanzas. 
No debe, pues, atribuirse á importación extra-
ña nada de lo que el antiguo Código de 1829 de-
termina en lo tocante á la jurisdicción comercial; 
y si en 1868 al invocar la unidad de fueros y rom-
per con seculares tradiciones, la Revolución triun-
fante suprimió por vez primera en España los Tr i -
bunales de Comercio, hoy la misma historia ma-
nifiesta las excelencias de un estado de derecho 
que constantemente ha venido informando y te-
giendo toda nuestra vida mercantil y aliándose, 
allá en el seno y en las entrañas de nuestra so-
ciedad, á la buena doctrina jurídica. 
IV 
¿Los T r i k a l e s de Comercio se oponen i h unidad de fueros 
ó a la Constitución del Estado? 
| £ ^ a s disposiciones contenidas en el Decreto-ley 
"de 6 Diciembre 1868 y encaminadas á estable-
cer en España la unidad de fueros vinieron á crear, 
como se demuestra por los datos anteriores, una 
situación verdaderamente anómala y excepcional en 
nuestro derecho. Cierto es que el Código de Co-
mercio de 1829, al dictar en su libro V las reglas 
concernientes á la administración de justicia en los 
negocios mercantiles, por las deficiencias mismas 
en que había incurrido, por el vario é inseguro 
sentido con que resolvió el asunto, no descansaba 
en ningún principio científico; y una vez reconoci-
da la bondad de la jurisdicción privativa de co-
mercio "para la primera instancia en todos aque-
l l o s pueblos donde existieran Consulados ó donde 
„por la extensión de su tráfico, giro é industria fa-
„bril se creyera conveniente erigirlos (!),„ nada 
(1) A r t . 1178, t í t . I , l ib . V, Cód. Com. de 1829. 
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justificaba que se reservara el conocimiento de los 
propios asuntos mercantiles en dicha primera ins-
tancia á los jueces ordinarios donde no hubiera 
Consulados y en la segunda y tercera siempre y 
exclusivamente á las Chancillerías y Audiencias 
Reales (1). El sistema ílaqueaba así por su base, y 
saltando á la vista esta disparidad de criterios por 
él observados, era lógico que los defensores de la 
unidad de fueros se valiesen de ella en 1868, entre 
otras razones, para explicar la supresión de los Tr i -
bunales especiales de Comercio. 
Importa advertir, sin embargo, que los revolu-
cionarios de Septiembre pretendieron legitimar su 
obra con motivos mucho más trascendentales, in-
vocando en el Decreto de 6 Diciembre 1868 1a in-
fracción, no solo de la Constitución á la sazón vi-
gente, sino de todos los demás Códigos políticos 
españoles. La uniformidad de fueros, dice en tér-
minos parecidos el preámbulo del citado Decreto, 
se halla reclamada por el art. 248 de la Constitu-
ción de 1812 y otros análogos de las de 1837 y 
1856 (2), lo cual, añade, "revela, que la diversidad 
„de fueros por razón de las personas que litigan, 
„no tiene razón de ser.,, 
El argumento, presentado en esta forma, no 
deja de seducir. La Constitución de 1812 fué un 
adelanto tan notable para España, un ensayo de 
organización política y administrativa tan perfec-
to que todavía hoy su espíritu domina y preside 
nuestras leyes. El testimonio de los gloriosos le-
gisladores de Cádiz y de sus ilustres continuado-
res de 1837 y 1856, así por el respeto debido á la 
memoria de aquéllos y de éstos, como por la au-
toridad legal de los artículos de las Constituciones 
mencionadas, parecía decisivo en la materia, de-
(1) Ar t s . 1179 y 1180, t i t . I , l ibro V . Cod. Com. de 1829. 
(2) L a Const i tuc ión de 1846 es la única que no contiene dis-
posición acerca de la unidad de fueros. 
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seándose solo el cumplimiento de preceptos tan 
terminantes. 
Pero lo extraño y lastimoso del caso no es 
aquí la supuesta infracción constitucional, sino el 
error manifiesto con que en el Decreto-ley que 
nos ocupa, se evacúan las citas de los aludidos 
Códigos políticos y la confusión que de involucrar 
en ellas conceptos diametralmente distintos se de-
riva. El fuero por razón de la persona y el fuero 
por razón de la cosa ó materia, según ya hemos 
sentado como base, no deben confundirse. La cien-
cia condena el primero, y todos estamos confor-
mes en que desaparezca. No sucede así con el fue-
ro por razón de la cosa ó materia, cuya existen-
cia abonan á un tiempo los principios del derecho 
y las necesidades de la práctica. Y sabido es que 
el fuero ó jurisdicción de comercio pertenece á es-
ta segunda clase. 
Veamos, pues, si la Constitución de 1812 ó al-
guna de las demás Constituciones españolas de 
nuestro siglo se opone á la jurisdicción privativa 
de comercio. Es muy fácil coger un precepto ais-
lado de cualquier cuerpo legal, interpretarlo á su 
antojo, prescindir del espíritu y del sentido gene-
ral de la ley y edificar sobre él toda suerte de ar-
tificios. ¿Qué establecen el art. 248 de la Constitu-
ción doceañista y los artículos análogos de las 
Constituciones siguientes? ¿Establecen algo directa 
ó indirectamente contrario á los Tribunales de Co-
mercio? 
El art. 248 de la Constitución de 1812 dispone 
que: "En los negocios comunes, civiles y. crimina-
les , no habrá más que un solo fuero para toda 
„clase de personas.,, 
El art. 4 de la Constitución de 1837: "Unos mis-
„mos Códigos regirán en toda la Monarquía; y en 
„ellos no se establecerá más que un solo fuero pa-
„ra todos los españoles en los juicios comunes» 
„civiles y criminales.,, 
- 24 — 
El art. 5 de la Constitución de 1856 y el art. 
91 de la de 1869 reproducen literalmente el ante-
rior. 
El art. 75 de la Constitución de 1876: "Unos 
„mismos Códigos regirán en toda la Monarquía, sin 
.,perjuicio de las variaciones que por particulares 
„circunstancias determinen las leyes. En ellos rio 
„se establecerá más que un solo fuero para todos 
„los españoles en los juicios comunes, civiles y cri-
„ mínales.,, 
Nosotros hemos creído siempre que los artícu-
los de las Constituciones citadas no se refieren al 
fuero por razón de la cosa ó materia, sino al fue-
ro por razón de la persona, y la demostración nos 
sale al paso en la misma Constitución de 1812. 
Dice el Discurso preliminar, leido en las Cór-
tes de Cádiz, el 24 Diciembre 1811, al presentarse 
el proyecto de la referida Constitución: "La Comi-
s i ó n reduce á uno solo el fuero ó jurisdicción or-
dinar ia en los negocios comunes, civiles y crimi-
nales... La potestad judicial queda del todo organiza-
„da bajo los principios establecidos; pero al mismo 
..tiempo es preciso considerar que la naturaleza de 
„ciertos negocios, el método particular que convie-
n e al fomento de algunos ramos de industria, 
„juntamente con los reglamentos y ordenanzas, 
„pueden exigir Tribunales especiales y de un arre-
„glo particular. Los Consulados, los asuntos de 
„presas y otros incidentes de mar, las Juntas ó 
„Tribunales dé minería en América, podrán reque-
r i r una excepción de la regla general de Tribu-
nales. La naturaleza variable de sus negocios es 
„íá que ha de decidir si deben subsistir ó extin-
guirse.,, 
Esto declaraban de modo y en ocasión bien so-
lemnes los autores del proyecto de Constitución de 
1812; y confirmándolo en el art. 278 de dicha Cons-
titución ya promulgada, encontramos el precepto 
siguiente: "Las leyes decidirán si ha de haber T r i -
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chúñales especiales para conocer de determinados 
„ne godos.» 
Claro está, por lo tanto, que el art. 248 de la 
Constitución de 1812 no anula ni contradice el ar-
tículo 278 de la misma Constitución, Claro está que 
los arts. 4, 5, 91 y 75 de las Constituciones de 
1837, 1856, 1869 y 1876 respectivamente, no pueden 
tener otro alcance, ni pueden decir ni significar 
lo que el art. 248 de la de 1812 no dice ni signi-
fica. Claro está, y es consecuencia natural de todo 
ello, que los Tribunales Mercantiles no se oponen 
á la Constitución del Estado, ni á la unidad de 
fueros en la acepción corriente y moderna de la 
palabra. 
Y por si, á pesar de todo lo expuesto, alguien 
quisiera entender que el art. 278 de la Constitución 
de 1812 no habiendo sido reproducido en las de 
1837, 1856 y 1869, estas últimas no autorizan los 
tribunales especiales para conocer de determinados 
negocios que aquélla consiente, desvanece semejan-
te opinión el art. 78 de la Constitución de 1876, el 
cual, inspirándose en lo acordado por los legisla-
dores de Cádiz, previene que: "Las leyes determi-
„narán los Tribunales y Juzgados que ha de ha-
„ber, la organización de cada uno, sus facultades) 
„etc. (!).„ 
Una ley estableciendo en España la jurisdicción 
especial de comercio entra, pues, de lleno en la 
esfera constitucional y no presenta los inconvenien-
tes y dificultades que bajo este punto de vista cre-
yeron notar los partidarios del Decreto de 6 D i -
ciembre 1868. 
(1) Lo mismo disponía el art. 67 de la Const i tuc ión de 1845. 
V 
Legislación coaparaia.-Su critica 
Pxaminemos ahora la legislación mercantil de las principales naciones de Europa; fy si de su 
estudio resulta que en casi todas ellas existe una 
magistratura especial para la sustanciación de las 
causas de comercio, convengamos en que, á menos 
de querer continuar siendo una dolorosa excep-
ción en el concierto de los pueblos civilizados, 
hay también que decidirse por el establecimiento 
de Tribunales de Comercio. 
Concretándonos á Francia, Portugal, Italia, Bél-
gica, Holanda y Alemania como más afines ó más 
próximos á nosotros, observamos que de todos es-
tos Estados uno solo, Holanda, ha carecido de 
Tribunales Mercantiles. Los demás, Francia, Por-
tugal, Bélgica y Alemania hasta hoy, Italia hasta 
1888 (1), han contado siempre entre sus institucio-
(1) Cumple á nuestra imparcialidad declarar que en I t a l i a 
los Tribunales de Comercio quedaron abolidos desde 1.° A b r i l 
1888 por la ley de 25 Enero del mismo año: de te rminac ión que, 
según ciertos publicistas de aquel país , era hace tiempo recla-
mada allí en in te rés de la buena adminis t rac ión de justicia. 
Véase el trabajo del conocido escritor italiano, Moisé Vi ta lev i 
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nes á los jueces especiales de comercio; y todavía 
por lo que respecta á Holanda, si bien la juris-
dicción ordinaria es la que entiende allí de los ne-
gocios mercantiles, lo hace con arreglo á un pro-
cedimiento especial (1), en cuya especialidad va en-
acerca de a La separación entre el Derecho Mercanti l y el Dere-
cho civil» publicado por la Revista de Legis lac ión y Jur ispru-
dencia, tomo 72, pág. 462. 
No hemos de entrar á discutir si la supresión de los Tr ibuna-
les de Comercio en I ta l ia redundó, efectivamente, ó no en bene-
ficio de la admin is t rac ión de jus t ic ia . En el curso de estos 
Apuntes tendremos que manifestar m á s do una vez nuestras 
opiniones contrarias á la antigua é imperfecta o rgan izac ión de 
los Tribunales de Comercio en España ; y, por lo tanto, no nos 
sorprende que en I t a l i a deseasen su desapar ic ión bajo, aquella 
forma. 
Nos consta además que gran parte de la prensa profesional 
italiana aconsejó la med da y que sus órganos más autorizados , 
entre los cuales recordamos «El Comercio de Genova», la 
aplaudieron. Pero confiamos que la reacción no t a rda r á en 
operarse. ¿Cómo se explica sino el hecho de que en el Código de 
Comercio italiano de 1832, seis años antes de la supres ión, se 
hable á cada paso de Tribunales de Comercio? Una de dos: ó en 
1882 nadie pensaba en abolir los Tribunales de Comercio, ó, en 
caso afirmativo, el legislador estaba animado del propósi to de 
reformarlos, no de suprimirlos. De otra suerte en el Código de 
Comercio de 1882 se hubiera sustituido la expresión de Tribuna-
les Mercantiles por la genérica de Tribunales, como hizo nuestro 
Código de Comercio ds 1835, el cual dice siempre «Jueces ó T r i -
bunales competentes» sin duda admitiendo la probabilidad de 
que a lgún dia pudiera variar la organización de Tribunales y 
se restablecieran los de Comercio. 
(1) E l Código de Procedimiento c iv i l de Holanda dedica 
parte de sú l ib . I , arts. 298 á 32.1, t í t . I V , al Procedimiento en ne-
gocios de comcroio. 
En dicho t í tu lo se dan reglas, no para tal ó cual negocio mer-
cantil, como en nuestra ley de Enjuiciamiento c i v i l para quie-
bras ó precedaniento de apremio, sino para todos los negocios 
mercantiles de cualquier índole que sean. 
Dice, por ejemplo, el art. 299 del citado Código de Procedi-
miento c iv i l de Holanda: «Se t r a m i t a r á n todas las cuestiones co-
Dmerciales, como materias sumarias, á no ser que el Juez, en los 
«asuntos más complicados, y á petición de parte ó de oficio, or-
»dene la ins t rucción ordinar ia .» 
I d . art. 300: «A petición de alguna de las partes, podrá el 
»Juez mandar que se vea un asunto comercial antes que los otros, 
munque éstos sean ¡Sumarios.» 
Existe, pues, en Holanda especialidad de procedimiento: solo 
falta la de jur isdicción. Pero ent iéndase también que la prime-
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vuelta la de la propia jurisdicción mercantil. 
Aunque lo mismo Francia, Italia y Bélgica que 
Portugal y Alemania han tenido, pues, y conser-
van hoy, excepto Italia, Tribunales de Comercio, 
no es idéntica ni uniforme, sin embargo, la orga-
nización que les han dado; y no todas dichas na-
ciones han apreciado la cuestión del mismo modo. 
La primera divergencia que se advierte entre 
ellas es la distinta importancia que han concedido 
al asunto, estimando unas que las jurisdicciones 
especiales deben ser objeto de declaración consti-
tucional y guardando otras el más completo silen-
cio acerca de las mismas en sus Códigos funda-
mentales. Nada dicen respecto á fueros especiales, 
por ejemplo, las Constituciones vigentes de Italia, 
Alemania, Holanda y Francia; mientras que las de 
Bélgica y Portugal se ocupan del fuero mercantil 
en estos términos: "También habrá Tribunales de 
„Comercio en los puntos marcados por la ley, que 
„fija además su organización, atribuciones, mane-
„ra de nombrar sus individuos y duración de sus 
„funciones.„—Constitución belga de 1831, art. 105.— 
„A excepción de las causas que por su naturaleza 
„pertenecen á juicios particulares en conformidad 
..con las leyes, no habrá fuero privilegiado ni co-
l i s i o n e s especiales en las causas civiles ó crimi-
nales,,—Constitución portuguesa de 1826, art. 145 (1)— 
ra es parte de la segunda y que Holanda misma ha ido mucho 
más lejos que nosotros en esta mater a. 
Tan in t ima es, en efecto, la relación entre la jur isdicc ión y el 
procedimiento que el profundo Sr. P í y Margall dice: «Como, re-
»pito, no puede haber identidad de procedimientos donde haya 
«diversidad de leyes, sostengo que puede y debe haber distinta 
^organización judicia l donde no sean unos los procedimientos. En-
»tre las leyes de procedimientos y las de Tribunales hay toda-
«vía más estrecha relación que entre las adjetivas y las sustan-
tivas, tanto que con dificultad puede escr ibí rselas , que recípro-
«camente no se modifiquen ó completen.» (Nacionalidades, cap. 
X I X , l i b . I I I . ) 
(1) L a Cons t i tuc ión de Prusia promulgada en 31 Enero 1850 
decía t ambién en su art. 91. a Se es tablecerán Tribunales espe-
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Pasando ya á la exposición de las diversas com-
binaciones ó sistemas que han adoptado Portugal, 
Francia, Bélgica, Italia y Alemania en el plantea-
miento de sus Tribunales de Comercio, á tres gru-
pos principales podemos reducirlos por las conce-
siones más ó menos amplias al principio de la es-
pecialidad de jurisdicción que cada uno de los tres 
representa: grupo ó sistema francés, grupo ó siste-
ma portugués y grupo ó sistema alemán. . 
Es el sistema francés el más seguido y el más 
antiguo, como que en nada esencial difiere del es-
pañol de 1829. Se componen, según él, los Tribu-
nales de Comercio de jueces comerciantes; y solo 
se separan de los nuestros anteriores á 1868 en ac-
cidentes y detalles de organización (1), gozando de 
«cíales para la susfcanciación de diferentes asuntos, sobre todo 
»en lo concerniente á la industria y al comercio, en todos los 
«puntos en que se consideren necesarios y en la forma que de-
«terminen las leyes.» 
Y á t í tu lo de curiosidad Mstór ica , puesto que n i siquiera l le-
gó á regir un solo dia, recordaremos que la famosa Constitu-
ción de Bayona otorgada á E s p a ñ a el 6 Jul io 1808 por J o s é Na-
poleón disponía en su art. 114 que «En cada plaza principal de 
«comercio habrá un Tribunal y una Junta de Comercio.» 
No merece esta Const i tución figurar entre las españolas , y 
por eso no ia citamos allí; pero su valor doctrinal no es escaso, 
como iní pirada por los eminentes jurisconsultos que secunda-
ron á Napoleón en la confección de sus códigos. 
(1) Insertamos á cont inuac ión las disposiciones más salien-
tes de la legis lación francesa relativas á l a jur isdicción comer-
cial de que tratan los t í t s . I , I I , I I I y I V , l i b . I V del Código de 
Comercio puesto en vigor por la ley de 15 Septiembre 1807: 
«Art . 615. U n reglamento de Adminis t rac ión públ ica deter-
»minará el número de los Tribunales de Comercio y las ciuda-
«des que sean susceptibles de tenerlo, según la extens ión de su 
«comercio é industr ia . 
»Art. 617. Cada Tribunal de Comercio se compondrá de un 
«Presidente, de Jueces y suplentes. E l u ú m e r o de los Jueces no 
«podrá ser inferior á dos n i pasará de catorce, no comprendido 
«el Presidente. E l número de los suplentes es ta rá en proporción 
«con las necesidades del servicio. U n reglamento de la A d m i -
«nis t ración públ ica fijará para cada Tribunal el número de los 
«Jueces y el de los suplentes. 
»Art. 626. En los Tribunales de Comercio las sentencias
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una perfecta autonomía dentro del orden judicial, 
sin más limitaciones que la de obrar bajo la vigi-
lancia del Ministro de Justicia y Cultos (1). Así 
vienen funcionando en Francia desde 1807, no pa-
reciéndonos á nosotros este sistema el más conve-
niente, porque siendo la administración de justicia 
en todas sus esferas un servicio propio é inaliena-
ble del Estado, debe éste á nuestro juicio tener 
participación más directa en la esfera comercial, 
donde se ventilan intereses de propiedad y otros 
tan análogos á los de la civil. Y si bien este de-
fecto se atenuó algo en Italia, donde el Decreto 
de Organización judicial de 6 Diciembre 1865 dispu-
so que "donde circunstancias particulares, locales 
ó el interés del servicio lo requiriesen, podría nom-
brarse Presidente ó Vicepresidente de un Tribunal 
de Comercio á un magistrado ó abogado con las 
condiciones á ciertos magistrados exigidas,, (2), es 
notorio que la independencia y autonomía de los 
Tribunales de Comercio en el sistema francés re-
basan los límites prudenciales. 
«pronunciarán por tres Jueces al menos y no podrá llamarse 
«á n i n g ú n suplente para completar este número . 
»Art . 640. En los distritos donde no hubiese Tribunales de 
«Comercio, los Jueces del Tr ibunal c iv i l e jercerán sus funcio-
»nes ^ conocerán de las materias atribuidas á los Jueces de Co-
«mercio por la presente ley. 
»Art. 641, En este caso, la ins t rucc ión tendrá lugar en la 
«misma forma que ante los Tribunales de Comercio, y las sen-
«tencias produc i rán los mismos efectos. 
»Art. 644. Las apelaciones de las sentencias de los Tribunales 
»de Comercio se e levarán á los Tribunales de apelación dentro 
»de cuya jur i sd icc ión se encuentren .» Véase además el Decre-
to de 6 Octubre 1809 relativo á la Organización de los Tribuna-
les de Comercio. 
(1) A ' t . 630, t i t . I , l i b . I V , Cód. Com. francés de 1807. 
(2) A r t . 55, cap. I V , t í t . I I del Decr. ci t . 
Dice también el art. 62, cap. t í t . cit . del mismo cuerpo legal: 
«Donde por falta de Jueces ordinarios ó suplentes no pueda ac-
«tuar un Tr bunal de Comercio^ se dec la rará por medio de un 
«R. D . que se publ icará en la Colección oficial de leyes, que su 
«jurisdicción se confiere provisionalmente al Tribunal c iv i l ó 
«correccional del distr i to. 
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En frente y contraposición del sistema francés (1) 
aparece el de Portugal, cuyo novísimo Código de 
Comercio de 1888 habla repetidamente de Tribu-
nales de Comercio (2); y, en efecto, Tribunales de 
Comercio hay en Portugal, pero tan opuestos al 
sistema francés que su distinción de los Tribuna-
les ordinarios es casi puramente de nombre. No 
forman en Portugal los Tribunales de Comercio, 
como en Francia, Bélgica é Italia, jueces comer-
ciantes sino magistrados ó funcionarios de la car-
rera judicial que entienden exclusivamente de ne-
gocios de comercio (3). Confesemos que este sis-
tema no incurre en exceso de mercantilismo, sino 
muy al contrario; pero así y todo, el principio de 
la especialidad de jurisdicción queda esbozado, y 
todas sus ventajas reconocidas (4), siquiera recien-
(1) Francia y Bélgica hasta hoy, Italia, hasta 1888 son los 
paises que han seguido este sistema llamado íVancés, sistema 
que del Código de Comercio napoleónico pasó á I t a l i a y á Bél-
gica, como también á otras naciones. 
(2) Entre los varios arts. del cit . Cód. de Com. p o r t u g u é s de 
1888 que hablan de Tribunales de Comercio, recordamos el art. 
45, el cual dice: 
«En la Secre tar ía de todos los Tribunales de Comercio se es-
»tablecerá un Registro Mercantil á cargo del Secretario respec-
«trvo.» 
Señalamos como digna de imi tac ión la idea. 
(3) Los Jueces de derecho de primera instancia de Comercio 
conocerán: 
«1.° D é l a s causas de comercio. 
«2.° De las causas sobre presas hechas por buques de guerra 
ó armadores portugueses .» (Ar t . 103, cap. T I , t í t . V de la .Refor-
ma judic ia l de 21 Mayo 1841.) 
L a materia, no la calidad de los jueces, es por consiguiente 
lo único que determina y constituye la especialidad de los 
Tribunales de Comercio en Portugal . 
(4) H é aquí la legislación vigente hasta 1870: 
«En la comarca de Lisboa h a b r á seis Jueces de derecho de 
«primera instancia paralo c iv i l , un Juez de primera instancia 
»de Comercio y tres Jueces de derecho de primera instancia pa-
«ra lo criminal . 
«En la de Oporto, tres para lo c iv i l , uno de Comercio y uno 
para lo cr iminal .» ( A r t . 1.° cap. I , t í t . I de la Eef. ci t . ) 
»De las causas mercantiles y dé presas, ya sean hechas por 
«buques dé guerra ó por apresamiento por armadores portugue* 
— 32 - i 
temente haya ganado más terreno aun la tenden-
cia civilista (1). 
Falta ahora la legislación alemana, la más ade-
lantada sin duda del continente europeo y la que 
más se ^distingue por su espíritu conciliador y sin-
tético. 
Establece la ley orgánica del Poder judicial del 
Imperio alemán de 27 Enero 1877 que la jurisdic-
ción contenciosa ordinaria será ejercida en sus dis-
tintos grados por los siguientes Tribunales: 
1. ° Tribunales cantonales—Amtsgerichte. 
2. ° Tribunales regionales—Laudesgerichte. 
3. ° Tribunales regionales superiores—C>^r/«w^s-
gerichte. 
y 4.° Tribunal Supremo—Rekhsgericht. (2). 
Hasta aquí nada original ni nuevo. En España 
también, según nuestra ley orgánica de 1870, de-
»ses 3' de las mencionadas en el art. 104 conocerá en segunda y 
«últ ima instancia en todo el Reino y sus posesiones un Tr ibu-
MÍ&I d m o m i n a á o Audiencia de Comercio» (Ar t . 78, cap. V I I I , t í t . 
I I I de la Reí', j ud . cit .) 
«En las posesiones portuguesas, en que no residiere Juez de 
«primera instancia de Comercio, estas causas se ven t i l a rán an-
«te las Autoridades del orden c iv i l y decidirán con arreglo ai 
«Código de Comercio.» ( A r t . 103, cap. I I , t í t . V de la Reí', j u d . 
cit .) 
«La organización de los Jueces de primera instancia de Co-
»mercio y la forma del procedim ento es lo que determino el 
«Código de Comercio y leyes especiales.» ( A r t 105, cap. I I , t í t . 
V de la Reí', j ud . cit .) 
Con anterioridad á la Reforma judic ia l de 21 Ma3^o 1841 ve-
nían ya los Tribunales de Comercio organizados por el Có-
digo de Comercio p o r t u g u é s de 18 Septiembre 1833 y el De-
creto de igual fecha mandando constituir los Tribunales de 
primera y segunda instancia de Comercio establecidos por di -
cho Código. 
(1) Nos referimos al Decreto de 23 Junio 1870, cuyas dispo-
siciones principales son las siguientes: 
«Art . 1.° Queda suprimido el Tribunal de segunda instan-
»cia.de Comercio.» 
«Art . 5.° Los negocios de qwe conocía hasta ahora este T r i -
»bunal pasa rán á las Audiencias de Lisboa, Oporto y Azores.» 
Quedan subsistentes, pues, hoy en Portugal ún i camen te los 
Jueces de primera instancia de Comercio. 
(2) A r t . 12, t í t . I I . 
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bíamos tener tribunales intermedios entre los jue-
ees municipales (en Alemania tribunales cantona-
les) y las Audiencias territoriales (tribunales re-
gionales superiores de dicha nación) conocidos en 
aquella ley nuestra bajo la denominación de T r i -
bunales de partido y suplidos en parte desde 1882 
por las modernas Audiencias de lo Criminal. Di -
vídense además los Tribunales regionales ordina-
rios alemanes, como nuestras Audiencias de lo te-
rri torial , en Salas civiles y Salas correccionales ó 
criminales (1) y ninguna distinción ofrecen tampo-
co con las nuestras bajo este punto de vista. 
Pero, incluidas en estas Salas de lo civil , que 
pertenecen á los Tribunales ordinarios regionales 
y entienden de todos los negocios civiles que no 
sean de la competencia de los Tribunales canto-
nales, existen Salas especiales de comercio, cuya 
creación y establecimiento corresponden á todos 
los Estados de la Confederación, siempre que lo 
juzguen necesario (2)„ Y entonces estas Salas, de 
Comercio conocen de las cuestiones encomendadas 
en primera instancia á los Tribunales regionales, 
cuando tengan por objeto actos mercantiles, que 
la misma ley prolijamente cita y enumera (3); 
Lo raro es que componiéndose estas Salas de 
Comercio de un individuo de los mismos Tribuna-
les regionales ó magistrado en calidad de presiden-
te y de dos jueces consulares ó comerciantes en 
calidad de vocales, tienen éstos el mismo voto de-
liberativo y hasta los mismos derechos y deberes 
en todo lo tocante (4) al ejercicio de sus funcio-
nes que aquél y forman todos un verdadero Tr i -
bunal colegiado con igual capacidad en el presi-
dente magistrado y en los vocales comerciantes 
(1) A r t . 59, t í t . V . 
(2) Ar ts . 70 y 100, t í t . V y V I I . 
(3) A r t . 101, t í t . V I L 
(4) Ar t s . 109 y 116, t í t . V I L 
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para decidir así las cuestiones de hecho como las 
de derecho (1) 
Tribunales mixtos é intervenidos por el elemen-
to mercantil y por el elemento judicial son, pues, 
estas Salas de Comercio; y, sin embargo, á pesar 
de que la legislación mercantil procesal alemana 
es de todas la que más carece de imperfecciones 
y la que más se acerca al derecho natural,—si 
prescindimos de Inglaterra, donde existiendo el 
Jurado para lo c iv i l , claro es que también com-
prende lo mercantil, aunque no como jurisdicción 
especial sino como jurisdicción ordinaria,—sin em-
bargo, á pesar de todo eso, decimos, las atribucio-
nes otorgadas á los jueces consulares en Alemania 
nos parecen excesivas. 
Que la ley, al llamar á los comerciantes para 
que formen parte de los Tribunales de justicia, les 
conceda tantos honores y preeminencias como con-
ceder pueda á los mismos funcionarios del orden 
judicial, está bien y lo aplaudimos; pero, por mu-
chos requisitos de capacidad é ilustración que la 
ley exija á los jueces comerciantes, y acaso los 
exija en suficiente número la legislación alemana, 
el comerciante no debe nunca confundirse con el 
juez, ni el juez con el comerciante. Precisamente 
esa misma legislación alemana incurre después en 
evidente contradicción consigo misma, cuando de-
clara, como lo declaró también la legislación ita-
liana, (2), que las funciones del juez comerciante ó 
consular son tan solo honoríficas (3). Luego si las 
vocaciones y aptitudes del magistrado y del co-
merciante se distinguen esencialmente entre sí; si 
(1) Estas Salas de Comercio tienen, pues, mucho parecido 
con los Escabinatos del mismo país, tribunales mixtos en 
que los Escabinos ejercen las funciones de jueces en toda su 
extensión con voto deliberativo igual al del Juez Cantonal (Ar-
t ículo 30, t í t . I V do la cit . ley org.) 
(2) A r t . 60, cap. I V , t í t . I I del E . D. de 6 Dic. 1865 do Orga-
nización judic ia l en I t a l i a . 
(3) A r t . 111, t í t . V I I de la cit . ley org. alemana. 
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no es lo propio dedicar su vida al estudio del de-
recho que dedicarla á la profesión del comercio; 
si, aunque nada cede una ocupación á la otra en 
nobleza, lo natural es que el juez solo entienda 
de justicia y que el comerciante solo entienda de 
comercio; no caigamos en el mismo vicio que re-
huimos y en el mismo error que censuramos al 
consentir que el juez consular ó comerciante co-
nozca, á la vez que de comercio, de derecho; y 
el magistrado, á la par que de éste, de aquél. 
Tal confusión entre los dos elementos mercantil y 
judicial, que deben integrar todo Tribunal de Co-
mercio sin invadir por eso cada uno el terreno 
del otro, ni extralimitarse de sus propias y res-
pectivas funciones, como quiere la ley alemana, 
es acaso el único defecto de sus Salas de comer-
cio; defecto que podría á nuestro juicio subsanar-
se, si, en vez de dar á todos, magistrado y comer-
ciantes, voto deliberativo en las cuestiones de he-
cho y en las de derecho, se reservase dicho voto 
exclusivamente al magistrado para las segundas y 
á los comerciantes para las primeras, únicas para 
las que unos y otros tiene realmente competencia (1). 
Por manera que esta organización de las Síüas 
de Comercio alemanas, que no son por su compo-
sición sino una especie de Jurado, aunque suscep-
tible de mejora, encarna un gran adelanto y mere-
ce que nos hayamos detenido en su estudio por 
el provechoso influjo que debieran ejercer en nues-
tro derecho patrio. 
Y no solo por este modo de constituirse los 
Tribunales especiales de Comercio, es digna de 
elogio la legislación alemana, y por su esfuerzo ó 
(1) Por no dar desmedida extens ión á este estudio compara-
tivo, no examinamos la legislación de las demás naciones de 
Europa y América; pero bueno es indicar que en Noruega los 
comerciantes, al intervenir en los Tribunales de just icia, en 
vez del voto deliberativo que la ley alemana les concede, ejer-
cen más bien una función pericial ó especie de voto consultivo. 
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tendencia plausible y manifiesta á equilibrar los 
dos esenciales elementos constitutivos de aquéllos, 
sino por una de sus disposiciones más importan-
tesi, verdadera novedad en Códigos y leyes proce-
sales ú orgánicas. 
En otro lugar (1) hemos hablado de los nume-
rosos casos en que, á falta de preceptos expresos 
de los Códigos, se rigen los actos mercantiles por 
los usos y costumbres de cada plaza. Pues bién: 
la repetida ley orgánica del Poder judicial alemán 
ordena que, "cuando la decisión de determinadas 
„demandas pueda depender del parecer fundado en 
„el conocimiento de los negocios comerciales, ó 
«cuando se trate de ciertos usos mercantiles, po-
d r á n las Salas basar sus acuerdos en los cono-
„cimientos y en la experiencia personal de losjue-
„ces consulares.,, (2) precepto de indudable valor, 
que deslinda ya casi por completo los campos en-
tre el juez y el comerciante, separando sus oficios 
y confirma más y más nuestra opinión de que, so-
lo para apreciar la naturaleza y accidentes del he-
cho mercantil y á lo sumo para llenar los va-
cíos de la ley escrita en todo lo que no cae den-
tro de esa misma ley, nunca para interpretar ni 
aplicar el cjerecho, que es ministerio y misión au-
gusta reservada á los magistrados, deben ir los 
comerciantes á los Tribunales ó Salas de comer-
cio (3). 
(1) P á g i n a 12. 
(2) Ar t . 118, t í t . V I I de la ley org. oi t , 
(3) Las mismas Cámaras de Comercio lian sostenido esta 
doctrina. «La reforma exige, dice la de Cartagena, que sean 
iperitas en la materia jur íd ica los que hayan de aplicar la ley al 
ahecho, y que los Tribunales de Comercio se constituyan de 
«forma que no queden compuestos de jueces letrados y legos 
vque con igual derecho y capacidad distinta concurran á dar el 
«fallo.» (Memoria de 1888.) 
V I 
Solución.-El Jurado Mercantil 
f ^ e s p u é s de todo, no es preciso salir de España, 
ni volver la vista á las legislaciones extranje- • 
ras para encontrar ahora mismo en las leyes posi-
tivas precedentes favorables á la jurisdicción espe-
cial mercantil; y ahí está, sino, el propio Real De-
creto de 9 de Abr i l de 1886, orgánico de nuestras 
Cámaras de Comercio, á las cuales corresponde, 
según el articulado de la referida disposición legal, 
no solo "promover entre los comerciantes, indus-
„triales y navieros el procedimiento del juicio de 
„amigables componedores como el más convenien-
t e para el arreglo de las contiendas que entre ellos 
„surjan, sino resolver como Jurado las cuestiones 
„que los mismos sometan á su decisión.,, (1) ¿Se pre-
tende acaso mejor prueba de la eficacia de esta 
jurisdicción especial y privativa mercantil, que tan 
preciosa confesión del legislador mismo? ¿Y no equi-
vale ésta á una verdadera sinceración de motivos 
y propósitos para lo porvenir? 
(1) Disposiciones 13.a y l l , a , art, 2 del R. D, de 9 A b r i l 
1886. 
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La jurisdicción privativa de comercio, según se 
hallaba organizada en España hasta 1868, adolecía 
de imperfecciones, algunas de tal trascendencia y 
de gravedad tal que reclamaban su pronta y com-
pleta reforma. Ya varias veces hemos señalado sus 
vicios principales (1); y no hemos de insistir en ellos 
puesto que nadie pretende hoy resucitar lo pasado, 
Pero no porque una institución adolezca de defec-
tos, debe extinguirse y desaparecer, sino al contra-
rio sufrir las modificaciones oportunas y acomodar 
su existencia á las necesidades y progresos de los 
tiempos. 
Hay, pues, que i r ' á una solución armónica; y 
aunque no se nos ocultan los inconvenientes que 
ofrece, la transacción á toda costa se impone, co-
mo se impuso y llegamos á ella últimamente 
también en el arduo y acaso no menos complejo 
problema contencioso. 
Pocas obras de concordia en medio de sus lu-
chas despiadadas habrán realizado á buen seguro 
los partidos españoles, desde principios de siglo, 
más meritorias y más fecundas y más estables, que 
la obtenida en lo contencioso-administrativo por la 
ley de 1888. Después de haber fluctuado largos años 
entre los poderes judicial y ejecutivo, pasando unas 
veces de la Administración al Tribunal Supremo y 
(1) Entre estos defectos, que el R. D. de 6 de Diciembre de 
1868 vino á corregir, haremos mención de las excesivas atr ibu-
ciones que disfrutaban los Tribunales de Comercio no solo en 
el orden judicial , sino hasta en el administrativo: por ejemplo, 
la facultad que á dichos Tribunales competía de proponer los 
nombramientos de corredores y formar el arancel del dere-
cho de corretaje que éstos han de percibir (arts. 71 y 110, 
sec. I , t í t . I I I , l i b . I . Cód. Com. de 1829), ó la conced.da á los 
Priores respecto al r ég imen de las Bolsas y Casas de Con-
t r a t ac ión (art. 115, n.0 1, sec. tít . l i b . y Cód. cit .) 
Tales atribuciones, de carácter administrativo y no judic ia l , 
eran más propias de autoridades de otro orden, como lo enten-
dió con excelente acuerdo el Decreto-ley de 1868, disponiendo 
en sus arts. 19 y 21 que pasasen unas á las Juntas de Comer-
cio y otras á los Gobernadores civiles. 
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otras- del Tribunal Supremo á la Administración, 
el recurso contencioso, á partir de 1888, no estará 
ya, ni en manos de las autoridades administrativas, 
ni á merced de las autoridades judiciales. Organis-
mos mixtos y compuestos de unas y de otras, como 
de ambas equidistantes, constituyen hoy, según es 
sabido, dicha jurisdicción (1), y la ley, que los esta-
bleció al cabo de tantas vicisitudes, en virtud de 
mutuas y patrióticas cesiones, no debe ser para nos-
otros un ejemplo perdido, ni un esfuerzo aislado. 
De igual modo, debemos aspirar en lo mercantil 
á una fórmula, que, concillando intereses de la jus-
ticia del Estado é intereses del comercio, no entre-
gue el derecho social al arbitrio de particulares; 
pero tampoco deje indefenso ó mal defendido al 
comerciante: fórmula que se desprende de cuantas 
observaciones llevamos hechas. El Estado, el poder 
judicial no puede, ni debe, en efecto, abdicar de 
su soberanía: hay que reservar, por lo tanto, al 
poder judicial los fallos, los pronunciamientos, las 
decisiones en derecho. El comerciante es un ele-
mento, sin el cual, según ya hemos demostrado, 
jamás ha de administrarse justicia mercantil con 
verdadero y cumplido acierto: hay también, por 
consecuencia, que llamar al comerciante para que 
él, solo él entienda de la naturaleza y circunstan-
cias der acto. Dicho se está, pues, que ni deseamos 
volver á los antiguos Tribunales de Comercio, al 
antiguo prior, al antiguo cónsul, emancipados del 
supremo poder judicial de la nación; ni admitimos 
que éste permanezca más tiempo, como hoy, en un 
completo y funesto divorcio con la clase comercial: 
lo que nos dá la clave y solución del problema ó 
sea el Jurado Mercantil. Porque, si, para satisfacer 
todas sus múltiples necesidades, el comercio pres-
(1) Ar t ícu los 8, 12 y 15, cap. I , I I , I I I , t i t . I I de la Ley de 
13 Septiembre 1888. 
cinde de la ley civil , claro es que por igual con-
sideración no debe haber inconveniente en que el 
comerciante deje de acudir también para determi-
nadas cuestiones al juez ó magistrado ordinario. 
Mucho respeto nos merece la Magistratura espa-
ñola, cuya competencia, perspicacia y saber en asun-
tos mercantiles nadie pone en tela de juicio lo más 
mínimo; pero, como nuestros jueces de derecho no 
se resintieron, porque á su lado hayan venido á 
administrar justicia los jueces de hecho ó los jura-
dos en los negocios criminales, tampoco deben ellos 
resentirse si pedímos el concurso indispensable, 
preciso, necesario de los comerciantes para todo 
acto de administrar justicia mercantil en lo que se 
refiere á los hechos. Quiere decir ésto que, tras el 
Jurado en lo criminal, como inmediata derivación, 
como inmediata consecuencia del Jurado en lo cri-
minal, y sin perjuicio de extenderlo y aplicarlo ó 
no más adelante á lo civil (1), urge desde luego y 
conviene de todo punto la adaptación del Jurado 
á lo comercial. 
Exponer todos y cada uno de los conceptos fun-
damentales en que descansa la institución del Ju-
rado, sobre todo después de las brillantes discusio-
nes habidas en el Congreso y en la alta Cámara 
con motivo del proyecto, hoy ley, estableciéndolo 
para determinados delitos, resultaría ocioso, y no 
hemos de intentarlo. Baste decir que los más po-
derosos motivos y razones que inclinaron el ánimo 
de nuestros legisladores á favor de esta reforma, 
(1) En el fondo y en rigor r e su l t a r í a una contradicción el es-
tablecimiento del Jurado Mercanti l sin el Jurado c i v i l . Pero he-
mos puesto buen cuidado en separar uno del otro, porque sien-
do discutible la creación del Jurado c iv i l en E s p añ a , no lo es en 
nuestro sentir la del mercantil y ninguna de las razones que 
pudieran aducirse contra aquél , p; evalecería contra éste . 
Por eso creemos que debe hacerse entera abs t racción por 
ahora del Jurado c iv i l , entendiéndose que nada tiene que ver 
con el mercantil en el presente momento his tór ico. 
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se aplican por una gran fuerza de asimilación y 
analogía lo mismo al orden criminal que al orden 
mercantil. 
Y para apreciar bien el alcance del Jurado Mer-
cantil, su valor y su importancia, solo necesitamos 
examinar cómo se juzga hoy por los tribunales 
ordinarios y cómo se juzgaría mañana, una vez 
establecido el Jurado. 
En este punto nos limitaremos á ceder la pala-
bra á los mismos interesados. ¿Se trata de acierto, 
de competencia en los fallos, de la fiel interpreta-
ción de las leyes .mercantiles? El conocido juris-
consulto y socio de la Cámara de Comercio de 
Cádiz, D. Salvador Viniegra, nos ofrece cuadro aca-
bado de lo que son las sentencias, bajo este aspecto 
consideradas, de los tribunales civiles. Con ellas á 
la vista, con ejemplos prácticos, nos demuestra los 
errores que tan á menudo cometen los jueces or-
dinarios en materia de averías, letras de cambio y 
seguros (1). 
¿Se quiere que inspiren, confianza los proce-
dimientos actuales? Oigamos á las Cámaras de 
Comercio. Dice la de Cartagena: "En la jurisdic-
c i ó n ordinaria la falta de conocimientos técnicos 
„por parte de los jueces y la deficiencia de las 
„leyes inspiradas en erróneos conceptos, hicieron 
„sentir pronto el malestar consiguiente, aumentado 
„por la rapacidad de los actuarios, á quienes quedó 
„ancho campo á su codicia en los incomprensibles 
„fallos dictados por jueces que desconocían la ma-
ter ia , agravándose aquél por las mayores dilacio-
nes en los procedimientos (2)„ Y la de Málaga: 
(1) Son dignos de estudio los casos que el Sr. Viniegra 
en su ya citado opúsculo «Los Tribunales de Comercio y 
el Congreso Jur íd ico Español» menciona, sobre todo los re-
lativos á la fragata inglesa Br i t i sh Queen y á la barca 
Amalia de la ma t r í cu la de Bilbao. Gap. I V y V I , pág ina s 
10 y 21. ' • * & 
(2) Memoria de 1888. 
- 42 -
"Y será necesario decirlo con ruda aunque leal 
«franqueza, llevaron la enfermedad á su período 
„álgido las organizaciones creadas en algunas ciu-
„dades, como Málaga, para amparar á los quebra-
'„dos de mala fe en perjuicio de las gentes honra-
„das, contando en la mayoría de casos con el con-
curso; no extrañando á nadie que, presentada una 
«suspensión de pagos, el turno designara indefecti-
blemente y alternando á uno de los dos ó tres 
«Escribanos que formaban parte integrante de aque-
l l a s organizaciones: y llegó á verse una quiebra 
„en cuyas costas y gastos se invirtieron más de 
^cuatrocientas mil pesetas: dicho se está que ni 
„una de ellas se aplicó al pago de créditos, ni 
«quedó al quebrado; pero tampoco fué dedicada á 
«la formación de ramo separado para exigir- al úl-
«timo la responsabilidad criminal que por sus actos 
«pudiera caberle, 
"Verdad es que tan escandalosos acontecimien-
«tos tuvieron lugar algunos años antes de que se 
«instituyeran las Cámaras de Comercio, más tam-
«bién lo es que continúan repitiéndose por subsistir 
«la ya indicada causa productora de ellos, y que 
«si no se siguen pagando ochenta mi l duros por 
«gastos y costas en cada quiebra, porque no tie-
«nen la importancia de aquélla, se van en los 
«mismos las dos terceras partes del activo. 
"En consecuencia necesaria, sobrevino la ruina 
«de una gran parte de pequeños industriales, y 
«quedaron viviendo solos, aislados y escuetos los 
«grandes capitalistas; porque sobrenadando en este 
«piélago la mala fe, el crédito quedó sumergido 
«en sus revueltas ondas, y como el capital y la 
«industria se necesitan mutuamente al fin de la 
«producción, y falta el crédito, único agente que 
«los había de poner en contacto para hacer juntos 
«su camino, de ahí que la una desfallezca ó se 
«aniquile, y el otro huya á país extrangero, bus-
«cando aplicación conveniente, ó permanezca en 
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„inacción ante la muy problemática perspectiva de 
„ obtener algún lucro y el inminente riesgo de verse 
„comprometido (1).„ 
¿Se desea no solo economía sino brevedad en la 
sustanciación de una causa, puesto que dispensarla 
pronto constituye la mitad de la justicia? (2) Re-
produzcamos manifestaciones no menos autorizadas 
de escritores y centros mercantiles. Estima la Cá-
mara de Comercio de Zaragoza que: "La expe-
r iencia de los veinte últimos años ha determinado 
„en la opinión un cambio radical y profundo, ya 
„que no en el sentido de volver rigurosamente á 
„lo antiguo, por lo menos en el de procurar para 
„las cuestiones mercantiles, cuando se conviertan 
„en litigiosas, una solución rápida y poco costosa 
„que en los Tribunales suprimidos obtenían (3)„ 
añadiendo la de Tarrasa: "Caracteriza á los asun-
„tos mercantiles la brevedad y la semilles en todas 
„las operaciones, mientras que los tribunales ordi-
narios son todo fórmula, todo justicia extricta, 
„todo formalidades. De aquí, pues,' que choque la 
„naturaleza propia y especial de los asuntos mer-
„cantiles con los procedimientos, actuales (4).„ Opi-
„niones que revalidan el digno Presidente del últi-
mo Congreso Nacional de Profesores y Peritos 
Mercantiles, Sr. D . Joaquín M.a Sanromá: "El ju-
risperi to, dice, no ha acertado todavía con la de-
„finición precisa del acto mercantil, ni con la ver-
i l ) Proyecto de exposición elevado á las Cortes en 8 Enero 
(2) E l dispensarla pronto constituye la mitad de la jus-
ticia; y sin negar que la rapidez del juicio debe supeditarse 
al acierto, importa corregir aquella lent i tud por todos de-
plorada y que ya Plauto condenaba poniendo en labios de 
Blephado una célebre frase cien veces repetida: rationes j a -
cent, judicium silet, quid agam nescio. íDiscurso leido por el 
Excmo. Sr. D. J o s é Canalejas y Méndez, Ministfto de Gra-
cia y Justicia en la solemne apertura de los Tribunales el 
16 Septiembre 1889. 
(3) Memoria de 1887. 
(4) Memoria de 1889. 
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„dadera noción del crédito, ni con el carácter es-
„pecial del instrumento fiduciario, ni con la fun-
„ción económico-social de las instituciones banca-
„rias. Ha desconocido por completo, en el comer-
„cio, el elemento esencial de la rapidez, aumentando 
„obstáculos donde se imponían las simplicaciones; 
«imprimiendo la marcha lenta y perezosa de la 
«legislación común á cosas tan necesitadas de 
^medios expeditivos como el contrato de cambio, 
„la quiebra y el seguro (1);„ y el Sr. Viniegra al 
„citar el siguiente caso: "Antes de promulgarse la 
«actual ley de Enjuiciamiento civil, el Capitán que 
«corría un temporal y temía que resultara averia-
«do el cargamento, al arribar presentaba su pro-
«testa. Las diligencias eran breves y económicas. 
«Regularmente el costo de la protesta no pasaba 
«de quince á veinte pesetas y los derechos á los 
«peritos y costas tampoco excedían cada uno de 
«por sí de otra cantidad igual ó parecida. No se 
«perdía tiempo, y si el caso era urgente porque 
«se trataba de un Vapor de itinerario fijo, á las 
«pocas horas de llegado estaban reconocidas las 
«escotillas y comenzada la descarga. Se promulgó 
«la ley de Enjuiciamiento y lo que antes se prac-
«ticaba en pocas horas y con pocos gastos tiene 
«que ser ya objeto de diligencias sin cuento; que, 
«de poder cumplirse todas, que no pueden serlo, 
«durarían muchos días.,, "Tengo á la vista, aña-
«de el Sr. Viniegra, copia de las actuaciones de 
«la llegada al puerto de su destino con avería de 
«la barca Amalia] llenan 31 pliegos de letra me-
«tida. Las costas ascienden á 550 pesetas. ¡Antes 
«se practicaban las mismas diligencias en un bre-
«vísimo plazo y por la décima parte de gastos poco 
"más ó menos! Í2)„ 
(1) «Logismograf ia Populara revista de Contabilidad y 
Legis lación que te publicó en Zaragoza bajo la a i recc ión 
del Sr. D. José M.a Cañizares , n.0 1 correspondiente al iO 
A b r i l 1891. 
(2) Opúsc, cit, cap. V I , págs . 19 y 21. 
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Tal es la manera como se "juzga ñoy en asun-
tos de comercio: y con ser estos vicios tradicio-
nales y crónicos en nuestro sistema de enjuiciar, 
es indudable que se abriría una nueva era en la 
Administración de justicia y lograríamos desterrar 
esas y otras muchas corruptelas de nuestros pro-
cedimientos, si los progresos realizados durante los 
últimos años en el orden criminal, la instancia úni-
ca y el juicio oral y público, por cuyo estableci-
miento ante Tribunales civiles colegiados hacía fe r 
vientes votos en 1889 desde el primer Tribunal de 
la nación un ilustre Ministro de Gracia y Justicia, 
el señor Canalejas (1), se extendiesen á lo mercan-
tü. (2) 
"Lo que puede pretender una nación, dice una 
„gloria de nuestro foro, el Sr. Alonso Martínez re-
„firiéndose á los resultados obtenidos en el proce-
dimiento criminal, lo que puede pretender una na-
„ción, aquello á que en primer término debe aspi-
„rar en orden á la administración de justicia es 
„que ésta sea administrada de una manera eficaz y 
„de una manera rápida Es indudable, consulta-
dos los datos que arrojan las estadísticas, que con 
„el antiguo procedimiento escrito y secreto resulta-
b a un tanto por ciento mayor de causas acabadas 
„por sobreseimientos del que hoy resulta, lo cual 
„demuestra que la justicia es más eñcaz con el 
„procedimiento oral y público. En cuanto á que es 
„más rápido, está en el ánimo de todos y consti-
„tuye un verdadero axioma. Ya no será posible 
(1) Disc. de apertura de Tr ib . c i t . 
(2) No negaremos que algunos de todos estos males no se 
deban á los Tribunales ordinarios, y sí á la falta de una ley 
especial de Enjuiciamiento mercantil. 
Así se reconoció cuando en la base 6.a de las aprobadas por 
la ú l t ima Asamblea general de las Cámaras de Comercio pedi-
mos dicha ley especial de enjuiciar; pero los principales obstá-
culos no consisten en un procedimiento especial ó común, sino 
en los Tribunales que lo aplican, y sabido es que buenos magis-
fcrados hacen á veces buenas las leyes medianas, 
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„que se repita el ejemplo de los sumarios que du-
„ran años y años y de causas en las cuales me-
„diaba entre el auto de procesamiento y la senten-
c i a definitiva, nada menos que dos lustros. Con 
„el procedimiento oral será difícil que ninguna 
„causa dure medio año." (1) 
Y no hace mucho tiempo, uno de los hombres 
de más confianza del partido conservador, el se-
ñor Villaverde, al presentar á las Cortes su pro-
yecto de bases para la reforma de la ley de En-
juiciamiento criminal, exaltaba la instancia única y 
la oralidad del juicio en estos términos; "Objeto 
„principal de la ley vigente de Enjuiciamiento cri-
m i n a l fué el establecimiento del juicio oral y pú-
„blico y de la única instancia que, si bien existie-
„ron de derecho desde 1872, no habían podido or-
ganizarse por dificultades insuperables que oca-
sionaron también la desaparición del Jurado. Ven-
cidos tales obstáculos, ocho años hace que vie-
„nen funcionando con normalidad aquellas institu-
,yciones y arraigando lenta) pero seguramente en 
^nuestro orden jur ídico, al que ciertamente no 
„eran extrañas;,, por lo que el Sr. Villaverde en-
tendía que la "beneficiosa,, institución del juicio oral 
y publico debía ampliarse á procedimientos espe-
ciales, como los de contrabando y otros, de que 
ahora conoce la jurisdicción ordinaria. (2) 
Ahora bien: admitidas la oralidad del juicio y 
la única instancia en las causas de comercio, para 
que tan fecundo sistema no se desvirtué, es indis-
pensable no solo que los juzgados actuales se con-
viertan en Tribunales Colegiados, sino que acumu-
lándose en una las varias instancias del antiguo pro-
cedimiento, practicándose la mayoría de las prue-
(1) Pró logo á la ley del Jurado comentada por el reputado 
senador y publicista, D . Francisco de Asís Pacheco, págs . 
X L y X L I . 
(2) Gaceta de Madrid de 26 Junio 1891. 
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bas en el acto del juicio, libre la apreciación de 
éstas, llamado el público á presenciar los debates, 
se llegue á la última consecuencia de todos estos 
principios, á la distinción del hecho y del derecho, 
al establecimiento del Jurado Mercantil, natural 
complemento de la oralidad del juicio, según el sen-
tir unánime de los tratadistas (1). 
Pero el principio de la oralidad del juicio en 
los negocios de comercio no es el único que no 
podría plantearse y desenvolverse de una manera 
acabada sin el Jurado Mercantil. La distinción del 
hecho y el derecho, la división congruente de las 
sentencias se fundan también en la aptitud de ca-
da órgano para llenar sus funciones; y sin negar 
que la institución del Jurado se justifica por mu-
chos otros motivos, ninguno la justifica tanto, á 
nuestro juicio, como el de la mejor apreciación de 
la prueba. Revisten las acciones y procesos hu-
manos una tan infinita, rica é inagotable varie-
dad de formas, que, para penetrar en lo que hoy 
se llama individualización de cada hecho, en su 
recóndita intención, en sus arcanos y misterios, 
precisa algo más que el conocimiento técnico, fa-
cultativo, científico del juez perito, precisa el co-
nocimiento práctico, intuitivo, vulgar del juez le-
go. A apreciar, pues, una porción de datos, por-
menores y detalles, que no pueden apreciar del 
mismo modo los jueces de derecho, vienen los ju-
rados en una causa criminal. Y, si ésto acontece 
en una causa criminal, cuando los hechos corrien-
tes y usuales de la vida á todos nos circundan y 
á todos nos afectan, lo mismo al juez perito que 
al juez lego y lo mismo al magistrado que al ju-
rado; ¿qué no ha de ocurrir, cuando ya no se tra-
ta de nada de eso, ni de relaciones del derecho 
(1) Así lo afirman los Sres. Alonso Mar t ínez y Canalejas 
en sus Prol. á la ley del Jur. por Pacheco y Disc. de apert. 
de Trib. c i t . 
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común, ni de actos generales, sino de relaciones 
de un derecho de excepción, como el derecho 
mercantil, y de actos particularísimos, como los 
actos del comerciante? ¿Y por qué nos hemos de 
oponer á que los comerciantes intervengan como 
jurados en los Tribunales de justicia, si tan evi-
dente es que éstos necesitan de aquéllos para las 
cuestiones de hechos mercantiles más aun que ne-
cesitan de todos los ciudadanos para las cuestiones 
de hecho criminales? 
Por otra parte la mayor aptitud é idoneidad 
del comerciante para la apreciación de las prue-
bas en asuntos de comercio no depende solo de la 
índole particular t del acto mercantil, fuera casi 
siempre del alcance é inteligencia de la generali-
dad de las gentes; sino de los mismos intereses 
que en el comercio se ventilan, del crédito que 
es el alma y la esencia de las transacciones co-
merciales, de aquel principio de la verdad sabida 
y la buena fe guardada generador de la vida mer-
cantil, de que ya nos hablaban las Ordenanzas de 
Bilbao; notas todas tan delicadas, factores todos 
tan difíciles de apreciar que es preciso una capa-
cidad profesional para entender y decidir con acier-
to en orden á las cuestiones en que los mismos 
entran en juego. 
Y aun hay más: ¿no hemos dicho antes que en 
derecho mercantil las costumbres y usos locales 
tienen una influencia y un poder omnímodo? Pues 
el Jurado, que es el Tribunal de los convecinos; 
el Jurado que, en tésis general, juzga mejor por-
que conoce la localidad, el idioma, los anteceden-
tes personales de cada uno, su veracidad, su mo-
do de vivir , sus hábitos é inclinaciones, mientras el 
juez de derecho no conoce nada de todo ésto; el Ju-
rado conocerá también en derecho mercantil las cos-
tumbres y usos locales que los magistrados ordina-
rios no conocen, nuevo motivo y no pequeño de pre-
ferencia y superioridad sobre los jueces de derecho. 
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La separación de funciones y procedimientos en 
lo judicial es además . obra de la civilización mo-
derna y como tal merece todos nuestros respetos. 
Antiguamente, en la tribu, en las sociedades pa-
triarcales y nacientes, unos mismos jueces enten-
dían de toda clase de negocios, así civiles como 
criminales, así religiosos como no religiosos. Pe-
ro, luego, con los sucesivos progresos vino la se-
paración de lo eclesiástico y de lo secular, y en 
lo secular, de lo criminal y de lo civi l ; como hoy 
todas las corrientes contemporáneas á su vez exi-
gen una nueva subdivisión de lo civil en ordinario 
y en mercantil. "El derecho procesal, decía el se-
„ñor D. Melchor Almagro en su elocuente discur-
„so del Senado de 18 Febrero 1888, el derecho pro-
„cesal que es, como todos sabéis, un derecho de 
„garantía, se ha desarrollado constantemente á vir-
„tud de la ley de la evolución, de lo simple á lo 
„complejo. Su existencia misma es efecto de una 
„de ellas. Se confunden primero gobernantes y go-
bernados; se distinguen luego en aquéllos distin-
gos poderes; se confía más tarde á uno solo la 
Justicia; luego, á su lado, se colocan otras perso-
gas que intervengan sus actos: el escribano, el 
„abogado, el fiscal; se separa la instrucción del 
„juicio; se convierte el Tribunal unipersonal en 
„colegiado: ¿es todo ésto caprichoso? ¿Arguye des-
„confianza en los juzgadores? Yo entiendo que 
„viene en nombre de la garant ía procesal, á la 
„cual responde también la institución del Jurado. 
„Cada poder tiene su actividad, cada actividad sus 
„funciones, cada función sus órganos y el proceso 
„uniforme de la organización de los seres vivien-
„tes consiste en que cada órgano va gradualmen-
t e limitándose al ejercicio de uná función defini-
d a , estableciéndose así poco á poco una división 
,,fisiológica del trabajo,,. 
En una palabra, el hombre de ley y el hombre 
de negocios, el perito en materia comercial y el 
7 ' 
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perito en materia jurídica, el elemento popular y 
el elemento científico son partes de un mismo todo 
que mutuamente se auxilian y completan en el Ju-
rado Mercantil. Nada vale la organización de los 
Tribunales de Comercio anterior á 1868 sin los jue-
ces de derecho; nada tampoco la organización ac-
tual de los Tribunales ordinarios sin los comercian-
tes. En el flujo y reflujo de nuestra historia moderna 
ambos sistemas representan negaciones opuestas, 
reacciones contrarias;-y ahora, la última palabra 
de la ciencia tiende en ésto, como en todo, á sín-
tesis y enlaces de armonía, dentro de los cuales 
y por vir tud de sucesivas diferenciaciones van cada 
día compenetrándose más todas las clases de la so. 
ciedad, y cumpliendo cada una por separado sus res-
pectivos y sus propios fines (1). 
Lo que no se explica ni comprende es la opo-
sición tenaz y sistemática que el establecimiento 
del Jurado Mercantil ha suscitado siempre en todos 
los partidos y escuelas de gobierno, hasta el ex-
(1) Bajo este punto de vista es digno de la mayor alabanza 
el art, 5 de la ley portuguesa de 28 Junio 1888 que, al autori-
zar la p romulgac ión del Código de Comercio de 23 Agosto del ci-
tado año, acordó que: «Duran te los cinco primeros años , á con-
»tar desde 1889, una Comisión de jurisconsultos y comercian-
))tes, por encargo del Gobierno, oi r ía y tomar ía nota de todas 
»las opiniones, informes de los Tribunales y observaciones de 
»todo género encaminadas á la corrección y mejora del Código 
»de Comercio y á la solución de las dificultades á que pueda dar 
«origen su aplicación.» 
Es la tendencia que revelan las siguientes manifestaciones 
del Sr. Alonso Mar t ínez . «La Admin is t rac ión de just ic ia no 
«puede obrar dentro de la economía social como un elemento 
«aislado. Es condición que constituye una g a r a n t í a eficaz de 
«acierto para que la admin is t rac ión do just icia se inspire en 
«ideas de recti tud constante y responda en cada caso á lo que 
«es posible pedir de ella, que exista entre el organismo á que 
«se l ia encomendado y la masa social una compenetración, una 
«identificación completas, de suerte que las unan aquellas co-
«rr ientes que sirven para i lustrar á los Jueces, para garantizar 
«la recti tud de sus fallos y para darles esos prestigios que na-
«cen del aplauso público, esa autoridad moral que es muy su-
«perior á la fuerza.» (Pról . ci t . á la ley del Ju r . com. por e l 
Sr. Pacheco, pág . X L I I I . ) 
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tremo de que el malogrado Sr. Alonso Martínez, 
cuyas opiniones no son sospechosas en el, asunto 
(1). tuviese que declarar, al presentar el vigente 
Código de Comercio en el Congreso á principios de 
1882, lo que sigue: "Aunque en la misma ley de 7 
„Mayo 1880 se acordó que las Audiencias y otras 
„Corporaciones competentes informasen también so-
„bre el restablecimiento de los antiguos Tribunales 
.,de Comercio, el Gobierno ha creido que este pun-
„to, por referirse á la organización del Poder ju-
d ic ia l y al Enjuiciamiento, era hasta cierto pun-
„to independiente del proyecto de Código y que 
„de todos modos había de pasar tiempo antes de 
„que pudiera llegarse á una solución concreta que 
«satisficiera las encontradas tendencias de los que 
., afirman la unidad de jurisdicción j los que sos-
t ienen la conveniencia de dar participación á los 
«comerciantes en la Administración de justicia, 
«cuando se trata de cuestiones relativas á su pro-
cesión (2).„ Y todavía hubiéramos pasado por estos 
aplazamientos entonces, en 1882; pero hoy, des-
pués del período de vida tranquila y halagüeña 
que lleva en España el Jurado criminal (3) con la 
(1) Apéndice I I I . 
(2) Exposición de motivos.—Parte general. 
(3) Es uno de los motivps en que D. J o a q u í n M.a Sanromá 
fundaba recientemente su optimismo en el particular: «¿El j u -
«risperito, decía el Sr. Sanromá, que por sus pasos contados lo 
«ha ido acaparando todo, había de renunciar á la jur isdicc ión 
«que es el coronamiento del edificio? 
»Sin embargo, en ésto de la jur i sd icc ión es en lo que más pro-
»bablemente, y acaso más pronto, tendrán que ceder los hom-
»bres de ley y entiendo que el Jurado Mercanti l es tá en puerta. 
«A él se ba sus t r a ído el ú l t imo Código; quizá no se sustrai-
»ga el venidero. 
«Me lo dice la corriente de los tiempos; me lo dice el camino 
»que lleva ya andado, en nuestro propio país , la ins t i tuc ión del 
«Jurado; me lo dice la necesidad de combinar el Strictum jus 
«con los temperamentos equitativos; me lo dice la otra necesi-
«dad de que los asuntos profesionales, cada vez m á s complejos, 
«se resuelvan con criterio propio, y no con ayuda de instrumen-
«tos subalternos como el peritaje.» («Logismograf ía Popu la r» 
rev. y n ú m . cit .) 
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sanción y beneplácito de los mismos que más lo 
combatieron, y que, una vez traducido en ley, 
echaron sobre sí el compromiso espontáneo de res-
petarlo, no se nos alcanza en verdad la resisten-
cia de los poderes públicos en realizar esta me-
jora. 
Desde que en España venimos aspirando al es-
tablecimiento de Tribunales de Comercio, se han 
llevado á cabo ó intentado reformas de casi todas 
nuestras leyes. Entre ellas se ha promulgado un 
nuevo Código de Comercio; y dos veces, en 18 
Noviembre 1886 por el Sr. Alonso Martínez (1) y en 
14 Junio 1891 por el Sr. Villaverde (2) se han pre-
sentado proyectos de bases para la reforma de la 
ley orgánica deL Poder judicial. Ocasiones ha te-
nido, pues, el Gobierno de dar así satisfacción 
cumplida al país; puesto que no puede dudarse 
que cuanto se refiera al establecimiento de Tribu-
nales de Comercio es del dominio de una ley de 
organización judicial y que éste es su lugar ade-
cuado. "No cabe mencionar nuestro Código Mer-
can t i l , ha dicho el Sr. Canalejas, sin consagrarle 
„merecido elogio por el inmenso progreso que repre-
senta, bien que aún no se hayan extendido sus 
„beneficios ni desenvuelto sus creaciones jurídicas 
„mediante preceptos legales y administrativos que 
..constituyen su natural é indispensable complemen-
t o . Parte de estos preceptos van asociados á la 
^reformas de las leyes Orgánica y de Enjuiciamien-
t o (3).„ Pero, ni en 1886 por el Sr. Alonso Mar-
Por lo demás, las Cánuu-as de Comercio t ambién han part ic i -
pado de este optimismo; y la de Coruña consignaba en su Me-
moria de 1888 que:«por laeficacia de estepoderoso movimiento, 
«alude al de la mayor ía de las Cámaras de Comercio, el Gobier-
»no se dispone á plantear su proyecto de Jurados Mercantiles, 
«inst i tución que le merece mayores preferencias que lo% Tr ibu-
«nales y de la que espera grandes resultados en la práct ica .» 
(1) Gaceta de Madr id de 24 Noviembre 1886, 
(2) I d . de 25 Junio 1891. 
(3) Disc. de apert. de Tr ib , ci t . 
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tínez, á pesar de sus promesas de 1882 y á pesar 
de la subcomisión nombrada por él en 17 Noviem-
bre 1887 y de sus declaraciones de la sesión del Se-
nado de 21 Febrero 1888; ni en 1891 por el Sr, V i -
llaverde después del ensayo feliz y lisonjero por 
todos conceptos del Jurado en materia criminal, 
se ha tomado en cuenta la conveniencia de incluir 
en la reforma general de la ley orgánica los Tr i -
bunales de Comercio (1); y á estas horas mucho teme-
mos que, si el proyecto de bases pendiente de 
discusión en las Cortes para la reorganización del 
Poder judicial llega á convertirse en ley, siga el 
derrotero trazado por tantos otros ó sea el de re-
mitir á mejores días con incalificables desmayos la 
solución del problema. 
(1) Véase además la proposición de ley del Sr. Duran y Bas 
en el Apénd. V I I . 
E l antiguo Código de Comercio español de 1829 y el vigente 
de Francia dedican uno de sus libros á tratar de la organizac ión 
de Tribunales Mercantiles; pero en Alemania, Bélgica , Por-
tugal y en la misma I t a l i a éstos se rigen hoy ó reg ían por las 
leyes de organización judic ia l respectivas, como parece más 
propio y acertado 
V I I 
Necesidad de la intervención de los comerciantes en todos los 
periodos del procedimiento 
SK'res son los fines que se persiguen al solicitar 
el establecimiento de la jurisdicción especial de 
comercio: mayor acierto en los fallos, mayor bre-
vedad en los trámites y mayor economía en las 
costas; acierto, brevedad y economía que solo po-
drán, á nuestro juicio, conseguirse dando entrada á 
los comerciantes en la administración de justicia. 
Ahora bien: concedido por nosotros que la única 
forma bajo la cual podemos hoy aspirar^ al estable-
cimiento de la jurisdicción de comercio es el Jura-
do mercantil, y teniendo en cuenta que por las 
analogías de este modo de enjuiciar en lo mercan-
t i l con el Jurado criminal, implantado desde 1888 
en España, habrá éste de servir probablemente de 
modelo, ocurre preguntar: ¿el comerciante no ejer-
cerá en el Jurado mercantil más intervención que 
la ejercida por el ciudadano en el Jurado criminal 
ó será preciso ampliar y robustecer su interven-
ción (1)? 
(1) Este punto es de suma trasceadencia y no conviene n i 
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Sabido es, en efecto, que el juicio oral solo com-
prende una parte del juicio criminal, ¡como á su 
vez dentro del mismo juicio oral el Jurado solo 
abraza uno de sus períodos. Antes de la vista de 
una causa por el Jurado, antes de que den prin-
cipio los debates del juicio oral, hay multitud de 
trámites, en la instrucción primero, á partir de la 
apertura del juicio en segundo lugar, y por último 
aún después de dictados el veredicto y la sentencia. 
En esos trámites no interviene el Tribunal del pue-
blo; y los seguidos hoy no varian de los seguidos 
cuando el Jurado no funcionaba. En otros términos, 
la institución del Jurado no ha introducido más 
novedad en nuestros procedimientos criminales que 
la de verse las causas por determinados delitos, 
no ante Tribunales de derecho, compuestos solo 
de tres magistrados, sino ante Tribunales de hecho 
y de derecho, compuestos los primeros de doce 
jurados y los segundos de tres magistrados. Todo 
lo demás subsiste sin alteración alguna: el período 
preparatorio ó sumario, el (período ejecutivo y aún 
dentro del propio plenario, como hemos dicho, el 
período anterior al momento en que el Tribunal 
del Jurado se constituye y se verifican las sesiones 
del juicio público. 
Infiérese de aquí que, si el comerciante ejerce 
en el Jurado mercantil únicamente la momentánea 
y limitada intervención que el ciudadano desempeña 
por un momento perderlo de vista, aún cuando haya pasa-
do inadvertido para la generalidad de los que han tratado 
del part icular. 
L a Junta Direct iva de la Cámara de Comercio de Má-
laga, al dar instrucciones á sus representantes en la ú l t i m a 
Asamblea de 1891, lo tuvo sin embargo presente; y á és to 
se debe que una de las bases votadas por dicha Asamblea 
se redactara en a rmonía con la tesis que sustentamos en 
este capí tu lo . Véase el Apéndice V . 
También el Sr. Marqués de Casa^Jiménez lo in teresó as í en el 
Senado. Véase el Apéndice I I I , 
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en el Jurado criminal, habremos cumplido, y aún és-
to solo en parte, uno de los tres fines principales 
que se persiguen en todo procedimiento y señala-
mente en el procedimiento comercial, ó sea el ma-
yor acierto en los fallos, resultado importantísimo 
y bastante por sí á justificar la existencia de un 
fuero especial de comercio; pero no podremos de-
cir lo mismo de los otros dos fines no menos 
esenciales de brevedad y economía. 
Para ésto, para evitar así los gastos enormes 
como las eternas dilaciones que hoy son obligado 
cortejo de todo pleito de comercio en los Tribu-
nales ordinarios, que lo seguirán siendo de no dar-
se á los comerciantes intervención más que en el 
mero acto del juicio oral y público, se impone la 
necesidad de que las reformas en la administración 
de justicia mercantil, de que el establecimiento de 
la jurisdicción de comercio en España, una vez que 
se acometan, se planteen y realicen bajo formas di-
ferentes de las actuales formas del Jurado criminal, 
llevando desde las primeras diligencias preparato-
rias del juicio hasta las últimas de ejecución de sen-
tencia (1) aliado del juez ó magistrado ordinario una 
(1) Por lo que hace á la ejecución de sentencias, hay que 
dis t inguir dos cuestiones: la una, prévia, si la ejecución de 
sentencias corresponde al poder ejecutivo ó al poder judicial ; y 
la otra, si, dado que corresponda al poder judic ia l y admitida 
la existencia de Tribunales especiales de Comercio, incumbe la 
misma á los ordinarios ó á éstos . 
Acerca del primer extremo disienten los escritores; y mien-
tras el Sr. Pérez Pujol, en su hermoso prólogo á la obra de 
Derecho Administrat ivo del Sr. San tamar í a de Paredes, opina 
que «el Poder judic ia l no aplica propiamente, no ejecuta; 
))la ejecución de las penas pertenece á la Admin is t rac ión 
»en el derecho posit.vo; la ejecución en los negocios civiles, si 
»no tiene lugar por el respeto moral que á los particulares me-
»rece la autoridad, corresponde al Poder ejecutivo;^ el ilustra-^ 
do catedrá t ico de Derecho Procesal de la Universidad Central, 
Sr. D. Tomás Montejo, lo entiende de otro modo, dividiendo las 
funciones judiciales en funciones de preparación ó pre'vención, 
funciones de juic io y funciones de ejecución. «Las funciones de 
«ejecución, dice el Sr. Montejo, tienen ín t ima relación con las 
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representación del elemento comercial. La propor-
ción en que deben entrar unos y otros, la separación 
de sus respectivas, funciones en los diversos mo-
mentos del juicio es lo grave de determinar, y ya 
«de preparac ión y las de juicio; porque el juicio no es una mera 
«abstracción, sino que tie nde á algo práct ico ó sea la reintegra-
«ción del derecho; y este algo debe ser realizado por el poder 
«judicial. Las funciones de ejecución son, pues,complementarias 
»de las de juicio y hacen que se traduzcan en hechos los fallos 
«de los Tribunales. Suponen algunos, sin embargo, que la fun-
«ción judic ia l termina allí donde se define el derecho, y que 
«como el poder administrat ivo es el que lleva á la p rác t ica las 
«resoluciones del legislat ivo, as í t ambién debe llevar á la prác-
«tica las del jud ic ia l . Así vemos qne en las legislaciones posi-
«tivas unas atr ibuyen la ejecución de las sentencias al poder 
«ejecutivo con entera independencia del jud ic ia l y otras á és te . 
«Nosotros creemos que las funciones de ejecución son propias 
«del poder judic ia l y no del administrativo, y que, si éste inter-
«viene, es solo como auxil iar de aquél , como depositario de la 
jjfuerza públ ica para aquellos casos en que el derecho no quiera 
«buenamente reintegrarse. Nótese que cuando el poder jud ic i a l 
«puede realizar la sentencia por sí solo, él y no otro es el que 
«la ejecuta. Y en este punto no es la legis lación española la más 
«atrasada, pues en ella las funciones de ejecución tienen un 
«carácter marcadamente judicia l , si bien en lo cr iminal el po-
«der ejecutivo ejerce demasiado influjo.» 
En cuanto á la segunda cuest ión, lié aquí la manera cómo las 
legislaciones extranjeras la han resuelto: 
En el art. 14, seo I,fcap. I del l ibro preliminar que se adicio-
nó por la ley de 25 Marzo 1876 al Código de Procedimiento ci-
v i l de Bélgica y que trata de la competencia en materia conten-
ciosa, después de determinar la de los Tribunale s de Comercio, 
se previene que: «Estos no conocerán d i l a ejecución de sus sen-
tencias.» Dicho precepto procede del art. 442, hoy derogado, 
t í t . X X V , l i b . I I del citado Código belga de Procedimiento ci-
v i l . 
Igua l disposición contenía en su art. 442, t í t . X X V , l i b . I I el 
Código de Procedimiento c iv i l f rancés . 
Pero, as í el Código belga como el francés, á quien aquél co-
pia literalmente, establecen on sus arts. 439, t í t . y l i b . c i t . que: 
«Los Tribunales de Comercio podrán ordenar la ejecución pro-
»visionai de sus fallos, no obstante la apelación y sin caución 
«alguna, cuando exista t i tulo no impugnado ó condena anterior 
«en que no se hubiese interpuesto la apelación. En otro caso no 
«podrá llevarse á cabo la ejecución provisional, sino prévia 
«fianza ó la just if icación de ser solvente.» 
En I ta l ia el art. 570, t í t . I , l i b . I I del Código de^  Procedimien-
to c iv i l de 25 Junio 1865 dice que: «Las cuestiones sobre ejecu-
«ción de sentencia, í/a sea en materia civil, ya sea en materia co-
vmercial, se resolverán por el Tribunal civil ó por el Pretor en 
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volveremos sobre ello al ocuparnos de la organi-
zación del Jurado mercantil; pero lo qüe más im-
porta es dejar sentado el principio, (1) y sea cual-
«cuya jur isdicc ión se siga la ejecución, observando todas las 
))foruialidades relativas á la competencia por el valor y las dis-
))posiciones especiales que más adelante se establecen.» 
«Esta disposición será t ambién aplicable á las cuestiones so-
wbre ejecución de fallos que condenen al pago de penas pecu-
¡miarias ó que tasen ó liquiden costas judiciales. » 
«También se apl icará á las cuestiones sobre ejecución ó cum-
«plimiento de contratos extendidos en forma ejecutiva, excepto 
ocuando la cuest ión verse sobre la existencia, la entidad ó la 
«interpretación de una obligación que sea de la competeacia de 
»los Tribunales de Comercio, los cuales conocerán de ella en 
»estos casos, observadas las reglas establecidas por la ley para 
«su competencia.» 
«Las cuestiones sobre ejecución de sentencias de los Conci-
«liadores se resolverán por el Pretor del distr i to en que la eje-
»cución haya de llevarse á cabo.» 
No olvidemos que «los Pretoresy en su caso los Vice-Pretores, 
según el art. 35, cap, I I , t í t . I I del R. D . de Organizac ión j u d i -
cial de I t a l i a de 6 Diciembre 1865, á que ya varias veces hemos 
aludido, desempeñan, dentro de los l ími tes señalados por la ley, 
las siguientes funciones: 
1. ° De jueces en materia c iv i l y comercial. • 
2. ° De jueces en materia penal. 
3. ° De oficiales de policía judic ia l .» 
Además conviene tener presente que la jus t ic ia en materia 




Por Tribunales civiles y correccionales. 
Por Tribunales de Comercio (suprimidos). 
Por Tribunales de apelación. 
Por el Tribunal de Assises ó Jurado. 
Por los Tribunales de Casación. 
Y, según el art. 71, sec. I , cap. I , t í t . I I , l i b . I del Código i ta-
liano de Procedimiento c iv i l , «serán de la competencia del Pre-
»tor todas las acciones civiles y comerciales, cuyo valor no 
«exceda de 1.500 liras, salvo aquél las cuyo importe sea inferior 
))á 30 liras y competen al Conciliador.» 
(1; E l Sr. Darán y Bas se l imi tó á pedir en la proposic ión de 
ley, que insertarnos en el Apéndice VI J , que «los Tribunales de 
«Comercio resolvieran sobre todos los casos de embargos preven-
«tivos, incidentes, fallos definitivos y actos de jurisdicci ón vo-
«luntaria , dirigiendo el Juez letrado por sí solo la t r a m i t a c i ó n 
»en lo demás.» 
A nuestro juic io los Tribunales de Comercio ó los comercian-
tes en ellos deben tener aún mayor intervención que la por el 
Sr. D u r á n y Bas solicitada. 
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quiera la participación que se asigne á los comer-
ciantes en los varios períodos del procedimiento, es-
casa ó mucha, limitada ó nutrida, no hay duda que 
ellos sabrán mirar mejor que nadie por los altísi-
mos intereses á su custodia confiados y por el fiel 
y exacto cumplimiento de la justicia, la cual halla-
rá en su concurso eficaces y asiduos auxiliares. 
Militan, además, otras razones de índole pura-
mente procesal á favor de la intervención de los 
comerciantes en todos los períodos del procedi-
miento; razones que nos suministra la misma prác-
tica del Jurado criminal en España. No es lo co-
rriente, en efecto, pero tampoco es imposible su-
ceda que en el procedimiento criminal las partes 
pidan la práctica inmediata de ciertas diligencias de 
prueba, por ejemplo, aquéllas que sea de temer no 
puedan practicarse en el acto del juicio oral y pú-
blico: la declaración de un testigo en peligro de 
muerte ó del que ha de ausentarse, la inspección 
de un edificio que amenaza ruina, etc. De sobreve-
nir estos casos, ó la prueba se. deniega y no se 
practica, ó se concede y se practica sola y exclu-
sivamente por el Tribunal de Derecho, sin asistencia 
de los jurados. Lueg'o en el mismo orden criminal 
se necesita la presencia del Jurado para algo más 
que para las sesiones del juicio oral y público. 
En todo juicio, por otra parte, el período de apre-
ciación de la prueba y de sentencia no es el único-
Su éxito, con ser el más importante, depende de 
éxitos anteriores en la presentación y plantea-
miento de los términos del debate, en la discu-
sión de las adversas pretensiones, en la articulación 
y desarrollo de las pruebas. Hay para el Jurado 
Mercantil que dictar auto de conclusión del suma-
rio. Hay que admitir ó declarar impertinentes las 
pruebas. Hay que resolver incidentes de recusación 
de peritos que tengan ó no interés , en el pleito. 
Habrá que decidir ciertas competencias entre lo mer-
cantil y lo civil ó por lo menos inhibirse del co-
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nocimiento de ciertos asuntos (1). Pues ninguno de 
cuantos autos y de cuantas providencias deban dic-
tarse con todas y cada una de las ocasiones apun-
tadas, l levará el sello de la pericia y competencia, 
que han de resplandecer luego en el veredicto y 
sentencia definitivos, como no se dicten por un Tr i -
bunal donde tengan representación, debidamente 
ponderados, el elemento jurídico ó juez de dere-
cho y el elemento mercantil ó juez de hecho. 
Las infinitas cuestiones técnicas que surgen á 
cada paso en la tramitación de un negocio mer-
cantil, las dudas que puedan' ofrecerse en la ejecu-
ción de una sentencia, ni más ni menos que la 
sentencia misma (2), exigen las aptitudes, los cono-
(1) E l art . 103, t í t , V I I de la Ley de Organización del Poder 
jud ic ia l del Imperio a lemán de 27 Enero 1877 dice: «Cuando la 
«Sala de Comercio entienda de una demanda que no sea de su 
«competencia, se someterá , á petición del demandado, á la Sala 
«de lo civil.» 
«Cuando la demanda principal, ó en el caso á que se refiere el 
»art . 467 del Código de Procedimiento c iv i l , la demanda recon-
»vencional considerada como principal, no sea de la competen-
»cia de la Sala de Comercio, puede inhibirse de oficio y enviar 
»el asunto á las Salas de lo c iv i l , mientras no hayan comenzado 
«los debates sobre el asunto principal n i se haya pronunciado 
»fallo n i resolución alguna. L a inhibición de oficio no podrá 
«fundarse en que el demandado nó es comerciante.» 
(2) Volviendo á lo que decíamos antes acerca de la ejecución 
de sentencias, debemos consignar que, en la historia de la legis-
lación nacional se encuentran antecedentes de gran val ía que 
abonan su cumplimiento por los mismos Tribunales de Comer-
cio, como la R. Cédula de 21 Jul io 1494, la cual ordenaba que: 
«Y nos suplicó y pidió (Don Diego de Soria) por merced, por 
»sí, y en los dichos nombres, que sobre ello proveyésemos 
«mandando dar comisión y facultad al Prior y Cónsules de los 
«dichos mercaderes de la dicha Ciudad para que pudiesen Ua-
«raar los tales factores ante sí y ponerles penas » 
«Otrosí, que las dichas- sentencias, que así los dichos Prior y 
«Cónsules dieren, si no fueren apeladas y después revocadas; y 
«por esta nuestra damos poder y facultad á los dichos Prior y 
«Cónsules de la dicha Ciudad, para que las puedan mandar 
«ejecutar; y mandamos al Merino de la dicha Ciudad de Burgos 
«ó á sus Lugares tenientes que ejecuten y cumplan todos ios 
«mandamientos que sobre la ejecución de las dichas sentencias 
«para él fueren dados por los dichos Prior y Cónsules; y si pa-
»ra ello los dichos Prior y Cónsules hubieren menester favor y 
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cimientos, el eoncurso de los comerciantes; y si á 
ésto se añade que los pleitos ganarán en brevedad 
y economía con la presencia de los principalmen-
te interesados en ahorrar diligencias inútiles y en 
activar el pronto despacho, no vacilemos en pedir 
«ayuda, por esta nuestra Caita mandamos á todos los Consejos , 
«Jus t ic ias , Regidores, Caballeros, Escuderos, Oficiales y Hom-
«bres-buenos, así de la dicha Ciudad de Burgos, como de todas 
«las otras Ciudade?, Villas y Lugares de estos nuestros Reinos 
))j señoríos, que por los dichos Prior y Cónsules para ello fue-
))ren requeridos, que se lo den y hagan dar, y que en ello, n i en 
«parte de ello, embargo n i contrario alguno no le pongan, n i 
«consientan poner, so las penas, que ellos de nuestra parte les 
«pusieren, las cuales Nos, por la presente les ponemos y habe-
«mos por puestas .» 
Principios que tienen luego más perfecto desenvolvimiento 
en las célebres Ordenanzas de Bilbao, cuyo Gap. I relativo á la 
Jurisdicción del Consulado, sus Reales Privilegios y orden de proce-
der en primera, segunda y tercera instancia, establece en sus nú-
meros X I V al X I X lo siguiente: 
«XIV. Los autos y sentencias que se dieren en el Consulado, 
> no siendo apelados y pasándose en autoridad de cosa juzgada, 
«se han de ejecutar breve y sumariamente por medio del Minis-
«tro. Alguaci l , Portero y demás Ministros que quisieren nom-
«brar el Prior y Cónsules; despachando para ello los manda-
umientós necesarios y los exhortos á los demás Jueces y Just i-
«cias que convengan, para que les den el favor y ayuda que 
«fuere menester, como se previene y manda por dichos pr ivi le-
«gios y Ley Real y ha sido y es asimismo de Ordenanza, uso y 
«costumbre.» 
«XV. Si de tales sentencias ó autos definitivos se apelare 
«por alguna de las partes, haya de ser para ante Corregidor y 
«Colegas y no para otro Tribunal, y se ha de otorgar la apela-
»ción por Prior y Cónsules, segiin orden de Derecho.» 
«XVI . Estando pendiente la causa en el Tr ibunal del Co-
«rregidor para conocer de ella y determinarla, no a d m i t i r á m á s 
«recusación por Colegas, que de hasta ocho personas de cada 
«parte; y de las que no fueren recusadas, nombra rá dos, que 
«sean mercaderes de buena conciencia y experiencia; los cuales 
«hará que acepten y juren de cumplir con lo que deben, y con 
«ellos procediendo breve y sumariamente por estilo de entre 
«mercaderes, sin abrir nuevos t é rminos para dilatorias, n i 
«probanzas, n i admitir libelos, n i escrito de abogados, n i otro 
«alguno que el de expresión de agravios del apelante y en el 
«que se respondiere por la otra ú otras partes (salvo solamente 
«la verdad sabida y la buena fe guardada como entre mercade-
»res) de te rminarán la causa.» 
« X V I P Si confirmaren la sentencia del Prior y Cónsules;" no 
«se admi t i r á más apelación, agravio, n i recurso, y se manda-
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que la participación de los comerciantes sea lo más 
amplia posible y se extienda en una ú otra forma 
á todos los períodos del juicio. 
»rá ejecutar realmente y con efecto; y que para ello se les vuelva 
»á Prior y Cónsules.» 
« X V I I I . Y si la revocaren en todo ó parte y alguno de los l i -
» t igantes apelare ó suplicare, volverá el Corregidor á nombrar 
«otros dos mercaderes para Re-Colegas, en quienes concurran 
«las mismas calidades que en los primeros; y precedida la pro-
»pia solemnidad de recusación y demás prevenido para el nom-
«bramiento de Colegas, lo volverá con ellos á ver y determinar 
»la causa.» 
« X I X . De la sentencia que así diere con los segundos merca-
«deres Ee-Colegas (sea confirmando ó revocando ó enmendando 
«en todo ó en parte) no se admi t i rá más apelación, suplicación, 
«agravio, n i recurso; y se volverá al Prior y Cónsules para su 
«cumplimiento y ejecución; en que igualmente procederán breve 
«y sumariamente, como también se previene y manda en los 
«dichos Privilegios y Ley Real y ha sido y es de Ordenanza y 
«está mandado observar en diversas ocasiones por Cédulas 
«Reales, Cartas Ejecutorias que se hallan en el Archivo del 
«Consulado; y ú l t imamen te por Cédulas del Rey nuestro Se-
))ñor (que Dios guarde) del dia 25 Agosto del pasado año de 
«1730, en que inhibió de una causa, que se hab ía retenido en la 
«Real Chanci l ler ía de Valladolid á los Señores Presidente y 
«Oidores de ella y á su Juez Mayor de Vizcaya, y la mandó de-
«volver al Consulado, atendiendo á los justos fines del bien y 
«conservación del Comercio y Navegación, expresados en d i -
«chos Privilegios y Ley Real .» (Ordenanzas de la Ilustre U n i -
versidad y Casa de Contra tac ión de la M . N . y M . L . V i l l a de 
Bilbao aprobadas y confirmadas por el Rey D. Felipe V en 
1737.) 
V I I I 
Objeciones principales contra el Jurado Mercantil 
^Ijuando en la sesión celebrada el 22 Mayo 1891 
T p o r la Asamblea general de las Cámaras de 
Comercio, Industria y Navegación españolas, la 
Comisión de su seno encargada de proponer re-
formas en el Código de Comercio, presentó su 
dictamen relativo á suspensiones de pagos, quie-
bras y Jurados Mercantiles, uno de los individuos de 
dicha Comisión, cuyos esfuerzos y servicios en pró 
de las clases industriales y mercantiles son tan venta-
josamente conocidos y apreciados en España (1), 
(1) E l anterior Minis t ro de Gracia y Justicia, Sr. Vil laver-
de, hab ía encomendado á los Sres. D. rrancisco Lastres y Don 
Taustino Alvarez Manzano la redacción de unas bases para la 
reforma total del Código de Comercio vigente. Des ignac ión que 
no ha podido ser más acertada, pues el Sr. Lastres viene traba-
jando hace muchos años en el Congreso de Diputados por la re-
forma de las leyes mercantiles: dos veces, en 20 Febrero 1889 y 
en 25 Mayo 1891, ha presentado no tab i l í s imas proposiciones de 
ley reformando el Código de Código y ley de Enjuiciamiento 
c iv i l en lo relativo á suspensión de pagos y quiebras; y el señor 
Alvarez Manzano es catedrát ico, por oposición, de Derecho Mer-
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el Sr. D. Francisco Lastres, después de discutidas 
y aprobadas por unanimidad todas las bases del 
dictamen, se levantó, no para formular voto parti-
cular, según dijo, sino para hacer una manifesta-
ción que le afectaba personalmente y poner á sal-
vo sus compromisos y consecuencia. 
El Sr. Lastres no era, en efecto, partidario de 
la jurisdicción especial mercantil, ni de la creación 
de Jurados de Comercio: ya en los trabajos preli-
minares que la Comisión ponente había llevado á 
cabo, trabajos que, dicho sea de paso, no ofrecie-
ron la más leve dificultad, porque todos los demás 
señores Representantes convinieron sin discrepan-
cias de ninguna clase en las líneas generales del 
informe, y más tarde en la Asamblea se reveló 
cantil en la Universidad Central y es tá escribiendo en estos 
momentos una obra, estimable por más de un concepto, de áu 
asignatura. 
No sabemos si entre las bases que JOM Sres. Lastres y A l v a -
rez Manzano preparan, figurará alguna acerca de los Tribuna-
les de Comercio: en el caso de que hayan recibido encargo de 
ocuparse de la jur isdicción mercantil, creemos que la redacc ión 
de dichas bases será favorable á l a misma; porque si bien el 
Sr. Lastres es opuesto á esta reforma, el Sr. Alvarez Manzano 
profesa la opinión de que los asuntos de comercio deben resol-
verse por Tribunales especiales, según explica púb l icamente 
en su cátedra; y además, la ilustrada «Revis ta Científico-Mer-
cantil» de Madrid, ó rgano oficial de las Asociaciones de Profe-
sores y Peritos Mercantiles, en su número 23 correspondiente 
al 15 Julio 1891, aseguraba que: «los señores, á quienes se con-
»fió tan delicada misión, atendiendo á la innegable competencia 
«que poseen en esta impor tan t í s ima materia, se proponen ha-
«cer una obra acabada que no dé lugar á otras alteraciones 
«que las obligadas por los tiempos; pero de n i n g ú n modo por 
«deficiencias anómalas como las que se notan en el Código 
«que en la actualidad rige. Para realizar empresa tan laudable 
«piensan oir las opiniones de aquellas Corporaciones á quie-
«nes interese el buen éxi to de dicha reforma y entre ellas se en-
«cuentra la Asociación de Profesores Mercantiles de Madrid, 
«que ha rá algunas indicaciones sobre puntos que en su humi l -
«de juicio deben comprenderse en el nuevo Código.» 
Si los Sres. Lastres y Alvarez Manzano han atendido, pues, 
los deseos y aspiraciones de las clases interesadas, como se 
indica, no dudamos que, á pesar de la opinión personal del p r i -
mero de dichos señores, las bases serán favorables á la ju r i s -
dicción especial mercant i l .» 
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igual perfecta identidad de criterio; ya en los tra-
bajos preliminares de la Comisión el Sr. Lastres 
nos había explicado su actitud en el particular y 
la necesidad en que se encontraba de no suscribir 
lo que como hombre público, como escritor de de-
recho y como Diputado de la nación había com-
batido toda su vida. El Sr. Lastres, hace cuatro 
años, el 3 Abr i l 1888, en el mismo Círculo de la 
Unión Mercantil, donde la Asamblea celebraba sus 
sesiones^ había pronunciado una conferencia (1) en 
la que se mostró completamente contrario al esta-
blecimiento de Tribunales de Comercio, y no pu-
diendo faltar á sus arraigadas convicciones, se ha-
llaba en el caso de consignarlo (2). No hay para 
qué decir que la Asamblea respetó profundamente 
los motivos de la conducta del Sr. Lastres, que 
tampoco eran de irreconciliable oposición al dic-
tamen, sino más bien de carácter personal, no per-
diendo nada por eso de su elocuencia y vigor la 
aprobación espontánea y unánime con que los Re-
presentantes de casi todas las Cámaras de Comer-
cio españolas de la península y del extranjero aco-
gieron el proyecto de Jurados Mercantiles (3), 
A l ocuparnos, pues, de las razones que por los 
adversarios de la jurisdicción especial de comercio 
se alegan comunmente contra el establecimiento 
del Jurado Mercantil, examinaremos en primer tér-
mino las expuestas en la referida conferencia que 
el Sr. Lastres dijo en el Círculo de la Unión Mer-
cantil de Madrid, verdadero arsenal de argumen-
tos donde se contienen las principales de aquéllas; 
pero antes de contestarlas, debemos también ha-
cernos cargo de las objeciones formuladas contra 
t i ) «Los actos de comercio y la Ju r i sd icc ión Mercant i l .» 
Conferencia pronunciada en el Círculo de la Unión Mercan t i l 
de Madrid el día 3 A b r i l 1888 por D. Francisco Lastres. 
(2) Actas de la Asamb. de las Cám. págs . 98 y 99. 
(3) Asistieron por cada Cámara dos representantes y dos su-
plentes, estando representadas 51 corporaciones. 
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íos Tribunales de Comercio en el Decreto-Ley de 
6 Diciembre 1868: objeciones que, ni por su auto-
ridad doctrinal, ni por su número, ni por su espí-
ri tu, escapan á la crítica. 
Decía el Sr. Romero Ortiz en el preámbulo del 
citado Decreto, después de declarar que no ha-
biendo motivos justos que abonasen la diversidad 
de fueros, la opinión pública se hallaba por eso 
fuertemente pronunciada contra su existencia: "Y 
„hay razón sobrada para ello. La diversidad de 
„fueros embaraza la administración de justicia; ha-
„ce imposible que el malhechor sienta cuanto an-
„tes el castigo que merece su delito; da lugar á 
„que el particular no vea reparado su derecho, 
„violado por un tercero, con la prontitud que la 
Justicia exige y la conveniencia reclama, puesto 
„que, empeñados conflictos entre diversas jurisdic-
„ciones, se difiere por mucho tiempo la represión 
„que la ley demanda cuando sus prescripciones 
„han sido holladas ó desconocidas por los que son 
„súbditos. Mientras no se decide la competencia; 
„mientras no se pone término á las pretensiones 
„de los Jueces que quieren conocer de un mismo 
„negocio, por el Superior común, no se corrige 
„el hecho criminal que ha introducido la alarma 
„en la sociedad, lesionando justos intereses de los 
particulares,, que el Estado tiene obligación de 
„proteger; no se compele al cumplimiento de la 
„obligación, al que faltando á la santidad de lo 
„estipulado, es reconvenido por el que invoca su 
„derecho ante el juez que cree competente, y cu-
„ya jurisdicción acaso trata de eludir su adversa-
r i o con mala fe y dañada intención, apelando á 
„su fuero y aprovechándose de las nebulosidades 
„de nuestras leyes, que inmoderamente han conce-
b ido privilegios y exenciones en perjuicio muchas 
^veces de aquellos mismos á [quienes se trataba de 
^favorecer. „ 
Y á continuación: "Pero no paran aquí los per-
— 67 — 
Juicios. Con la diversidad de fueros son múltiples 
„las jurisdicciones encargadas de aplicar unos mis-
„mos Códigos; y no reconociendo un Tribunal su-
„perior común que fije la inteligencia de la ley, que 
^uniforme la jurisprudencia, que ejersa alta ins-
pección sobre todos ellos, de manera que pueda 
„obligar con sus repetidos fallos á que los encar-
dados de administrar justicia, sin distinción, se 
„atemperen á las doctrinas legales que sanciona, 
nlas más contrarias interpretaciones se consagran 
„en las ejecutorias, los más absurdos principios se 
„enseñorean en el foro, la más ruinosa confusión 
.,prevalece en él, que redunda en perjuicio de los 
^particulares que no saben fijamente cuáles son 
„sus derechos, dada la divergencia en el modo de 
„entender la voluntad del legislador, y de los mis-
„mos Tribunales que se desautorizan con sus eri-
„contradas declaraciones. „ 
Tales son, unidas á la supuesta infracción cons-
titucional, objeto de nuestro estudio anterior (1), las 
únicas razones alegadas en el Decreto de 6 Di-
ciembre 1868 á favor del orden de tribunales exis-
tente; y la verdad es que, bien miradas, todas se 
reducen á dos: embarazo y lentitud que causa en 
la administración de justicia la diversidad de ju-
risdicciones por las competencias que entre ellas 
puedan surgir; y falta de uniformidad en la juris-
prudencia. 
No negaremos que la primera de las dos obje-
ciones citadas revista seriedad. Una línea divisoria 
entre los actos mercantiles y los actos no mercan-
tiles, una separación precisa entre los comercian-
tes y los no comerciantes (2), es tan difícil de esta-
blecer que en cierto modo no parece infundado el 
recelo de que en vez de evitarlas, se produzcan 
dilaciones debidas al pavoroso problema, según el 
(1) Cap. I V de estos Apuntes. 
(2) . Apéndice V I H de i d . 
Sr. Lastres atinadamente lo llama, de la compe. 
tencia. ¿Cómo lo hemos de negar, ni cómo hemos 
de desconocer la seriedad del argumento, si esta 
dificultad constituye por sí sola y absorbe todo el 
aspecto fundamental del problema? En cuanto á 
la segunda objeción, no merece los honores de 
un tan detenido examen: más se aplica á las ju-
risdicciones especiales eclesiástica y militar que á 
la mercantil, encargadas aquéllas hasta 1868 de in-
terpretar las mismas leyes que la jurisdicción ordi-
naria, mientras ésta interpretaba leyes propias; y 
en tal sentido, si cabían interpretaciones contra-
rias en lo civil y en lo penal, si los tribunales or-
dinarios podían hacer unas declaraciones y otras 
los tribunales eclesiáticos ó militares acerca de un 
mismo delito ó una misma obligación, en lo mer-
cantil t ratándose siempre de un solo Código y de 
una sola gerarquía de tribunales, semejantes de-
fectos no llegaron á tocarse, y á lo sumo la ju-
risdicción ordinaria, llamada á entender en segun-
da y última instancia, sería la responsable. De to-
dos modos, la idea de uniformar la jurisprudencia 
no pugna con el fuero ni con el Jurado Mercantil; 
y de acuerdo con las conclusiones presentadas en 
el Congreso Jurídico Español de 1886 por el señor 
Elias de Molins, conclusiones aceptadas por algu-
na Cámara de Comercio (1), en la Asamblea de 
(1) H é aquí las conclusiones de la Cámara de Comercio de 
Tarrasa basadas en las que el Sr. Elias de Molins presentó al 
Congreso Ju r íd i co Español de 1886: 
«l.8. Es necesario establecer, con toda urgencia, Tribunales 
vespeciales de Comercio en las capitales de provincia y las de-
smás plazas de importancia comercial ó mar í t ima . 
((2.a Los Tribunales especiales de Comercio se compondrán 
«de cinco comerciantes y de un Juez letrado. Los comerciantes 
«decidirán, según su leal saber y entender, sobre los hechos y 
»el Juez letrado definirá y apl icará el Derecho.» 
«3.a De los cinco comerciantes, que han de formar parte del 
«Tribunal de Comercio, tres serán elegidos anualmente por ma-
«yoría de votos por las Cámaras dü Comercio; los otros dos se 
«nombrarán en cada caso particular, uno por cada parte. En las 
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1891 (2) reconocimos la necesidad de una Sala ó 
sección especial de lo Mercantil en el Tribunal Su-
premo (3). 
«plazas, donde no hubiere Cámara de Comercio, se verificará la 
«elección por los comerciantes que es tén inscriptos en el Regis-
t r o Mercanti l , convocados al efecto por el Juez letrado.)) 
«4.a Contra los fallos de los Tribunales de Comercio solo 
«cabrá el recurso de casación ante una sección especial mer-
«cantil del Tribunal Supremo de Justicia, que será fuente de 
«Jur i sp rudenc ia comercial.» 
«y 5.a Se publ icará una ley especial de procedimientos en 
«armonía con el moderno Código de Comercio y teniendo en 
«cuenta la nueva organización, con arreglo á la cual deban sus-
«tanciarse y fallarse los juicios mercantiles, según las bases de 
«la brevedad y de la oralidad de los mismos.» (Memoria de la Cá-
mara de Comercio de Tarrasa de 1889). 
(2) Apéndice V, base 5.a 
(3) Vale recordar aquí, y acaso sea la ún ica petición que se 
ha hecho de este género, que la Cámara de Comercio de Cá-
diz solicitó en 1887 el restablecimiento de los antiguos Tr ibu-
nales de Comercio, entendiendo las Cámaras de Comercio en 
apelación de las sentencias de los mismos. (Memoria de 1887). 
Con la instancia única y el Jurado en materia mercantil que 
nosotros pretendemos, no hacen falta sin embargo Tribunales 
de apelación, n i hay inconsecuencia en que el Tr ibunal Supre-
mo sea el llamado á uniformar la jurisprudencia mercantil . 
En los recursos de casación, ya por infracción de ley, ya por 
quebrantamiento de forma, no se aprecian hechos, cuya prueba 
incumbe por modo absoluto al Tr ibunal sentenciador: t r á t a s e 
solo en ellos de la aplicación de las leyes en su doble aspecto 
sustantivo y adjetivo. Una vez pronunciado por el Jurado mer-
cantil el veredicto, cuyas declaraciones son irrevocables, los 
comerciantes han cumplido su misión: lo demás, sentencia, j u -
risprudencia, doctrina legal es obra de los jueces de derecho, y 
éstos no necesitan ya el concurso de los comerciantes, como lo 
demuestra el ejemplo de los demás países . 
E n Alemania con anter cridad á la ley orgánica jud ic ia l de 
27 Enero 1877 exis t ía un Tribunal Superior de Comercio del 
Imperio; pero en v i r t u d de la citada ley los asuntos que corres-
pondían á éste , pasaron al Tribunal Supremo del Imperio, de-
sapareciendo el Tr ibunal Superior de Comercio. Véase la ley de 
27 Enero 1877 declarando en vigor la o rgán ica de igua l fecha 
y seña ladamente sus arts. 14 y 19 que disponen el primero: aLos 
»asuntos que en el día que comience á regir la ley o rgán ica se 
«bailen; pendientes ante el Tribunal Superior de Comercio del 
«Imper io , .pasarán al Tr ibunal Supremo, cualquiera que sea el 
«estado en que se hallen;» y el segundo: «Los miembros del T r i -
«bunal Superior de Comercio del Imperio serán nombrados por 
»un Decreto imperial Magistrados del Tr ibunal Supremo ó j u -
«bilados, conservando en ambos casos su sueldo actual ,» 
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Pero la objeción de los conflictos de jurisdic-
ción fundada en lo vago é indeterminado de los 
conceptos comerciante y acto de comercio, recla-
ma mayor estudio y ha inspirado graves temores 
á publicistas extranjeros y nacionales, "Todas las 
precauciones que tomáis son contra el hombre de 
„mala fe, afirma el Sr. Lastres, y sin embargo no 
„sabéis qué armas le dais creando la jurisdicción 
„especial de comercio. ¿No véis que desde el mo-
Por otra parte en los Tribunales regionales Superiores y T r i -
bunal Supremo del Imperio a lemán no existen las Salas de 
Comercio que, incluidas en las Salas de lo c iv i l , pertenecen á 
los Tribunales regionales; de manera que allí los jueces de de-
recho entienden por sí solos de las apelaciones y revis ión de 
sentencias de las Salas de Comercio. 
Lo mismo sucede en I ta l ia , Bélgica y Francia, donde los T r i -
bunales de apelación y casación entienden ó en tend ían indis-
tintamente de asuntos civiles y comerciales. 
E l art. 66, cap, V , t í t , I I del E,. D. de 6 Diciembre 1865 de I t a -
l ia dice: «Los Ti'ibunales de apelación conocerán: 1,° en mate-
))ria c iv i l ; a) De las causas juzgadas en primera instancia por 
«los Tribunales civiles, correccionales ó. de Comercio ó bien por 
«los arbitros, en los l ími tes de la competencia de estos Tribuna-
« les . . . . . . . y el art. 123, cap. VI I , ; t í t . I I de la ley de 8 de Junio 
de 1874 del mismo país : «El Tribunal de casación conocerá: 1.° 
«En materia c i v i l y comercial^ de los recursos para anular las 
«sentencias pronunciadas en apelación » 
En Bélgica, cada uno de los tres Tribunales de apelac ión 
existentes en Bruselas^ Gante y Lieja, y el de casación de B r u -
selas, entienden t ambién lo mismo de asuntos civiles que de 
asuntos mercantiles. 
Y por ú l t imo, en Francia, los Tribunales de apelación cono-
cen de las apelaciones de las sentencias de primera instancia 
pronunciadas en materia c iv i l por los Tribunales de circuns-
cripción y de las apelaciones de los fallos pronunciados en pr i -
mera instancia por los Tribunales de Comercio, conforme al ar-
t ículo 22 d é l a ley de 27 Ventoso, a-ño V I I I , 
Aunque no pensar íamos lo mismo de los Tribunales de apela-
ción en el caso de que existieran, por lo que se refiere al T r i -
bunal Supremo ó de casación, novemos inconveniente en que 
los jueces de derecho sean los encargados de uniformar la j u -
risprudencia mercantil sin in tervención de los comerciantes. 
Lo único que solicitamos es que, dada la especialidad de la j u -
risdicción mercantil, se organice una Sala ó sección en el 
Tribunal Supremo compuesta de magistrados dedicados á esta 
especialidad y que por su háb i to de entender en recursos de 
asuntos mercantiles, l l egar ían á sustanciarlos y decidirlos con 
mayores conocimientos del comercio. . 
- ?! -
„mento en que exista la llamada jurisdicción pr i-
„vativa para entender en asuntos de comercio, po-
„deis encontraros, y seguramente os hallaréis en-
„frente de litigantes temerarios que no quieran de-
Jarse llevar á la jurisdicción especial, y quejándo-
l e de que sin motivo se les cita ante un tribu-
„nal que no es suyo, provoquen la competencia? 
„En este caso ¿á donde ha ido vuestro propósito de 
„brevedad? Convendréis que ésto podrá ocurrir con 
„frecuencia, y en ese caso tendríais motivo para 
„lamentaros de que buscando un procedimiento rá-
npido, os habíais metido en uno que producía di-
laciones que hoy no existen (!).„ Y el escritor ita-
liano Moisé Vitalevi añade por su cuenta, consi-
derando al mismo tiempo otro punto de vista im-
portante del asunto: "No se servía ciertamente á 
„la Administración de justicia con dejar á aque-
l l o s más sospechosos de parciatidad en la contro-
vers ia el decidir á cual de las dos magistratu-
ras , la civil ó la comercial, debe devolverse su 
„resolución. No ha podido menos de observarse 
„también, que la dificultad de separar de un modo 
„preciso las dos jurisdicciones l leva consigo el in-
conveniente de hacer pasar á veces una misma 
„cuestión por diversos grados de la potestad judi-
„cial antes de saber cuál sea en realidad el T r i -
bunal competente para decidir sobre ella, cuya 
„pérdida de tiempo empleado así, y los gastos no 
„escasos á que da origen dicho procedimiento, 
„equivalen en ocasiones á una verdadera denega-
c i ó n de justicia (2).,, Y todavía, continua el señor 
„Lastres, existe otro inconveniente: en caso de 
„conflicto está llamado á resolverlo el Tribunal 
(1) Conf. cit . En lo sucesivo, siempre que citemos opiniones 
del Sr. Lastres, nos abstendremos de indicar la procedencia, 
entendiéndose que tienen todas el mismo origen que la presente 
nota. 
(2) Rev. de Leg . y .Tur. c i t . tom. 72, p á g . 463. 
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„Supremo, en el cual no hay ningún comercian-
t e (l).„ 
Reconociendo, pues, que en el fondo de todos es-
tos temores late algo muy digno de tomarse en 
cuenta, para que en la práctica no se justifiquen ó 
confirmen, es preciso partir de una base donde por 
modo claro y concluyente queden deslindados la 
extensión y límites de la jurisdicción mercantil. 
Aun hay más: no solo entendemos que este pun-
to es la piedra angular, el sólido cimiento de to-
do Tribunal especial de Comercio; creemos tam-
bién que sería aventurado, expuesto á perturba-
ciones y peligros dar el menor paso en el senti-
do de • restablecer la jurisdicción mercantil, sin fi-
jar antes los actos y relaciones que comprende. 
Es achaque de los que han presentado en es-
tos últimos años exposiciones y proyectos relati-
vos á los Tribunales de Comercio descuidar ó pre-
terir el problema de la competencia; y la Cáma-
ra de Comercio de Málaga no es la única cierta-
mente que incurrió en este olvido cuando elevó en 
Enero 1888 su razonada instancia á las Cortes en 
solicitud de Jurados Mercantiles. Pero estudiado 
de nuevo el asunto por su Junta Directiva en vís-
peras de la Asamblea de 1891, no tardó en repa-
rarse la omisión, y aunque no como solución defi-
nitiva, como término provisional en la necesidad de 
buscar alguno, se acordó lo que más adelante ex-
pondremos. 
Ahora bien: de los dos elementos, á que puede 
atenderse para determinar la competencia de los 
Tribunales de Comercio, el acto y la persona, no 
hay duda que el primero debe ser el preferido, 
"Es necesario, decía el Sr. Romero Ortiz en el 
„Decreto-ley de 1868 tantas veces citado, que de-
saparezca por completo el fuero personal civil y 
(1) Véase la nota de las págs . 69 y 70. 
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^criminal de ciertas clases del Estado, en cuanto 
„no se refiere á asuntos de su profesión ó ¿nstitti-
J.o.n Lástima que, haciendo honor á sus propias 
convicciones, el Sr. Romero Ortiz no reconociera 
que asuntos de su profesión son los actos mercan-
tiles para el comerciante con el mismo rigor de 
palabra que lo son para el eclesiástico y el mi-
litar las causas sacramentales ó los delitos contra 
la disciplina del ejército (1). Y nunca podrá lamen-
tarse bastante que, respetado el fuero real en las 
jurisdicciones militar y eclesiástica, el de comer-
cio se colocase al nivel de los de* contrabando, 
defraudación y de Hacienda (2), afectando el legis-
(1) «Las causas sacramentales, beneficíales, los delitos ecle-
«siásticos y las faltas cometidas por los clérigos en el desempe-
»ño de su ministerio serán de la competencia y conocimiento de 
»la jur isdicción eclesiást ica Los negocios comunes, civiles 
«y criminales habían de ser exclusivamente de la competencia de 
«la jur i sd icc ión ordinaria; pero el ejemplo de las demás naciones 
«y la experiencia demuestra los inconvenientes de tan inmodera-
«da extensión cuando se trata de materia criminal, de delitos co-
«metidos por aquellos que tienen las armas en la mano, y por 
«cuyarazón es menester ó castigar más severamente ó c o n m a y o r 
«urgencia y ésto hace necesaria una excepción con respecto á 
»los militares y marinos en activo servicio, no otorgada en fa-
«vor suyo, sino de la sociedad que requiere medios más activos 
»V severos de reprimir los excesos que, perpetrados por los m i -
«litares, tienen mayor gravedad La jur i sd icc ión m i l i t a r 
«será competente para conocer de los delitos meramente m i l i -
«tares y d é l o s comunes y faltas que se expresan cuando sean 
«cometidos por individuos del ejército y la marina que se hallen 
»en activo servicio.» (Decreto de 6 Diciembre de 1868.) 
(2) «La jur isdicción de Hacienda y la de Comercio son las 
«únicas que desaparecen p - T completo. Ejercidas en segunda 
«instancia por Tribunales de la ordinaria, no hay fundamento 
«racional que justifique la existencia de Juzgados especiales 
«para la primera, cuando la naturaleza é índole de los asuntos 
«mercant i les y de Hacienda no reclaman fuero pr ivat ivo n i en 
«general enjuiciamiento propio. Por esta razón, de hoy en ade-
«lante los Jueces de partido serán los competentes para conocer 
«de los negocios mercantiles, de los de Hacienda y de los de 
«contrabando y defraudación que se pe r segu i r án con arreglo á 
«las leyes'comunes y decreto de 20 Junio 1852, desapareciendo 
«en su consecuencia la irregularidad y anomal ía que hasta abo-
ara se notaban en la organización de las expresadas jur isdic-
«ciones.» (Decr. cit.) 
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lador un desprecio hacia los intereses materiales 
y económicos del país que no sintieron de ningún 
modo los ilustres revolucionarios de Septiembre (1). 
Por otra parte, si la competencia hubiera de 
determinarse sola y exclusivamente por la perso-
na, como el sujeto de la relación júrídico-mercan-
t i l se halla influido por la relación misma, y no 
es posible llegar á definir el estado ó profesión 
comerciante sin el previo conocimiento del acto 
mercantil, tropezaríamos con una doble serie de 
dificultades y á los, conflictos nacidos de la inde-
terminación del acto se añadirían los provocados 
por la indeterminación de la persona. Así lo han 
entendido todas las legislaciones positivas; y ob-
sérvese que, si alguna se fija en la condición de 
comerciante, no prescinde por eso del acto, y si-
gue un sistema mixto. 
La menos tímida en este punto era la legisla-
ción italiana: "La competencia, dice, de los Tribu-
anales de Comercio se, regulará por el Código y 
„las leyes mercantiles.,, 
„Conocerán; 1.° en primera instancia de los 
„gocios mercantiles) cuyo valor exceda de l'SOO l i -
„ras.„ 
„2.0 En apelación, de los que en primera ins-
tancia conocen el Pretor y los arbitros, salvo lo dis-
puesto en el art. 28 (2).„ Preceptos que se com-
(1) No sent ía esta indiferencia tampoco la Real Academia 
de Jurisprudencia y Legis lac ión Matritense cuando al fijar los 
temas que hab ían de ser discutidos en el Congreso Ju r íd i co Es-
pañol de 1886, confesaba que: «A impulsos de cierto esp í r i tu 
«unitario predominante en otro tiempo, se suprimieron en Es-
«paña m u l t i t u d de jurisdicciones especiales, y entre ellas1 la 
«llamada de Comercio. Pero aún se oyen autorizadas voces en 
«su favor; y como en los actuales momentos, en las circunstan-
«cias por que hoy atraviesa el comercio de todos los pueblos ci-
«vilizados, importa muchísimo que el legislador español se preocupe 
^seriamente en favorecer el comercio nacional, de aquí la cócve-
«niencia de discutir de nuevo y de resolver si procederá ó no 
«restablecer los Tribunales especiales referidos.» 
(2) A r t . 85, sec. I , cap. I , t í t . I I , l i b . I del Cód. de Procedi-
miento c i v i l de 25 Junio 1865. 
— 75 — 
pletan luego en el Códig-o de Comercio de 1882, se-
gún el cual correspondía á la jurisdicción mercan-
t i l el conocimiento: 
„1.0 De las controversias relativas á los actos 
^comercio entre toda clase de personas; 
„2.0 De las acciones de revocación ó confirma-
„ción del embargo de una nave, aunque se hubie-
„re obtenido por vir tud de un crédito civil; 
„3.0 De las acciones contra los Capitanes de 
„nave, los factores ó los representantes, los de-
fendientes viajantes y los mancebos, procedentes 
„de hechos relativos al tráfico á cuyo frente es-
tuvieren, y de las acciones que esta clase de per-
donas entablase contra su principal dentro de los 
„mismos límites; 
„4.0 De las acciones del pasajero contra el Ca-
..pitan ó naviero, y del Capitán ó naviero contra 
„el pasajero; \ 
„5.0 De las acciones del empresario de espec-
„táculos públicos contra los artistas teatrales y de 
„las de éstos contra el empresario; 
„6.0 De las controversias relativas á las subas-
tas de mercaderías ó artículos depositados en al-
macenes generales; 
..7.° De todo lo relativo á quiebras con arre 
„glo á las disposiciones del libro tercero de este 
„Código, y > 
,,8.0 De las controversias relativas á la cuali-
„dad de comerciante ó á la existencia de una so-
ciedad mercantil. 
„Si la controversia se refiriese á la cualidad 
«hereditaria, se remitirá á la jurisdicción civil com-
petente á fin de que se resuelva sobre el inciden-
t e , salvo que conozca de lo principal la jurisdic-
„ción de comercio (1).,, 
No resuelve el asunto de distinto modo la de 
(1) A r t . 869, cap. I , t í t . I , i i b . I V del Cód. de Com. de 1882. 
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Bélgica: "Los Tribunales de Comercio conocerán: 
„1.0 De los pleitos relativos á los actos que se 
„reputan mercantiles por la ley y especialmente 
„de las acciones entabladas por terceras personas 
„contra los factores ó dependientes de los comer-
ciantes por razón de su tráfico; "* 
„2,0 De los pleitos entre socios ó entre socios 
„y administradores por razón de una compañía 
„ mercantil; 
„3.0 De los pleitos relativos al trasporte de las 
„mercaderías y objetos de toda especie por los ca-
„minos de hierro del Estado, y 
„4.0 De todo lo concerniente á las quiebras, 
„conforme á lo prescripto en el libro I I I del" Có-
„digo de Comercio (1).„ 
Ni la de Francia donde: "Los Tribunales de Co-
mercio conocen: 
„1.0 De las contiendas relativas á las obligacio-
„nes y transacciones entre negociantes, comercian-
tes y banqueros.,, 
„2.0 De las contiendas entre consocios por ra-
„zón de comercio.,, 
„3.0 De las relativas á actos de comercio por 
..cualesquiera personas (2).,, 
Y aunque mucho más casuística, coincide con 
las anteriores en esencia la de Alemania: "cuyas 
..Salas de Comercio conocen de las cuestiones ci-
,.viles encomendadas en primera instancia á los 
^Tribunales regionales cuando tengan por objeto: 
„1.0 Una demanda formulada contra un comer-
ciante y fundada en contratos de índole comer-
c i a l respecto de ambos contratantes; 
„2.0 Una demanda fundada en una letra de cam-
ino y apoyada en la ley especial de esta mate-
„ria; 
„3.0 Los asuntos siguientes: 
(1) A r t . 12 de la ley belga de 25 Marzo 1870. 
(2) A r t . 6BÍ, t i t . I I . l ib . I V del Cód. de Com. vigente. 
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,}a) Demandas fundadas en derechos y obliga-
aciones entre los miembros de una sociedad co-
mercial tanto durante cuanto después de la 
„disolución de la asociación, así como entre los l i -
quidadores ó los gerentes de una sociedad co-
mercia l y la sociedad misma ó sus miembros; 
„b) Demandas fundadas en derechos y obliga-
ciones relativas al uso de una razón social ó co. 
„mercial; 
„c) Demandas fundadas en los derechos y obli-
gaciones relativas á la protección de marcas de 
„fábrica, dibujos y modelos; 
„d) Demandas fundadas en derechos y obliga-
ciones resultantes para las partes contratantes de 
„la enajenación de un establecimiento de comercio; 
„e) Demandas fundadas en los derechos y obli-
..gaciones que resultan de las relaciones entre el 
„procurista, el apoderado ó comisionista de una 
„parte y el propietario del establecimiento comer-
^cial de otra 
„f) Demandas fundadas en derechos y obliga-
ciones entre las partes y el corredor para los ac-
„tos de su oficio; 
„g) Demandas fundadas en derechos y obliga-
ciones referentes al derecho marítimo y princi-
„pálmente en asuntos de flete, en las prerrogativas 
„y deberes del armador, del consignatario y de 
„la tripulación; á los contratos á la gruesa y á las 
„averías; al pago de daños en caso de abordaje; 
al salvamento y socorros en caso de un desastre 
„y á las reclamaciones de los acreedores del bu-
rque (1).„ 
Cierto es que el determinar la competencia dé-
los Tribunales de Comercio por el acto, contrato 
ó transacción mercantil,—criterio adoptado por las 
principales legislaciones de Europa, según acaba-
mos de ver,—no resuelve de plano la cuestión; pues-
(1) A r t . 101, t í t . V I I de la la ley org. de 27 Enero 1877. 
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to que tal sistema implica la necesidad de deñnir 
a p r i o r i los actos mercantiles, y algunos moder-
nos Códigos de Comercio, estimándolo así^ no han 
retrocedido ante tan ardua empresa, y han tenido 
bien que comprender en una fórmula todos los 
actos de comercio (1), bien que enumerarlos uno á 
uno (2). Quedan entonces fuera de ley, señaladamente 
(1) E l art. 2.° de la ley de 15 Diciembre 1872, reputa acto de 
comercio: «La compra de a r t í cu los y mercader ías para reven-
«derlos en el estado que tuvieran, ó después de labrados y t ra-
«bajados, ó para arrendar simplemente su uso; el arrendamien-
«to de muebles para subarrendarlos y el subarriendo consiguien-
»te; las empresas de manufacturas y fábricas, de trabajos públi-
»cos ó privados y de comisión de trasporte por tierra ó agua; las 
^empresas de suministros, agencias, oficinas de negocios, esta-
blecimientos de ventas por subasta, espectáculos públ icos y 
«seguros por primas; las operaciones de banca, cambio y corre-
«taje; las operaciones de los Bancos públicos; las letras de cam-
«bio, órdenes de pago, billetes ú otros efectos á la orden ó al 
«portador, y las obligaciones entre comerciantes á menos que 
«se pruebe que se originaron de una causa agena al comercio;» 
y el art, 3.° de la misma ley añade: «Las empresas de construc-
»ción y compras, ventas, y reventas voluntarias de buques para 
»la navegac ión interior y exterior; las empresas m a r í t i m a s ; la 
«compra y venta de aparejos, pertrechos y provisiones; los fleta-
«naentos, emprés t i tos y prés tamos á la gruesa; los seguros y de-
«más contratos relativos al comercio mar í t imo; los ajustes y 
«convenios sobre talarlos y retribuciones del equipaje y los em-
«peños de la gente de mar para el servicio de las naves mercan-
«tes.» 
(2) En I ta l ia , la ley considera actos mercantiles, s egún el 
art. 3.° del Código -de Comercio vigente de 1882, los que si-
guen: 
«1.° Las compras de frutos ó de mercader ías para revender-
«los, bien como productos naturales, bien después de trabajados 
«ó dq empezar á trabajarlos, ó para darlos sólo en locación, y 
«asimismo la compra de obligaciones del Estado ó de otros t í -
«tulos de crédito que circulen en el comercio, cuando se verií i-
«ca para revenderlos; 
«2.° Las ventas de frutos, las ventas y las locaciones de 
«mercaderías, en su estado natural ó ya trabajadas, y las ven-
«tas de obligaciones del Estado, ó de otros t í tu los de crédi to 
«que circulen en el comercio, cuando se baya verificado su ad-
«quisición con la mira de revenderlos ó darlos en locación; 
«3.° Las compras y reventas de bienes inmuebles, cuando se 
«hayan verificado con la mira de hacer una especulación mer-
«cantil; 
«4.° Los contratos de retroventa de obligaciones del Estado 
«y otros t í tu los de crédi to que circulen en el comercio; 
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si ésta opta por enumerarlos á todos, multitud de 
actos, instituciones y contratos que viven no obs-
tante en las costumbres del comercio, como ocu-
rre en España con la f i rma mercantil, la Cuenta 
corriente, el contrato de edición, las sociedades 
cooperativas, la moratoria (1), las marcas de fábri-
«S.0 Las compras y las ventas de participaciones ó acciones 
»de sociedades mercantiles; 
»G 0 Las empresas de suministros; 
«T.0 Las empresas de fábricas y de construcciones; 
»8.0 Las empresas de manufacturas; 
»9.0 Las empresas de espectáculos públ icos; 
»10. Las empresas editoriales, t ipográficas ó de l ibrer ía ; 
»11. Las operaciones de banca; 
))12. Las letras de cambio y las órdenes para la entrega de 
«frutos; 
»13. Las empresas de transportes de personas ó de cosas por 
«tierra ó por agua; 
»14. L a construcción, compra, venta y reventa de naves; 
»15. Las compras y las ventas de aparejos, pertrechos, v i -
«tuai las , combustibles y otros objetos de armamento para la 
«navegación; 
»16. Las expediciones mar í t imas ; 
«IT. Los contratos de ajuste de gnnte para el servicio de las 
«naves mercantes y los pactos relativos á los salarios ó estipen-
«dio del equipaje; 
«18. E l fletamento, el prés tamo á la gruesa y los demás con-
«tratos relativos al comercio mar í t imo y á la navegac ión; 
«19. Los seguros contra los riesgos de la navegac ión , aun-
«que sean mutuos; 
»20. Los seguros terrestres contra los daños y sobre la vida, 
«incluso los mutuos; 
«21. Las empresas de comisión, agencia y ges t ión de nego-
«cios; 
»22. Las operaciones de mediación en negocios mercanti-
«les; 
«23. Los depósi tos que provengan de una causa mercantil; y 
«24. Los depósitos en almacenes generales y todas las opera-
«ciones que se hacen sobre los certificados de depósito y sobre 
«las cédulas de p ignorac ión que por aquellos se en t regan .» 
( i ) Algo parecido á la moratoria tenemos en E s p a ñ a con las' 
suspensiones de pagos; pero esta ins t i tuc ión , nu^va en el Códi-
go de Comercio de 1885, t a l y como se halla regulada en el 
mismo, no responde n i á las esperanzas que al establecerla con-
cibió el legislador, n i á los fines y carác te r esenciales de la l la-
mada moratoria en I ta l ia , espera en Bélgica j pvÓTroga de pago en 
Holanda y en el Cantón de Ginebra. 
Merecen especial mención los notables proyectos de ley de los 
Sres. Lastres y D u r á n y Bas relativos al asunto. 
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ca, la hipoteca naval y tantos otros (1); pero en-
tre este inconveniente y el de seguir un método 
tan flexible y ambiguo como el*art. 2 del Código 
español, donde todo se abandona á la confusión y 
al capricho, aún á trueque de cerrar la puerta á 
las combinaciones del porvenir (2), nos decidimos, 
para los efectos al menos de la jurisdicción mer-
cantil, por una fórmula ó sistema más definido y 
preciso. ¿No existen sueltos y separados en nues-
tro Código de Comercio, sin necesidad de agru-
parlos en una sola enumeración, los diferentes t i -
pos de actos y contratos mercantiles? ¿No está en 
él cada uno de esos tipos ó, como ahora diría-
mos, figuras de contratos perfectamente caracteri-
zado por notas ó requisitos propios que lo distin-
(1) «Ensayo de un plan o r g á n i c o de un curso de Derecho 
Mercant i l de E s p a ñ a y de las principales naciones de Europa y 
América» por el distinguido ca tedrá t i co de la Universidad Cen-
t ra l , D . Rafael de U r e ñ a y Smenjaud. (Revista de Leg is lac ión 
y Jurisprudencia, tomo 73, p á g . 529.) 
(2) «Es ta determinación, dice el Sr. Alonso Mar t ínez en su 
«Exposición de motivos al proyecto de Código de Comercio de 
))1882 citada, constituye uno de los problemas más difíciles de 
«la ciencia moderna. Así la Comisión pr imi t iva como la reviso-
«ra deJ proyecto, han ensayado la redacción de varias fór-
«mulas, fundadas unas en el sistema de una definición científi-
»ca y calcadas otras en la idea de una enumeración de todos los 
«actos comerciales. Este i i l t imo método, seguido por el Código 
«italiano, aún en el supuesto de que fuera completa la l ista de 
«las operaciones mercantiles, ofrecería siempre el inconvenien-
»te de cerrar la puerta á combinaciones, hoy desconocidas, pero 
«que pueden fáci lmente sugerir el in terés individual y el pro-
«greso humano, según atestigua elocuentemente la historia de 
«estos ú l t imos cincuenta años . Y en cuanto al primer mé todo , 
«sobre que ya es antiguo dogma jur íd ico que toda definición en 
«derecho es pel igrosís ima, la discusión de cuantas fórmulas 
«han sido presentadas ha puesto en relieve que 9n sus t é rminos 
«generales se comprendían actos de la vida c iv i l que en manera 
«alguna caben en la ca tegor ía de comerciales. L a Comisión, en 
«vista de estas dificultades, se decidió al fin por una fórmula 
«práctica, exenta de toda pre tens ión científica, pero tan com-
vprensiva que en una sola frase enumera ó resume todos los ac-
«tos y contratos mercantiles conocidos hasta ahora, y tan flexi-
»ble, que permite la aplicación del Código á las combinaciones 
«del porvenir .« 
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gnen de todo otro tipo ó figura de contratos no 
mercantiles? ¿El easo más difícil de apreciar, la 
quiebra del comerciante, no supone una serie de 
actos mercantiles, ajustados al Código de Comer-
cio? ¿La letra de cambio, por más que el librador 
ó el librado no ejerzan el comercio, no es una 
relación eminentemente mercantil? Que el acto, pues, 
y no la persona, atraiga el fuero; y no todo acto, 
sino el acto ó la serie de actos que clasifican y 
definen los Códigos de Comercio. Dejemos á un 
lado para tiempos más felices las disquisiciones 
acerca de la sustantividad é independencia del de-
recho mercantil, la imposibilidad de enumerar ó 
fijar los actos de comercio, y la aspiración, ya reali-
zada en Suiza (1), de que se fundan en un solo 
tratado de obligaciones las civiles y mercantiles, 
absorbiendo éstas á aquéllas ó vice-versa; hoy lo 
que nos importa é interesa en primer término es 
recabar el establecimiento prudente y posible de la 
jurisdicción mercantil demostrando que cuando se 
trata de actos con claridad y evidencia clasifica-
dos y definidos en los artículos del Código mer-
cantil, no proceden los insinuados temores de conflic-
tos entre jurisdicciones; y que, si bien esta refor-
ma, algún tanto restringida y recelosa, no satisface 
los rigores de la doctrina, podría ser punto de partida 
de otras más radicales y por lo pronto evitaría el es-
cándalo de que las quiebras, el hecho de más tras-
cendencia y funestos resultados en la vida mer-
cantil (2), se sustancien con arreglo á procedimien-
(1) Véase el Código federal suizo de las obligaciones. 
(2) En Alemania y otros paises las quiebras se rigen por un 
cuerpo de leyes especial, distinto del Código de Comercio: de 
ta l modo han reconocido allí la suma impor tanc i» de cuanto á 
la quiebra se refiere, puesto que ella resume y compendia toda 
la vida mercantil . 
En Alemania existe el Código de las Quiebras de 10 Febrero 
1877 dividido en tres libros, diez y seis t í tu los y doscientos ca-
torce a r t í cu los . 
Suiza también cuenta entre sus leyes el Código federal do 1889 
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tos que todos lamentamos (1); y hé aquí lo acor-
dado por la Junta Directiva de la Cámara de Co-
sobre persecución por deudas y quiebra, que comprende doce t í -
tulos, veintinueve capítulop y trescientos treinta y cinco ar t ícu-
los; y además en el Cantón de Ginebra se promulgó el 2 Diciem-
bre 1880 la ley llamada del convenio de acreedores, rigiendo en 
gran parte todavía la ley de quiebras de 10 Octubre 1861. 
(1) A l fijar la competencia de los Tribunales de Comercio, 
no debe olvidarse el at t . 267 de la ley orgánica del Poder j u d i -
cial de 1870, según el cual «la jur isdicción ordinaria será la 
ocompetente para conocer de los negocios civiles que se susci-
))ten en terri torio español entre españoles, entre extranjeros, y 
«entre españoles y extranjeros;» pues es muy triste la impres ión 
que producen las siguientes l íneas: 
«Las deficiencias de nuestra legislación, procedimientos j u r i -
»dicos y tratados de Comercio, las conoc-n desgraciadamente 
«muebo mejor que nuestros gobiernos cualquier casa armado-
ora extranjera, y hasta el ú l t imo de los tripulantes de sus bu-
»ques, conocimientos que ut i l izan en su provecho sin esc rúpu-
))lo de n ingún género, y con mengua de nuestra dignidad na-
ftcional, tratando como á parias á todo acreedor español, mu}^ 
«par t icularmente cuando por la pequeña cuan t ía del crédito cal-
«culan que no hemos de i r á pedir just icia á sus propios t r ibu-
anales, que son los únicos á que se someten. 
«Muchos son los capitanes extranjeros á quienes oimos decir 
«sin empacho alguno que las instrucciones de sus armadores 
«les prohiben declararse parte en cualquier reclamación que en 
«España se les haga por causa de choques, aver ías , auxilios y 
»deudas;,y aún más, b á s t a l a s casas consignatarias de nuestros 
«mismos puertos se niegan rotundamente á prestar su g a r a n t í a 
«para estar á las resultas de los fallos ó decisiones que puedan 
«recaer, sometiéndose las reclamaciones á nuestros tribunales 
«ordinarios, juntas especiales de Marina ó amigables compone-
«dores. 
«Estas buenas gentes saben perfectamen te que para lograr 
«un auto de embargo de un buque extranjero, tenemos que lle-
«var nuestra demanda á sus tribunales, lo que nos hade oca-
«sionar gastos que no todos los crédi tos que se tratan de hacer 
«efectivos pueden soportar. 
«Saben t ambién que en España , para entablar la acción ejecu-
«tiva en una reclamación que exceda de 250 pesetas, es preciso 
«que el deudor reconozca la deuda ante el juez, debiendo al 
«efecto ser citado en forma, ci tación que hay que repetirla has-
«ta tres veces si no comparece, para declararle confeso, en cu-
«yas diligencias se invierte generalmente m á s de dos semanas, 
«y que de no conseguirse el reconocimiento de la deuda i.que es 
«lógico que suceda si el pagador no es bueno) hay que celebrar 
«acto de conciliación, y con él promover el juicio declaratorio 
«que proceda, según la cuant ía , y si éste es de mayor, aún 
«cuando no promuevan incidente alguno, debe calcularse su du-
mercio de Málaga primero y después por la Asamblea 
de las Cámaras de 1891 (1). 
Contestadas ya las objeciones que en el Decre-
to de unificación de fueros se alegan contra los 
Tribunales de Comercio y libres ya de estos car-
gos, podemos examinar los que el Sr. Lastres á su 
vez formula y que, descartando lo dicho por él 
acerca de los argumentos anteriores, se contraen 
á los siguientes: primero, si la jurisdicción ordina-
ria es más ignorante que la jurisdicción especial 
en asuntos de comercio, debe asesorarse; segundo, 
el Jurado mercantil, dada su composición y modo 
de funcionar, no es más competente que el juez 
ordinario; y tercero, dicha institución, en la for-
ma que se pretende establecer, no es equitativa. 
Dice el Sr. Lastres: "En cuanto á la ignoran-
„cia mercantil, en la justicia administrada sólo por 
Jurisconsultos, por hombres de ley, no lo negaré 
„en absoluto; pero este caso se produce casi siem-
„pre que los jueces tienen que resolver algo téc-
»ración de nueve ó diez meses por lo menos, consintiendo la 
«sentencia del juzgado, pues de haber apelación, por poco ha 
«de emplearse en ella igual tiempo que en el t r ibunal inferior, 
«lo que h a r á en junto 18 ó 20 meses. 
«Saben también que muy pocas veces isa aplica en nuestros 
«tr ibunales la ley que tenemos escrita para castigar con pago 
«de costas á los litigantes temerarios. 
»Y por ú l t imo también saben perfec t í s imamente que a ú n 
«cuando salgan condenados la sentencia no se ejecuta por no 
«haber sobre qué ejecutarla, pues no se les ha exigido ninguna 
«garant ía para ello y en el tiempo transcurrido en hacer j u s t i -
«cia; que no es corto, ha desaparecido el buque, se ha disuelto ó 
«quebrado la casa naviera, y el buque ha pasado á otras manos, 
«ó es tá dedicado á otras navegaciones, y no malo que concurran 
«algunas de estas circunstancias para evitarnos el bochorno de 
«tener que desistir, de hacer ejecutivo el fallo porque los algua-
«ciles de nuestros juzgados no pueden llegar al domicilio del 
«deudor ó porque aún cuando tengamos los buques en nuestros 
«mismos puertos no nos atrevamos á embargarlos por tempr á 
«susci tar una complicada cuest ión de derecho internacional .» 
(Gontnstación á una consult de la Cámara de Comercio de B i l -
bao publicada en el núm. 4.059 del po; iódico político de Madrid 
JEl Globo.) 
(1) Apéndice V, base 1 .a 
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„nico ó especial y no es solamente en los ásuntos 
„mercantiles donde la falta de conocimientos se 
„experimenta. Pues qué, Señores, (ya os dije al 
„principio que me proponía daros una conferencia 
„de carácter práctico), cuando un propietario en-
„carga á un arquitecto que le construya un hotel 
„con arreglo á determinados planos, y sobre el 
„cumplimiento de ese contrato surge un pleito y se 
„acude al juez de primera instancia, ¿no debe éste 
„resolver un problema de construcción? ¿No existe 
„un problema de arquitectura? ¿No habrá que de-
c i d i r sobre la calidad de los materiales, su resis-
tencia, la distribución del edificio y otros puntos 
„que son puramente de arquitectura?,, 
"A nadie ha ocurrido, sin embargo, decir que 
„por la ignorancia del juez de primera instancia, 
„venga un tribunal de arquitectos á determinar si 
, , 0 ! compromiso se ha cumplido.,, 
"Se trata de un convenio de arrendamiento de 
„una finca rústica, en que se han puesto condicio-
„nes relativas al cuidado, tratamiento ó cultivo que 
„deben recibir los árboles, las viñas, procedimien-
„tos que no he de enumerar; y porque esos con-
t ra tos no se cumplen, el propietario de la finca 
„pide que el arrendatario sea lanzado, para lo cual 
„promueve un pleito, ya de desahucio, ya de res-
c i s ión del convenio. ¿No véis en este caso pre-
sentado ante el juez un problema de agricultura 
,,ó cultivo, que el juez tiene que decidir, y no se 
„os habrá ocurrido crear una jurisdicción especial 
,.para ello? El juez hace lo que necesariamente tie-
„ne que hacer, asesorarse, oir, formar su criterio 
„y resolver con arreglo á justicia y á los antece-
„dentes que tiene delante de sí. Pues eso ni más 
„ni menos es lo que ocurre á la justicia ordinaria 
„en los negocios mercantiles.,, 
Que los asuntos todos deben resolverse con cri-
terios propios y por los mismos interesados es in-
dudable: de manera que á nuestro juicio lo que el 
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Sr. Lastres aduce en contra de los Tribunales de 
Comercio, resulta un argumento favorable. ¿Por 
ventura los partidarios, aún los menos radicales, 
de la especialidad de la jurisdicción mercantil no 
defienden también la especialidad de otras jurisdic-
ciones análogas? ¿A qué obedecen los Jurados de 
riego ó aguas, antiquísimos en España (1)? ¿A qué 
deben su origen los Jurados industriales ofrecidos 
por la ley de 30 Julio 1878 sobre patentes de in-
vención (2) ? ¿No impulsaron en otras épocas el fo-
mento de nuestra agricultura, industria y comer-
cio, multitud de jurisdicciones privativas, como las 
de minas, montes y plantíos, extranjería, Mesta, 
Hacienda, bienes mostrencos y otras? ¿Fuera de 
España, en Francia, Bélgica y otras naciones no di-
rimen las contiendas entre patronos y obreros los 
Consejos de Prud ' hommes? ¿La antigua Consti-
tución prusiana no nos habla de Tribunales indus-
(1) Los Jurados de riego ó aguas (que existen en muchas 
provincias de España , y, como introducidos por los Arabes, pr in-
cipalmente en aquellas regiones donde más se dejó sentir la i n -
fluencia musulmana, en las famosas huertas de Murcia, Grana-
da y Valencia,) f-e rigen por estatutos ú Ordenanzas que esta-
blecen los mismos regantes y les corresponde:!.0 conocer de 
las cuestiones de hecho que se susciten sobre el riego entre los 
interesados en él; y 2 ° imponer á los infractores de Jas Orde-
nanzas de riego las correcciones á q u e haya lugar con arreglo 
á las mismas. 
H a b r á uno ó varios Jurados, según lo exija la extensión de los 
riegos; y cada Jurado se compondrá de un presidente, que será 
designado por el Sindicato, y del número de jurados, tanto pro-
pietarios como suplentes, que fije el reglamento, nombrados por 
toda la comunidad. Los procedimientos del Jurado serán públ i -
cos y verbales, en la forma que determine el reglamento. Sus 
fallos, que serán ejecutivos, se cons ignarán en un l ibro, con ex-
presión del hecho y de la disposición de las Ordenanzas en que 
se funden. V é a n s e l a l e y de aguas de 1879, caps. X I [1, X I V y X V , 
y la H . O. de 19 Mayo 1884 aprobando unos modelos de Ordenan-
zas de riego y de Reglamentos de Sindicatos y Jurados é i n v i -
tando á las Comunidades de regantes á su aceptación. 
(2) E l art . 53 de la citada ley dice: «Las acciones civiles y 
«cr iminales referentes á patentes de invención se en t ab la rán , 
ún te r in se organizan los Jurados industriales, ante los Tribunales 
»ordinarios.» 
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tríales al lado de los Tribunales mercantiles? A l 
fin y al cabo la solución que pretendemos para los 
negocios de comercio, sancionada está por la mis-
ma ley, como se ve, para determinados asuntos 
relativos á la agricultura y la industria; prueba 
inconcusa de que en todas estas manifestaciones 
de la riqueza pública, las cuales requieren prefe-
rentes desvelos y cuidados del legislador, la índole 
especial de sus problemas no está al alcance de 
los profanos y extraños. 
Además la función que ejercen en los Jurados 
Mercantiles, de industria y de aguas los comercian-
tes, industriales y regantes no guarda ninguna 
analogía con el juicio, informe ó dictamen de pe-
ritos. Claro es que cuando el juez necesita aseso-
rarse en un pleito de comercio, y opinamos que 
nuestros jueces debían asesorarse con más frecuen-
cia en asuntos mercantiles, mientras no se refor-
man las leyes actuales; cuando el juez necesita 
asesorarse en pleitos de comercio, puede llamar á 
peritos comerciantes; pero ni el juicio, informe ó 
dictamen de los comerciantes, sobre ser potestati-
vo aún en los casos de mayor y más absoluta ne-
cesidad, pierde su verdadero carácter pericial, ni 
pasa de un mero testimonio ilustrado, es decir, que 
el comerciante se limita á evacuar una consulta y 
el juez se limita á oírla, sin tener que atemperar 
ó sujetar á ella sus resoluciones. ¿Qué dirían las 
personas que abandonando, con pérdidas y sacri-
ficios considerables muchas veces, sus tareas, con-
curren á las sesiones del Jurado en nuestras Audien-
cias de lo criminal, si, después de haberles irro-
gado perjuicios y molestias, solo concurriesen á 
esas sesiones para emitir una opinión sin autori-
dad, valor ni efectos de ningún género? Pues apar-
tad á los comerciantes de sus escritorios; llevad-
los largas horas á la presencia judicial; poned allí 
á contribución sus conocimientos, su aptitud, su 
paciencia, su buena- fe; y después de todo ésto el 
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juez aprueba ó no el dictamen según su arbitrio. 
Confundir el oficio de un intérprete de lenguas y 
de un calígrafo ó revisor de letras en una causa 
civil ó criminal, donde vienen á desempeñar una 
misión puramente de forma; confundir tal oficio 
con el de un comerciante en una causa mercantil, 
donde todo depende de él y donde él es el alma 
de todo, nos parece, por tanto, inadmisible é im-
propio. 
Pero, para el Sr. Lastres el Jurado Mercantil 
tampoco ofrece más garantías de acierto y com-
petencia que los Tribunales ordinarios. "Voy á fi-
„gurarme constituidos, dice, los Jurados. Los tene-
„mos en Madrid, por ejemplo, en donde por un sis-
„tema de eliminación ó por cualquier otro de los 
„que se adopten para la formación de ese Tribu-
„nal, habéis alcanzado uno que es verdaderamente 
„modelo, constituido por hombres incorruptibles, de 
..integridad reconocida, de una competencia indis-
cutible, animados de propósitos de acierto que na-
„die puede igualar. Este Tribunal lo componen un 
„sastre, un librero, un zapatero, un joyero y un 
„banquero. A estos cinco individuos (lo mismo da 
„cinco que otro .cualquier número) resueltos á ha-
„cer justicia, se les presenta un pleito referente á 
.,1a compra de una partida de azúcar, de cacao ó 
„de maderas. Esos cinco comerciantes, con todo su 
„noblc propósito frente al problema que os refie-
„ro, (y comprendéis , que no exagero presentando el 
..caso) serán tan incompetentes como el juez de 
„primera instancia lo sería, y aquellos cinco co-
merciantes tendrán que buscar el consejo de quien 
„quiera dárselo, respecto de la especialidad que 
,,están llamados á resolver, á menos que ocurra 
„(cosa que á nadie lo he oído) que haya un tribu-
„nal especial para cada una de las manifestaciones 
„de la industria ó para cada una de las ramas del 
„comercio.„ Y tampoco creemos nosotros que en-
tre las diversas ramas del comercio medie una se-
paración y un abismo tan marcados. El comercio, 
á pesar de sus numerosas y vareadas aplicaciones 
es siempre uno. Los actos que se relacionan con 
la compra de una partida de azúcar, cacao ó ma-
deras, (y nos valemos del mismo ejemplo puesto 
por el Sr. Lastres,) no difieren de los actos rela-
cionados con la compra de una partida de curti-
dos, de oro, de tegidos ó de libros. Todos, así el 
banquero y el sastre, como el librero y el joye-
ro, entienden contabilidad^ satisfacen sus débitos, 
giran y endosan letras, las presentan al pago, 
nombran comisionistas, aseguran sus existencias, 
ajustan todas sus operaciones, en una palabra, al 
Código de Comercio. Por otra parte, podría suce-
der que el Jurado Mercantil se constituyera de co-
merciantes, como deseaba el Sr. Alonso Martínez, 
tomándolos de determinadas clases, según la índo-
le del asunto comercial acerca del cual verse el 
juicio; de banqueros y contables para una cues-
tión de banca; de personas expertas en el mane-
jo de las tarifas y en la dirección y explotación 
de los caminos de hierro, para una cuestión de 
ferro-carriles (1); ó sea el Jurado de categorías de-
fendido con tanto entusiasmo por el Sr. Almagro 
para lo criminal en el Senado (2). 
(1) Apéndice I I I de estos Apuntes. 
(2) «¿Cómo se o rgan i za r á entonces el Jurado como represen-
«tación social en la adminis t rac ión de justicia? Bien sabéis que 
«las teor ías o rgán icas del Estado y del derecho han ganado tan-
»to terreno en la ciencia, que puede decirse que no existe ciencia 
«fuera de sus fronteras. Desde el padre Gratry y Prisco hasta la 
«escuela positiva, representada por Stuart M i l i y Spencer, todos 
«están conformes con el concepto orgánico del Estado y del de-
«recho.» 
«Aplicando este concepto de organización al Jurado* resulta, 
«quizás, una ligera discrepancia con el proyecto de ley que he-
«mos aprobado. E l principio está, sin embargo, en la ley: en la 
«selección hay dos fundamentos distintos, las capacidades y las 
«cabezas de familia; y ésto ya significa dos or ígenes distintos, 
«algo que relaciona á la sociedad con el Estado. Pero yo voy 
«máa allá: yo quisiera que hubiese en este principio mayor ex-
Gon ofrecer el Jurado Mercantil estos íncónve. 
nientes, no son, sin embargo, los únicos de la ju-
risdicción de comercio. "Todavía, prosigue el Sr. Las-
„tres, quiero avanzar más en el terreno de las con-
cesiones. Está organizado el Jurado; pero ¿cómo? 
„Porque éste es un detalle de discusión muy im-
portante. ¿En qué localidades va á funcionar? Ya 
„sé que uno de los errores en que se incurre al 
„confeccionar las leyes consiste en creer, como se 
„liacen en Madrid, que solo en Madrid van á apli-
carse, olvidándose casi por completo que en las 
„demás localidades que componen la nación espa-
„ñola, también tienen que cumplirse y por tanto, 
„que no es solo la vida de la corte, la de toda 
„España, sino que hay localidades tan dignas de 
„protección como lo puedan ser las grandes capi-
tales. ¿Pensaréis, por ventura, organizar los Ju-
„rados Mercantiles para las capitales y los gran-
eles centros industriales y de comercio? Entonces 
„vais á establecer dos categorías de comerciantes. 
»pansión, que no fuesen dos agentes arbitrarios, sino que fuese 
«toda la sociedad la que entrase en el Jurado; porque dado el 
«principio de organización de que en cada poder particular se 
«halle representada la sociedad toda, como en el cristal se en-
«cuentran representados todos los caracteres minera lógicos del 
«cristal entero, era lógico que hubiese venido toda la sociedad 
«enlazándose mediante los órdenes sociales con el Estado 
«¿Porqué no tomáis los doce jurados cada uno de los dis-
«tintos órdenes sociales Así es ta r í a en él la sociedad entera, 
«religión, moral, educación, ciencia, artes, comercio, industria, 
«propiedad, trabajo.» (Discurso pronunciado en el Senado por 
el Sr. D. Melchor Almagro el 18 Febrero 1888, Diar io de Sesio-
nes de las Cortes.) 
Realmente entre el Jurado mercantil del Sr. Alonso Mar t ínez 
y el Jurado criminal del Sr. Almagro, no existe relación de 
cantidad; sino de calidad: quiere el Sr. Almagro que todos los 
órdenes sociales estén representados on el Jurado, y el señor 
Alonso Mar t ínez que éste se forme de especial is taü en cada 
rama del comercio. Pero ambos sistemas se fundan en el p r in -
cipio de selección más ó menos llevado á sus ú l t imas conse-
cuencias, y sa lvar ían las dificultades que señala el Sr. Lastres al 
objetar que los Jurados Mercantilefc. no son más competentes 
que los Tribunales ordinarios. 
\ 12 ' 1 
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„la de los afortunados y la de los infelices que 
„viven en los pueblos ó en las pequeñas localida-
des, á quienes no podréis dar la justicia que con-
„sideráis tan buena. Si entendéis que esa manera 
„de administrar justicia es correcta, menester es 
„que beneficie á todos.,, ¿Pero quién ha pensado en 
semejante falta de equidad? ¿Las Cámaras de Co-
mercio, que aceptaron las conclusiones presenta-
das por el Sr. Elias de Molins en el Congreso Ju-
rídico Español, en las cuales solo se pedían, sin 
duda por vía de ensayo. Tribunales de Comercio 
para las capitales de provincia y demás centros ó 
plazas .de importancia comercial, industrial y ma-
rítima? ¿Aquéllos que han atribuido á la competen-
cia de la jurisdicción especial mercantil el cono-
cimiento exclusivo de los neg-ocios y causas de 
comercio de mayor cuantía, como si los verbales 
ó de cuantía menor disfrutaran de distinta natura-
leza (1) ? No. Los Tribunales de Comercio deben 
beneficiar á todos, como dice muy bien el señor 
Lastres, y deben extenderse á todas las localida-
des, lo mismo grandes que pequeñas, y abarcar 
todos los asuntos, lo mismo verbales y de menor 
cuantía que de cuantía mayor: apreciaciones que 
fueron debidamente rectificadas en la última Asam-
blea de las Cámaras. Pero este punto pertenece á 
la organización del Jurado Mercantil y será trata-
do en el capítulo siguiente. 
(1) Entre las Cámaras que solo solicitaron Tribunales de 
Comercio para los grandes centros y negocios de mayor cuan-
tía, figura, debemos confesarlo paladinamente, la de Málaga . 
Pero, hechos nuevos estudios por la misma, según hemos dicho 
en la pág . 72, y en vista de una m á s amplia d iscus ión y más 
copiosos datos se aclararon estos y otros puntos de vis ta . 
I X 
Oipisaciós del Jurado liemntil-Sus elemto! 
#J|omo habrán de organizarse los Tribunales de 
T Comercio ó Jurados Mercantiles? Hé aquí lo 
único que nos resta exponer para dar cima á este 
trabajo. Y, á decir verdad, no sin cierta descon-
fianza abordamos el asunto; porque, si todos pro-
claman la necesidad de una jurisdicción privativa 
de comercio, al llegar á los elementos de que de-
berán componerse sus Tribunales, divídense los 
pareceres, y mientras unos aspiran á una solución 
armónica, otros abrigan pretensiones extremas; 
En este punto y en lo que atañe á las Cáma-
ras de Comercio, corporaciones que más se han 
afanado últimamente por el establecimiento ele Ju-
rados Mercantiles, es de notar con elogio la dis-
creción y parsimonia de sus exigencias y deseos, 
parsimonia y discreción que las enaltece en alto 
grado. 
Salvo alguna contada excepción, la de Cádiz, 
por ejemplo, que solicitó el restablecimiento de 
los antiguos Tribunales de Comercio (1), las de-
(1) Véase la nota 3 de la pág , 69. 
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más en general ó piden únicamente la creación de 
Jurados, es decir, tribunales compuestos de juris-
consultos y comerciantes, ó ni siquiera se permi-
ten expresar la forma en que deberían organizar-
se los Tribunales correspondientes. 
Basta, en efecto, una breve ojeada para con-
vencerse de ello. La Cámara de Comercio de Bil-
bao, al asociarse á la gestión colectiva de casi to-
das las de España, declaró que "á su juicio no 
„era conveniente que en la petición que se dirija á 
„las Cortes se prejuzgue y se determine de ante-
antaño la organización y la forma en que hayan 
„de constituirse los futuros tribunales de comercio 
(1). La de Zaragoza, que: "A los Cuerpos Colegis-
„ladores toca optar por lo mejor; esta Corporación 
„no ha mostrado ninguna preferencia. Sus aspira-
„ciones se verían satisfechas, si pronto se pone 
„mano en el asunto, haciendo que las cuestiones 
„mercantiles se diluciden rápidamente, sin grandes 
«dispendios, en una sola instancia, con Tribunal 
«colegiado en cuya composición entre el -elemen-
t o de la clase comercial en proporciones adecua-
bas y que todos los contratos de comercio que 
„se celebren en España, queden sujetos á jurisdicción 
..uniforme., cualquiera que sea la población en que den 
„lugar á litigio (2). „ La de Vigo pidió "en la medida 
„y condiciones que la ciencia y la experiencia acon-
sejen el restablecimiento de Tribunales y Jurados 
«mercantiles (3).„ La de Tarrasa "el restablecimien-
t o de los Tribunales de comercio con las refor-
nmas que la experiencia y los adelantos de la ciencia 
..del Derecho aconsejan (4).„ La de Valladolid "los 
Tribunales 4e comercio con las modificaciones que 
nla práctica y las modernas necesidades aconsejan, 
(1) Memoria presentada á la Asamblea gen. el 12 Dio. 1887. 
(2) id . i d . i d . el 16 Feb. 1888. 
(3) id . i d . i d . el 15 Jun. 1888. 
(4) id . i d . i d . el 26 Dic. 1889. 
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„según había encargado que se pidieran en su nom-
.,bre en el Congreso Jurídico de 1886,, (1). Y la 
misma Cámara de Málaga en su proyecto citado 
de exposición á las Cortes: "una ley en cuya vir-
„tud queden restablecidos los Tribunales especia-
l e s de Comercio, s i bien organisados conforme á 
„los adelantos de la ciencia y en armonía con las 
^actuales formas de enjuiciar. „ 
Pero nosotros estamos en el caso de entrar de 
lleno en el estudio de los problemas relacionados 
con la organización de los Tribunales de Comer-
cio, sobre todo después de haber significado nues-
tras preferencias y simpatías por el Jurado Mer-
cantil y hasta por los dos elementos armónicos ó 
moderadores que deben integrarlos: comerciantes y 
jueces de derecho. Prescindiremos, pues, de las de-
más combinaciones á que se presta la organiza-
ción de estos Tribunales y cuya crítica hicimos al 
examinar la legislación extranjera (2), para l imi-
tarnos á exponer el círculo ó esfera de acción en 
que unos y otros habrán de girar respectivamente 
cooperando y contribuyendo á los mismos fines. 
(1) Memoria presentada á la Asamblea gen. el 20 Oct. 1887. 
(2) No solo Trancia, Portugal, Bélgica, I t a l i a y Alemania 
lian tenido Tribunales especiales de Comercio, como vimos en-
tonces; éstos existen t ambién en muchos cantones de Suiza. 
E l art. 99 de la Const i tución del Cantón de Ginebra de 24 
Mayo 1847 dice: «El Gran Consejo n o m b r a r á todos los magis-
«trados del orden judic ia l y elegirá los miembros del Tr ibunal 
«de Comercio entre los antiguos comerciantes;» Tr ibunal de 
Comercio de que se habla repetidamente en la ley de 2 Diciem-
bre 1880 sobre convenio de acreedores. 
E l art. 65 de la del Cantón de Berna de 13 Jul io 1846: «Tam-
»bién podrán crearse Tribunales de Comercio en los casos en 
»que el legislador lo crea necesario.» 
* E l art. 68 de la del Cantón de Eriburgo de 3 Junio 1857: «Los 
«negocios comerciales es t a rán sometidos á una legislación espe-
»cial. Se podrán crear uno ó varios Tribunales de Comercio.» 
En cambio, n i las Constituciones del Cantón de Ticino de 4 
Julio 1830, del de Nefchatel de 21 Noviembre 1858, del de los 
Grisones de 16 Enero 1854 y del de Valais de 25 Noviembre 1875 
n i la ley federal de 27 Junio 1874 sobre organización judic ia l fe-
deral se ocupan de Tribunales de Comercio. 
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Empezaremos por los jueces de derecho. Y aquí 
la primera cuestión, que se nos presenta, es la del 
Juez único ó del Tribunal colegiado, cuestión que, 
como decía el Ministro de Gracia y Justicia, se-
ñor Villaverde, en Junio 1891 "tan divididos trae á 
publicistas de notoria fama,,, y que dicho Sr. Mi-
nistro resuelve sin vacilaciones á favor del últi-
mo. "El Gobierno de S. M. se ha decidido y es-
„pera que las Cortes también se decidirán, por la 
„institución del Tribunal Colegiado, así en lo civil 
„como en lo criminal, ya por su conformidad con 
„las tendencias de la ciencia moderna, ya porque 
„ella ofrece la garant ía más sólida que puede conce-
„derse al litigante. E l juicio y el criterio de varias 
«personas será siempre considerado como de mayor 
„peso y seguridad que el de una sola, en la reso-
l u c i ó n de los negocios, cualquiera que sea su na-
turaleza (1).„ Aparte deque, conviniendo á la ce-
leridad y marcha expedita de las causas de co-
mercio el establecimiento de la instancia única (2) 
y del juicio oral y público, según hemos demos-
trado en otro sitio (3), esta reforma lleva consigo 
por modo ineludible y necesario la de Tribunales 
Colegiados. Por eso afirmaba en 1889 el Sr. Cana-
lejas en el Discurso leído en la solemne apertura 
de los Tribunales que: "nada tan lejos de su pro-
p ó s i t o como admitir la instancia única ante Juez 
«unipersonal: los más elementales principios del 
«Derecho procesal y las propias razones de ho-
mogeneidad entre lo civil y lo criminal aconse-
j a n é imponen el Tribunal colegiado. El excesivo 
(1) P r eámbu lo del Proyecto de bases para una nueva ley de* 
organ izac ión de Tribunales 14 Junio 1891. Véase la Gaceta de 
Madrid de 25 del mismo mes y año. 
(2) E l Código de Comercio español de 1829 no solo admi t í a 
dos, sino tres instancias (art. 1180); y tres instancias subsis-
tieron hasta que el Decreto de 6 Diciembre 1868 en su art. 15 
supr imió la tercera en los pleitos de comercio. 
(3) P á g s . 45 y 46. 
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„número de apelaciones fructuosas que registra la 
«Estadística civil , ofrece no escaso refuerzo á los 
«partidarios de la organización que defiendo, pues 
„es poco abonado al prestigio de la justicia el con-
v i c t o harto frecuente entre dos sentencias contra-
dictorias y lógico pretender que si los que votan 
„la segunda merecen por su categoría y por su 
„número mayor crédito al Estado, esos mismos 
«conozcan desde el principio con gran economía de 
«gasto y tiempo para los/ litigantes. Si se estima 
«necesaria la concurrencia de dos Tribunales para 
«declarar ejecutivo el fallo, hágase esa concurren-
«cia simultánea en provecho de su autoridad y de 
„ki rapidez, nota característica de todo buen pro-
«cedimiento.„ Y á continuación el Sr, Canalejas 
aceptaba la fórmula de Audiencias provinciales de 
lo civil y criminal, "como la más perfecta, á su 
juicio, para conciliar el respeto á lo existente con 
las reformas del Código penal y del enjuiciamien-
to civil,, ó sea la única instancia y oralidad y pu-
blicidad del juicio. Idea que el señor Villaverde 
mantiene y desarrolla en su citado proyecto de 
ley de 1891, estableciendo bases para la organiza-
ción de Tribunales al proponer "la creación de los 
«Tribunales de partido, compuestos de tres jueces, 
„á lo menos, é investidos de las atribuciones para 
«conocer en lo civi l de los asuntos que hoy com-
«peten á los jueces de primera instancia; (1)„ Tr i -
bunales de partido que ya venían exigidos por la 
ley orgánica de 1870, aunque nunca llegaron á 
plantearse. 
(1) A r t . 8 del mencionado proyecto: «Los Tribunales de pav-
«tido se compondrán de tres Jueces, uno de los cuales será su 
«Presidente; y cuando haya dos ó más secciones, se aumenta-
wrán tres Jueces por cada una, que será presidida por el que de-
«signe el Gobigrno.'Todos estos Tribunales tendrán las mismas 
«atr ibuciones y ejercerán igual jur isdicción. Conocerán de las 
«apelaciones interpuestas en los juicios verbales y en pritpera 
«instancia de los asuntos civiles que determina la ley » 
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Por otra parte el Tribunal colegiado no sólo se 
recomienda para lo civil . Ya el Sr. Alonso Martí-
nez en su proyecto de bases de 18 Noviembre 1886 
para la reforma de la ley provisional sobre orga-
nización del Poder judicial (1), decía: "Cree oportu-
n o el Gobierno introducir en cierta medida el 
„ elemento popular en el Tribunal que ha de co-
„nocer de los juicios sobre faltas....,, 
"Será ésta una nueva función que la ley enco-
mienda á los ciudadanos en beneficio general pa-
„ra sustraer la justicia al imperio de las pasiones 
«locales....,, 
"A este fin, tomando como enseñanza, en lo que 
«realmente lo sea, instituciones parecidas de otras 
«partes, propone el Gobierno el establecimiento 
„de Tribunales municipales, en donde el Jues de 
„este nombre y dos adjuntos designados por sorteo 
«para cada sesión entre ciudadanos, á quienes á ser 
•«posible, haya distinguido el voto popular para 
«cargos concejiles, sean los encargados de admi-
«nistrar esa justicia inferior, iguales en voto, igua-
«les en atribuciones para juzgar sin distinción so-
„bre el hecho y el derecho , conociendo de las 
«faltas en juicio oral y público y en única instan-
„cia.ñ Y al pasar este proyecto al Congreso, después 
de aprobado por el Senado, la Comisión de aque-
lla . Cámara modificó el artículo correspondiente 
en este sentido: "Constituirán dichos Tribunales el 
njues municipal, que será su Presidente, y dos 
^Jueces adjuntos, designados con antelación para 
«cada una de las sesiones que mensualmente se 
«celebren, por sorteo entre los comprendidos en 
«listas preparadas al efecto. Estas listas se forma-
«rán con los nombres de todos los que en cada 
«distrito posean título justificativo de su capaci-
«dad profesional ó académica, con un número de-
( l ) Gaceta de Madrid de 24 Noviembre 1886. 
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„terminado de mayores contribuyentes y con los 
„que en cualquier tiempo y por el voto popular 
«hubieren sido concejales.,, 
"Será de la competencia de los Tribunales mu-
^nicipales conocer y decidir sobre faltas en juicio 
„oral y público y única instancia.,, Preceptos que 
reproducen con ligeras variantes los arts, 4 y 5 
del proyecto de 1891 del Sr. Villaverde, quien 
asegura en el preámbulo del mismo haber dado 
aún mayor desarrollo al pensamiento de su ante-
cesor en lo que á estos Tribunales colegiados mu-
nicipales se refiere. 
Todas las escuelas políticas y jurídicas, desde 
la conservadora del Sr. Villaverde á la democrá-
tica del Sr. Canalejas, aceptan, pues, la fórmula 
de Tribunales colegiados, ya de partido para los 
asuntos civiles y compuestos de tres jueces, ya 
municipales para las faltas y constituidos por un 
juez y dos adjuntos. Esta distinción en el modo 
de formarse dichos Tribunales, base de organiza-
ción de la justicia criminal en otros pueblos y en 
el nuestro según se proyecta, nos servirá más 
adelante para fundar en ella una doble clase de 
Tribunales Mercantiles; desde luego y por lo que 
hace al Jurado Mercantil, único del que venimos 
ocupándonos, ya tenemos uno de sus elementos ó 
sea el Tribunal colegiado de tres jueces de dere-
cho (1), que trae aparejado la única instancia. 
(1) Respecto á la necesidad del elementa ó Tribunal de dere-
cho en el Jurado Mercantil , todos la reconocen; y en Francia, 
el país , donde más viva y más robusta se ha mantenido la ins t i -
tuc ión de los antiguos Consulados ó Tribunales compuestos 
exclusivamente de comerciantes, no falta quien sienta esta ne-
cesidad, y á las palabras de persona competen t í s ima en estos 
asuntos nos remitimos: «II n 'y a pas de doute que les af ía i res 
«commerciales sont généra lement mieux jugées et mieux com-
«prises par des juges commei^ants. Mais ceux-ci p résen ten t un 
»inconvénient: les commer9ants méme bien choisis ne connai-
»ssent souvent pas assez á fond le code des lois pour irendre des 
«jugements heureux. 11 y a des pays, et beaucoup de gens sé-
«rieux le dés i rent pour la France, oü i l y a un juge c iv i l , un 
»Vrai magistrat a t t achó au Tribunal .» 
' - • . 1 • - 13 
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Pero Hemos afirmado que los jueces dé derecho 
no deben conocer por sí solos de asuntos de co-
mercio, sino asistidos de jurados comerciantes, pa-
ra que éstos aprecien el hecho con todas sus in-
cidencias, mientras aquéllos aplican la ley. ¿Cómo 
se elegirán los jurados comerciantes? ¿Qué requi-
sitos ó condiciones habrán de adornarlos? ¿Cuál 
será su número, la duración de sus funciones, sus 
categorías, si las hay? Temas son éstos que trata-
remos de dilucidar, aunque brevemente. 
Poco liberal, estrecho, reñido con todas las con-
quistas y adelantos modernos es el espíritu que 
presidía en las Ordenanzas de Bilbao y ha segui-
do presidiendo en nuestros días á la elección de 
los jueces consulares. Aparecen sobre todo los pre-
ceptos de las famosas Ordenanzas de Bilbao in-
fluidos y dominados por todas las preocupaciones 
sociales de su tiempo y solo como curiosidad his-
tórica debemos hoy exhumar su recuerdo. 
Decían las citadas Ordenanzas: 
" I I I . Los vocales para poder elegir hayan de 
„ser vecinos y domiciliarios de esta Vi l la , ya na-
turales, y ya extranjeros, que estuvieren avecin-
,,dados, y todos sepan leer y escribir, sean mer-
„caderes actuales cargadores por Mar, que estén 
„pagando avería por sí mismos ó que habiéndola 
„pagado hubieren tomado el rumbo de tratar y ne-
gociar en hierro, letras de cambio, ó dando dine-
„ro á interés ú otro semejante trato y negocia-
c i ó n superior, por haber mejorado de convenien-
cias; y los capitanes ó maestres de naos, que 
„fueren interesados en las mismas naos que man-
„dan y tuvieren dicha vecindad y domicilio en es-
„ta Villa.,, 
"IV. No han de tener voto para la elección los 
„que al tiempo de ella fueren Prior, Cónsules, 
«Consiliarios y Síndico actuales, ni los demás ofi-
„cíales de la Universidad que gozaren salario de 
„ella, si no constare que un año antes hayan re-
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„nimGÍado el oficio y el salario para que libres to-
„dos de seguir voluntad ajena, voten por aquéllos 
„que Dios les dictare.,, 
"V. Por la misma razón tampoco tendrán voto 
„los hijos de famil ia , n i los que comerciaren como 
,. fací ores de otros (á menos que unos y otros co-
„mercien también por sí mismos), ni los que estu-
v i e r en en actual servicio de cualquier persona, ni 
„aquéllos que no tuvieren casa y vivienda sobre 
„sí, ni abogados, escribanos, procuradores, médi-
„cos, boticarios, cirujanos, barberos, filigraneros, 
¿plateros, corredores de lonjas, cambios y navios, 
^sastres, sapateros, n i otros que tuvieren tales 
^oficios, aunque estén pagando averia, entendién-
„dose que dejándolos de ejercer por su persona, 
„continuando en pagarla y teniendo "las demás ca-
lidades que van prevenidas, serán hábiles para la 
„voz activa (1).„ 
Pasando ahora á las leyes orgánicas y Códi-
gos de Comercio modernos por orden de sus fe-
chas, encontramos las disposiciones siguientes: 
El Código de Comercio de Francia de 1807: "Los 
„miembros de los Tribunales de Comercio serán 
..nombrados en una asamblea de electores tomados 
„entre los comerciantes recomendables por su pro-
„bidad y espíritu de orden y de economía.,, 
"También podrán ser llamados á esta reunión 
„los directores de las compañías anónimas de co-
„mercio, ele banca y de industria, los agentes de 
„cambio, los capitanes de alto bordo y los patrones 
„de cabotaje que hubiesen mandado buques duran-
„te cinco años y estuviesen, domiciliados dos cum-
„plidos en la circunscripción del Tribunal. El nú-
„mero de los electores será igual á la décima par-
óte de los comerciantes inscriptos en la matrícula; 
(1) Cap. I I . «D^ la elección de Prior, Cónsules , Consiliarios 
»y Sindico, y calidades que deberán tener los electores y elegi-
«dos, y su posesión » 
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„no podrá pasar de mil ni ser inferior á cin-
cuenta; en el departamento del Sena será de tres 
«mil (1).„ 
El español de 1829: "Los Gobernadores de pro-
„vincia elevarán al Rey una lista de 30 ó 15 per-
donas que gocen mejor opinión según sean los 
„TribunaIes de primera ó segunda clase (2).„ 
"La Secretaría de Estado elegirá.... y propondrá 
„á tres.... que nombrará el Rey (3).„ 
El R. D. de organización del Poder Judicial 
de Italia de 1865: "El Presidente, los Jueces y los 
«suplentes del Tribunal de Comercio serán nom-
brados por el Rey, á propuesta de las respecti-
„vas Cámaras de Comercio (4). „ 
"Las Cámaras de Comercio harán la propuesta 
«formando una lista de nombres, cuyo número se-
„rá triple del de los nombramientos que deban ha-
berse (5).„ 
La ley belga de Organización judicial de 1869: 
"Los miembros de los Tribunales de Comercio de-
„ben ser elegidos en junta de comerciantes que 
«paguen al Tesoro por razón de patente la canti-
„dad de francos 42-32 (6);„ reducida á 20 en 1881. 
La orgánica del Poder judicial del Imperio Ale-
mán de 1877: "Los Jueces consulares serán nom-
brados por tres años á propuesta motivada de la 
«corporación legalmente llamada á representar los 
«intereses del comercio. Los Jueces salientes po-
ndrán ser nombrados de nuevo (7).„ 
Apenas existe, pues, método de elección que 
no se haya aplicado al nombramiento de los co-
merciantes para los Tribunales de Comercio: elec-
(1) Art . 618, tit. I , lib. I V . 
(2) Art. 1190, t í t . I I , lib. V . 
(3) Art. 1191, tít. I I , lib. V. 
(4) Art. 56, cap. I V , tit. I I . 
(5) Art. 57, cap. I V , tít. I I . 
(6) A.rt. 36, cap. I I I , tít. I . 
(7) Art. 112, tít. V I I . 
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ción directa como en Francia y Bélgica; á dos 
grados y por medio de propuesta de los intere-
sados como en Italia y Alemania; por medio de 
propuesta gubernativa sola como en España; cen-
so limitado y doctrinario en Francia, criterio ex-
pansivo en Bélgica. Pero aún en este último país 
se exige cierta cuota de contribución al comer-
ciante que nombra sus jueces; y para encontrar 
algo en perfecta consonancia y armonía con el es-
píritu, tendencias y progresos de nuestra época, 
es preciso llegar á Francia, donde en virtud de la 
ley de 8 Diciembre 1883 relativa á la elección de 
los miembros de los Tribunales de Comercio go-
zan hoy del derecho electoral todos los comercian-
tes matriculados sin considerar la cuota, solución 
á que nosotros nos inclinamos. Dice el art. I.0 de 
la citada ley: "Los miembros de los Tribunales de 
„Comercio serán elegidos por los ciudadanos fran-
„ceses, comerciantes matriculados ó asociados en 
„nombre colectivo con cinco años de anticipación; 
„capitanes de buques y patrones de cabotaje que 
„hayan mandado embarcaciones durante cinco años; 
^Directores de Compañías francesas anónimas de 
„banca, comercio y de industria; agentes de cam-
„bio y seguros marítimos; corredores de comer-
„cio, intérpretes y contramaestres instituidos en 
«virtud de los arts. 77, 79 y 80 del Código de Co-
mercio; unos y otros después de cinco años de 
„ejercicio, debiendo estar todos domiciliados con 
„ cinco años de anticipación por lo menos en la 
„circunscripción del Tribunal.,, 
"También serán electores, en su distrito, los 
«miembros antiguos ó en ejercicio de los Tribuna-
„les y Cámaras de Comercio, de las Cámaras con-
sultivas de artes y manufacturas, los Presidentes 
«antiguos y en ejercicio de los Consejos de F r u d ' 
nhommes.„ 
Ley de la nación consentida por todos los par-
tidos políticos, expresión de los últimos adelantos 
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en el moderno concepto orgánico del Estado y de 
sus poderes, garantía de los derechos personales, 
el sufragio en toda su latitud y directo, debe, á 
nuestro juicio, ser el modo de elegirse los jueces 
de hecho ó comerciantes en los Jurados Mercan-
tiles (1). ¿Todo elector tendrá, sin embargo, capa-
cidad de elegible? Y en esto damos la razón á los 
partidarios de que el derecho de ser elegido no 
se extienda á todos los electores. Aunque parezca 
contradictorio, una cosa es el voto, el sufragio, la 
opción á intervenir en el nombramiento de sus 
jueces y mandatarios, y otra la función de Jura-
do en los Tribunales de Comercio, la cual supone 
aptitudes para cuya posesión se requieren circuns-
tancias especiales. En asuntos del dominio gene-
ral, en los poderes legislativo y ejecutivo no se 
explicaría esta salvedad: en ellos todqs deben go-
zar á la vez del derecho de elector y elegible; pe-
ro en negocios de comercio, tan difíciles de apre-
ciar y resolver, entendemos que la condición de 
juez no puede otorgarse sin ciertas garantías, co-
mo no todo miembro de una sociedad puede regir-
la, por ejemplo, cuando se ventilan en ella inte-
reses superiores ó que la administración y ges-
tión social exige dotes nada comunes. 
De esta suerte lo han estimado casi todas las 
legislaciones, incluso las Ordenanzas de Bilbao 
que dispusieron: " V I I I . Podrán ser elegidos y 
„sorteados para los oficios de Prior, Cónsules, 
„Consiliarios y Síndico, tan solamente los veci-
„nos de esta Vil la, que hubieren nacido en estos 
(1) «Los Tribunales de Comercio lian de constituirse á la 
«sombra de las nociones de just ic ia y de publicidad en que se 
«informan y deben informarse las leyes orgán icas de la época 
«moderna; y de aquí la conveniencia de que dichos Tribunales se 
^constituyanpor el sufragio universal de los comerciantes.)) (Discur-
so leído en el acto inaugural de la const i tución definitiva del 
Colegio de Profesores y Peritos Mercantiles de la Habana por 
su Decano, el Dr. D. Augusto Mart ínez Ayala.) 
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„Reinos y dominios de Su Magestad y fueren No-, 
ybles, Hijos-dalgo, limpios de toda mala rasa, de 
,f>uená conciencia *y experiencia, hábiles y suficien-
„tes en las cosas de comercio y navegación, Ua-
„nos, abonados y temerosos de Dios, de manera 
..que se pueda esperar que en los pleitos, depen-
..dencias y diferencias en que entendieren, proce-
„derán con la entereza y justificación que se re-
quiere y está prevenido por las Ordenanzas, así 
,,antiguas como modernas, que con confirmaciones 
„reales tiene esta Universidad y Casa, y quedan 
„citadas: bien entendido que los qué viven de sus 
^Rentas, aunque no hayan pagado avería, ni co-
„mercien,' y aunque sean caballeros de cualquiera 
„de las Ordenes militares (1), hayan de poder ser 
„sorteados por Prior, Cónsules y Consiliarios, se-
„gún se ha practicado hasta aquí y es también de 
«dichas Ordenanzas (2).„ 
Quien exige, por lo tanto, como hasta hace al-
gunos años en Italia, para desempeñar cargos de 
juez en los Tribunales Mercantiles diez años de 
ejercicio honrado en la profesión del comercio: 
"Para ser elegido miembro de un Tribunal de Co-
mercio, será necesario haber cumplido veinticin-
c o años de edad, ser comerciante, ó, en su de-
„fecto, ejercer el comercio en el momento en que 
„se hace el nombramiento y haberlo ejercido hon-
^radámente por diez años seguidos (3). Quién, no 
(1) Con razón decíamos hace poco que las Ordenanzas de 
Bilbao, á pesar de su innegable autoridad y valor científicos, 
reflejaban todavía determinadas preocupaciones sociales de los. 
tiempos antiguos: no solo excluían del derecho electoral á los 
plateros,, boticarios, corredores de lonjas, cambios y navios y otros; 
sino además tuvieron que declarar la no incompatibilidad: de 
los cargos de jueces en los Consulados con las Ordenes mi l i t a -
res, lo cual demuestra que la opinión general no concedía aún 
al trabajo y á las artes industriales el miemo puesto de honor 
que á las llamadas profesiones liberales. 
(2) Cap. I l c i t . 
(3) A r t . 63, cap. I V , t í t . I I del K . D . de 1865. 
- 104 -
haber hecho quiebra culpable, ni fraudulenta, ni 
ser deudor á la Hacienda ó municipios, como el 
antiguo Código de Comercio español: "Los que ha-
,.yan de ser jueces, han de reunir las circunstan-
„cias siguientes: 
"1.° Ser naturales de estos Reinos y haber cum-
vplido treinta años de edad. 
„2.0 Llevar cinco años en la matrícula y ejer-
„cicio del comercio en nombre y con caudal propio. 
„3.0 Gozar de buena opinión y fama. 
„4.0 No haber hecho quiebra culpable n i f rau-
ndulenta.... 
„5.0 No haber sido condenado por delito á pe-
„na corporal aflictiva. 
„y6.0 No ser deudor d la Hacienda ó munici-
„pios (!).„ Quien, según sucede hoy en Francia, el 
nombramiento y desempeño previo del cargo de su-
plente de juez: "Podrá ser nombrado Juez ó su-
plente todo comerciante y agente de cambio de 
^treinta años de edad, inscripto en la matrícula con 
„cinco años de antelación y domiciliado al verificar-
„se la elección dentro de la circunscripción del T r i -
bunal : todo individuo que durante cinco años hu-
„biese desempeñado las funciones de director de 
«sociedad anónima; todo capitán de alto bordo y 
„patrón de cabotaje que hubiese mandado durante 
„cinco años y justificase las mismas condiciones 
«de edad y domicilio, inscripto en la lista de los 
«electores ó que estuviese en las condiciones exi-
gidas para serlo. 
„Los antiguos comerciantes y agentes de cam-
„bio serán elegibles si hubiesen ejercido su comer-
„cio durante el mismo tiempo. 
^Ninguno podrá ser nombrado Jues s i no hu-
biese sido suplente {2).„ Quien, por último, la edad 
de treinta años cumplidos, como se requería en 
(1) A r t . 1186, t í t . I I , l i b . V . 
(2) A r t . 620, t í t . I , l i b . I V del Cód. de Com. vigente. 
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España y se requiere actualmente en Francia y 
Alemania: "Podrá ser nombrado Juez consular 
„todo alemán que esté ó haya estado inscripto en 
„el registro de comercio, ya como comerciante, 
„ya como director de una sociedad por acciones, 
„siempre que tenga treinta años cumplidos y esté 
„ domiciliado en la circunscripción sometida á la 
„Sala de Comercio, 
„En las ciudades marítimas podrán ser nombra-
„dos Jueces consulares los hombres peritos en la 
navegac ión (1).„ Y la misma legislación belga, de 
carácter tan expansivo en punto al derecho de 
elector, establece ciertas limitaciones al de ser ele-
gido: "Los que sean ó hayan sido comerciantes, 
„podrán ser Jueces ó suplentes con tal de que reu-
„nan las siguientes condiciones: ser mayores de 
„veinticinco años y haber ejercido con honor y 
„distinción durante cinco años el comercio. 
„E1 Presidente y Vicepresidente deben tener 
„veintisiete años cumplidos y ser ó haber sido Jue-
„ces de Tribunal de Comercio (2).„ 
Entendemos, pues, que para el ejercicio de la 
función de jurado en los Tribunales de Comercio 
pueden exigirse algunas condiciones ó circunstan-
cias más que para el ejercicio del sufragio; y que 
mientras todos los comerciantes matriculados (3) y 
(1) Ar ts , 113 y 114, t í t . V I I de la ley org. alemana de 27 
Enero 1877. 
(2) A r t . 35 de la ley org. de 18 Junio 1869. 
(3) Hay quien propone que voten todos los comerciantes ins-
criptos en el Kegistro Mercantil , no todos los matrictilados en 
el subsidio ó la contr ibución industr ial . Nosotros optamos por 
el segundo criterio y desechamos el primero, como hemos dese-
chado también la des ignación indirecta de los Jurados por las 
Cámaras de Comercio, porque, sobre no sev obligatoria la ins-
cripción en el Registro Mercanti l n i la incorporación á las Cá-
maras de Comercio, se adoptar ía un sistema que n i es el adecua-
do á las corrientes y p rác t i cas universalizadoras modernas, n i 
l og ra r í a interesar á cuantos del comercio viven en la prosperi-
dad y desarrollo del Jurado Mercantil . 
Por lo demás no se nos debe tachar en usto de exagerados, 
14 
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demás clases á ellos asimiladas sin más restriccio-
nes en todo caso que la de algunos años de anti-
güedad en la profesión, deben gozar del derecho 
de elegir á sus jueces, éstos conviene que posean 
determinados requisitos, como; por ejemplo, el de 
treinta años de edad admitido por • casi todas las 
leyes extranjeras, requisitos (1) en cuyo detalle no 
hemos de entrar, porque su fijación incumbe ín-
tegra á la obra del legislador, y es asunto que 
depende del criterio político de cada partido de go-
bierno. Pero un buen acierto en la elección de las 
condiciones y circunstancias necesarias para el de-
sempeño del cargo de jurado mercantil no solo 
importaría muchísimo al prestigio y porvenir de 
los nuevos Tribunales de Comercio, sí que tam-
bién serviría de réplica á los que recelan y des-
confian de la amplitud del voto, la cual encontrará 
pues en Portugal, según el Código de Comercio de 1833, toma-
ban parte en la elección de sus jueces hasta los comerciantes no 
matriculados; y ahora mismo, en estos momentos, según leemos 
en la bien escrita revista de Madrid La Gaceta de la Banca, 
n.0 230 correspondiente al 8 A b r i l del año actual, la Comi-
sión del Senado francés encargada de emitir dictamen es en su 
mayor ía favorable á que se conceda el derecho electoral á las 
mujeres que es tán al frente de empresas industriales para el 
nombramiento de jueces de Tribunales de Comercio. 
(1) Entre estos requisitos, y como uno de los más importan-
tes, consideramos de jus t ic ia que se incluyan los t í tu los de pe-
r i to y profesor mercantil, particularmente-' el de profesor mer-
cantil, que hoy habil i ta no solo para pertenecer á las Cámaras 
de Comercio, sino también en v i r t u d de la E,. O. de 28 Noviem-
bre 1888 para desempeñar cargos en las Juntas Directivas de 
las mismas. 
No llegaremos, como algunos pretenden, á pedir que con los 
peritos y profesores mercantiles se forme una l is ta de capacida-
des, aná loga a la que se forma en lo cr iminal con aquéllos que 
tuvieren a lgún t í tu lo académico ó hubieren desempeñado cargo 
público con haber de 3.000 pesetas anuales (art. 9 de la ley d3l 
Jurado de 20 A b r i l 1888), porque en este caso los t í tu los de pe-
ritos y profesores mercantiles no ser ían los únicos y ex i s t i r í an 
otros como los de náut ica , por ejemplo; pero el derecho de los 
peritos ó por lo menos de los profesores mercantiles á ser nom-
brados jueces nos parece indiscutible y su presencia casi nece-
saria en los Tribunales de Comercio. 
- 107 — 
su debido contrapeso en un cuerpo selecto de ju-
rados. 
Jueces de hecho elegidos por el sufragio de to-
dos los comerciantes y adornados de ciertos re-
quisitos son, por lo tanto, en nuestra opinión los 
llamados á constituir con el Tribunal colegiado de 
derecho el Jurado Mercantil. Era éste el sistema se-
guido en Portugal por el antiguo Código de Co-
mercio de 1833 (1) para la formación de los Tribuna-
les de Comercio ordinarios ó de primera instan-
cia, presididos por un juez letrado y compuestos 
de cuatro á doce jurados, cargo honorario, civil , 
público y forzoso para todos los comerciantes ma-
triculados y no matriculados de las plazas mercan-
tiles, todos los cuales reunidos ex-profeso, eligían 
anualmente los jueces jurados y los sustitutos ne-
cesarios (2). Cuatro á doce jueces comerciantes for-
maban por consiguiente el antiguo Jurado Mercan-
t i l en Portugal; y si bien por la ley de 8 Noviem-
bre 1841 se fijaron aquéllos en 12 hasta 36, supri-
miéndose los sustitutos, la- legislación portuguesa 
en lo tocante al número de jurados es sumamente 
(1) E l antiguo Código de Comercio p o r t u g u é s de 1838, al 
tratar del poder jud ic ia l en materias mercantiles, es tablec ía en 
su art. 1004 un Supremo Magistrado, una Audiencia ó Tr ibunal 
de segunda y ú l t ima instancia y Tribunales de Comercio ordina-
rios ó juicio comercial en primera instancia. E l Supremo Ma-
gistrado del Comercio era el Presidente del Tr ibunal superior 
mercantil y le competía la fiscalización de la jus t ic ia mercantil 
en todo el reino, la policía de las plazas comerciales, el conoci-
miento y proposición de reforma de los abusos, la regulariza-
ción de los negocios del Tribunal en los casos no previstos pol-
la ley, etc. entendiéndose directamente con el Rey por medio 
del ministro de Justicia. 
Pero poco á poco fué perdiendo terreno el fuero especial de 
comercio: en 30 Septiembre 1836 se suprime la Suprema Magis-
tratura de Comercio, en 19 Diciembre 1843 se dispone que las 
revistas de las causas mercantiles se verifiquen en el Supremo 
Tr ibunal de Justicia, y en 23 J imio 1870 desaparece la Audien-
cia ó Tribunal de segunda instancia de Comercio de Lisboa. 
(2) «Po r tuga l y sus Códigos» por P. Rafael M , de Labra, 
p á g . 239, cap. I V , parte 2.a 
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irregular, pues en lo civil y en lo criminal, seg-ún 
la Reforma judicial de 21 Mayo 1841 el Jurado se 
componía de 12 ó 9 jurados á tenor del contenido 
de las plantillas • y de las listas de ciudadanos ca-
paces de cada circunscripción que excedieran ó no 
de 200 (1); mientras que en la ley de 1 Julio 1867 
reformando la organización del Jurado (2) y en el 
Código de Procedimiento civil de 8 Noviembre 1876 
(3) se previene que el Jurado habrá de componer-
se para cada causa de nueve individuos y un su-
plente, el cual solo intervendrá cuando alguno de 
ellos se imposibilite durante el juicio (4). Número 
t i ) Ar t s . 159 y 160, cap. V I I I , t í t . V . 
' (2) § 1.°, art. I . 
(3) § 7.°, art. 401, sec. I I , cap. I I , t í t . I V , l ib . I I . 
(4) A l llegar á este punto, tenemos que explicar uno de los 
conceptos emitidos en el Cap. V relativo á la legislación compa-
rada y su crí t ica. Dijimos allí que el sistema ó tipo po r tugués 
de Tribunales de Comercio consis t ía en jueces de derecho dedi-
cados á la especialidad mercantil Así lo reconoció el Código de 
Comercio de 18B3, según acabamos de ver, al crear ua Supremo 
Magistrado ó juez de derecho de Comercio y Tribunales de pr i -
mera y segunda instancia, presididos aquéllos y constituidos 
éstos por jueces de derecho. Así lo entendió también la Refor-
ma judic ia l de 21 Mayo 1841 al ocuparse, entre los demás jue-
ces de derecho de primera instancia, de los cíe comercio, y á con-
t inuac ión de las Audiencias en general, de la Audiencia de Co-
mercio. Peroles és ta acaso la ún ica concesión hecha en Portu-
gal al fuero de comercio? No. En Portugal el art. 118 .de la 
Cons t i tuc ión vigente de 29 A b r i l 1826 establece el Jurado para 
toda clase de asuntos y declara qne: a E l poder judicial es inde-
«pendiente y se compone de jueces y jurados, los cuales se reuni-
»rán tanto paralo c iv i l como paralo criminal, en los casos y 
»del modo que determinen los Códigos.» Por otra parte, lo mis-
mo la ley de 8 Noviembre 1876 (art. 6) poniendo en vigor el 
Código de Procedimiento c iv i l de igual fecha, que el novís imo 
Código de Comercio de 1888 (arts. 82, 45, 51, 53, 60, 61 y otros) 
emplean las frases Tribunal de primera instancia de Comercio, 
Tribunal de Comercio y hasta Juez presidente del Tribunal de Co-
mercio, que suponen é implican cierta existencia colectiva, inde-
pendiente del juez. 
Dos dudas, sin embargo, nos asaltan en el particular y debe-
mos reconocer nuestra ignorancia, a ú n después de haber leído 
varias obras relativas al asunto, entre ellas, la Colección de las 
Instituciones ju r íd i ca s y pol í t icas de los pueblos modernos que 
dirigen los Sres, Eomero Girón y García Moreno. ¿El Jurado 
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de nueve, que se aparta abiertamente de la prác-
tica y regla seguidas en casi todos los demás pue-
blos que cuentan entre sus instituciones el Jurado 
ya criminal, ya civil , en Francia, Suiza, Italia, 
Bélgica, Alemania, Austria, Grecia, Rusia, Estados 
Unidos y la misma Inglaterra (1), donde el tribu-
nal de hecho consta de doce jurados (2). 
Mercanti l en Portugal tiene carác ter potestativo, como el Jura-
do c i v i l y no obligatorio? L a Const i tución de 1826 al hablar solo 
de lo c iv i l , y criminal, parece incluir lo mercantil en lo c iv i l , del 
cual puede consideiarse como una subdivis ión. Idén t i ca ten-
dencia general habr í amos de atr ibuir al t . r t . 167, § I , n.0 á de la 
Reí", j ud . de 21 Mayo 1841 cuando dispone que no tenga lugar 
la in tervención del Jurado «en todas las causas en que ambas 
«partes ó una de ellas no solicite el ju ic io por jurados, decla-
«rando que renuncia á él antes de la vista;» disposición gene-
radora de aquella otra del art. 401 del Código de procedimiento 
c i v i l que dice: «La intervención de los jurados sólo t end rá l u -
j a r e n el ju ic io ordinario p . r acuerdo expreso de las partes, 
«convertido en providencia antes de estar designado el día para 
»el interrogatorio de los testigos por el Juez competente y en 
«este caso el juicio t endrá lugar en la siguiente forma.... (la ex-
»pone)« Ahora bien: ¿Se aplican estas disposiciones á lo mer-
cantil? 
L a otra duda se refiere á la ley por que se rige hoy el Jurado 
Mercanti l en Portugal. ¿Subsis te la de 8 Noviembre 1841 sobre 
Jurados Mercantiles y el Código de Comercio de 1833 en su par-
te referente á legis lación procesal no derogada por el de 1888; 
según precepto de la ley de 23 Agosto del mismo año, art, '3, § 
1.°? ¿Se extiende á lo mercantil la de 1 Julio 1867 sobre o rgan i - ' 
zación del Jurado, cuyo art. 1 no puede ser m á s terminante: 
«.En cada comarca existirá únicamente un Tribunal del Jurado»? 
En una palabra, lo que no nos dice ninguno de los textos con-
sultados es si el Jurado vigente en Por tugal para los asuntos 
de comercio es el mismo que para los asuntos civiles ú otro 
distinto, si es un Jurado especial ó un Jurado común. 
(1) Sabido es que en Inglaterra existen varias clases de Ju-
rados, una de las cuales, el gran Jurado ó Jurado de acusación, 
si bien consta de ve in t i t r é s individuos, puede deliberar y deci-
d i r sobre el acta de acusación, siempre que asistan doce y és tos 
se hallen conformes. Pero las demás clases de Jurado, el peque-
ño Jurado ó Jurado de juicio y los Jurados especiales que se 
forman cuando se t rata de quiebras de comeroiantes, delitos polí-
ticos, delitos cometidos por medio de la imprenta, etc., se cons-
t i tuyen con el número invariable, reglamentario y constante de 
doce jurados. 
(2) Como decimos en la nota anterior, no hay verdaderas d i -
vergencias entre las legislaciones extranjeras en cuanto al nú-
mero de jurados, que generalmente son doce: pero, sí, las hay 
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Pero ni para el número de los jurados, ni pa-
ra la duración de sus funciones debemos tomar 
como modelo el Jurado criminal ó civil común. En 
ningún país, salvo Suiza, se eligen los jurados pa-
ra lo criminal: en todos se sortean; y nosotros 
hemos entendido que en lo mercantil no hay que 
fiar su nombramiento al sorteo, sino á la elección. 
Más se acercan al ideal que venimos persiguiendo 
los Jurados voluntarios creados por cada Cámara 
de Comercio en virtud de la disposición 11.a del 
art. 2 del R. D. de 9 Abr i l 1886, los cuales Ju-
rados voluntarios, sin excepción alguna, constan 
de un número impar de jueces, de 5, 7 ó 9 sortea-
dos entre los pertenecientes á una lista que se for-
ma cada año, debiendo añadir que en su gran ma-
yoría estos Jurados dan entrada entre sus 5, 7 ó 9 
jueces á 2 designados por las partes (1), novedades 
en lo tocante al Tr ibunal ó sección de derecho, que unos quieren 
se forme de un solo magistrado y otros de tres. En Inglaterra, 
Portugal, algunos Estados de la Repúbl ica norte-americana y 
algunos cantones de Suiza Uu solo magistrado preside el t r i bu -
nal del Jurado; en los demás países , incluso I ta l ia , donde el 
Presidente, consejero del Tr ibunal de apelación, tiene á su lado 
dos Jueces asesores, nombrados de entre los miembros del T r i -
bunal c iv i l , (jueces asesores, cuya supresión se pidió en Marzo 
1880 al Parlamento italiano,) en los demás países componen el 
Tr ibunal de derecho tres magistrados. 
(1) Estos Jurados voluntarios se rigen por los Reglamentos 
formados por cada Cámara de Comercio para su rég imen inte-
rior, y algunos por un Reglamento propio como el aprobado en 
Asamblea general de 29 Noviembre 1887 por la Cámara de Co-
mercio de Manila, el cual merece especial ís ima mención. -
Según el art. 2 del referido Reglamento sobre Jurados Mer-
cantiles voluntarios, cada año la Cámara de Comercio de Mani-
la e legirá en Noviembre una lista de 30 socios entre los cuales 
deberá sortearse el Jurado, que se compondrá de 5, 7, ó 9 vo-
cales á voluntad de las partes, y de 2 suplentes (art. 9), pudien-
do cada parte recusar dos, tres ó cuatro miembros del Jurado, 
según éste se componga de 6, 7 ó 9 (art. 12.) 
Los reglamentos de las Cámaras de Sevilla, Vigo y otras pla-
zas mercantiles á su vez disponen que dichos Jurados se for-
men del Presidente y Secretario de la Cámara, dos jurados de-
signados uno por cada parte y tres elegidos por la Cámara cada 
año; el de la de Málaga que el sorteo se verificará entre los 
individuos de la Junta Directiva, excluyéndose siempre al Pre-
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todas que habremos de tener presente para la or-
ganización del Jurado Mercantil ordinario ú obli-
gatorio. 
Consiste la primera novedad ó diferencia entre 
el Jurado común y el Jurado Mercantil en - el nú-
mero impar de los jueces de hecho. En el Jurado 
criminal ordinario, así en España como en las de-
más naciones, éstos suman casi siempre un núme-
ro par; y previendo el caso de empate , el art. 85 
sidente y Secretario de la Cámara y que los jueces serán 3 ó 
5 y 1 suplente según la importancia del negocio; y así podría-
mos citar otros muchos. 
Y ya que de estos Jurados Mercantiles voluntarios nos ocu-
pamos, bueno es hacer constar los escasos beneficios que han 
producido y el desencanto causado á los q u i más l eg í t imas es-
peranzas fundaban en su establecimiento, allí, por ejemplo, don-
de con más hondo arraigo se conservan las gloriosas tradiciones 
consulares ó más florecieron los hábi tos mercantiles, en la mis-
ma plaza de Bilbao. «No llena completamente, decía la Cámara 
»de Comercio de Bilbao en su Memoria de 1888, los deseos de la 
«Jun ta Directiva, y as í le cumple declararlo, la aplicación prác-
wtica que hasta ahora ha tenido el Jurado mercantil á las dife-, 
« r e n d a s y contiendas que surgen entre comerciantes. Pocos ca-
»sos se han sometido hasta ahora á su deliberación y fallo, y 
«aunque éstos se han resuelto rápida y acertadamente á satisfac-
«ción de las partes, no ha candido el ejemplo entre nuestros co-
«merciantes tan pronto como debía razonablemente esperarse. 
«No cabe duda que sería conveniente el que este retraimiento 
«cesara y que nuestros consocios viniesen á s nneter sus dife-
• «rencias puramente mercantiles á l a decisión de á rb i t r os prác-
«ticos, desinteresados é imparciales. E l procedimiento -s>-o puede 
«ser más recomendable por lo fácil y sencillo; la buena fó, la 
«imparcial idad y el conocimiento profesional br i l lan en los fa-
«llos; la economía de tiempo y de gastos se patentizan en los 
«juicios habidos y que llevaron tal sello de equidad que aquie-
«taron completamente á las partes contendientes .» 
Sirva esto de contes tación á cuantos opinan, como el catedrá-
tico de Derecho Procesal de la Universidad de Madrid, Sr. To-
rres Agui lar , que el remedio de los males inherentes á la ac-
tual adminis t rac ión de just icia mercantil se ha l l a r í a en recu-
r r i r al juicio de á rb i t ros ó amigables componedores. No. L a 
justicia, lo mismo en lo mercantil que en todos los órdenes pro-
cesales, tiene un carác te r imperativo de que no cabe prescindir 
ni en aquélla n i en las demás esferas. Y para ser lógico al acon-
sejar esta solución en lo mercantil, habr ía que sust i tuir todos 
los juicios ordinarios en general por juicios arbitrales; tenden-
cia en que se inspira un concienzudo proyecto debido al ilus-
trado notario de Málaga D. Basiliso García de Alcaráz . 
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de la ley de 20 de Abr i l 1888 que estableció en Es-
paña el juicio por jurados para determinados deli-
tos dice: "La mayoría absoluta de votos formará 
„veredicto. En caso de empate, se entenderá vota-
„da la inculpabilidad. Si se tratase de hechos re" 
„lativos á circunstancias agravantes, se entenderá 
„votada la exclusión de éstas. Si de hechos rela-
t i v o s á circunstancias atenuantes ó eximentes, se 
„entenderá votada la existencia de ellas.,, Artículo 
que.el Sr. Pacheco, en su ley del Jurado comentada, 
explica de este modo: "En todos los casos en que 
„haya duda ó en que ocurra un empate, que es la 
„forma material de la duda, tratándose de cuerpos 
„colegiados ó de asambleas, hay que inclinarse, hay 
„ que decidirse por loque esté más de acuerdo con 
„esas ideas amplias, humanitarias y civilizadoras que 
„son el timbre más glorioso de nuestro siglo. 
„A este criterio obedece la redacción del pá-
„rrafo segundo del art. 85. En él se aplica y de-
senvuelve aquel axioma jurídico, tan antiguo co-
„mo las bases elementales y fundamentales de 
„nuestra ciencia: I n dubio pro reo (!).„ Y aunque 
dichas razones no dejen de estimarse válidas pa-
ra lo criminal, donde la lenidad cede su puesto sin 
grave daño á la dureza, en el orden civil seme-
jante modo de dirimir discordias es inaplicable y 
por consecuencia precisa un número impar de ju-
rados para evitar en lo posible estos casos de em-
pate. 
Otro punto de disconformidad con el Jurado 
criminal ó común presenta también el Jurado 
Mercantil por la duración que deben tener los 
nombramientos de sus jueces. Mientras los jurados 
ordinarios se renuevan varias veces al año, no ofre-
ciendo su renovación grandes complicaciones por 
verificarse mediante el sorteo, los jurados de co-
mercio, designados en principio por elección, con-
(1) P á g s , 745 y siguientes. 
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viene que ejerzan más tiempo sus cargos, y sino 
por tres años, como en Alemania (1) é Italia (2), 
ó por dos, como en Francia (3) y Bélgica (4), al 
menos por uno completo, según dispusieron las 
Ordenanzas de Bilbao, cuyo es aquel mandamien-
to de el dia cinco de Enero de cada año, perpetua-
mente, se h a r á elección de un Pr ior , dos Cónsu-
les, seis Consiliarios y un Sindico (5). Mayor 
inestabilidad en las funciones de jurado pugnaría 
por un lado con la índole de todo cargo repre-
sentativo, el cual no exige cambios tan bruscos 
cuando debe su origen al sufragio directo de los 
representados, y por otro no crearía en los co-
merciantes investidos de estas funciones hábitos 
de ejercerlas con el acierto propio de quienes lle-
van algún tiempo en su desempeño. Bastaría, pues, 
con que una vez cada año se verifiquen las elec-
ciones de los jurados comerciantes, y aún tampoco 
desaprobaríamos que se renovasen éstos por se-
gundas 6 terceras partes, como acontece en todos 
aquellos países donde los cargos de jueces consu-
lares duran varios años. 
Elegidos así anualmente un cierto número de 
jueces; compuesto, por ejemplo, en cada localidad 
el cuerpo de jurados de 36 individuos, 18 ó 12 de 
los cuales podrían renovarse en los meses de Ju-
nio ó Diciembre, según durasen los nombramien-
tos dos ó tres años, entre estos 36 cabría enton-
ces sortear para cada causa á 7 que. Unidos á 2 
designados por las partes, formarían el tribunal de 
hecho. De este modo se ampararían todas las exi-
gencias y la suerte decidiría en último término 
dentro de los 36 jurados. 
( I j A r t . 112, t í t . V I I de la ley org. de 27 Enero 1877. 
(2) A r t . 59, cap. I V , t í t . I I del R. D . de 6 Diciembre 1865. 
(3) A r t . 622, t í t . I , l i b . I V del Cód. de Com. vigente. 
(4) A r t . 56, cap. I I I de la ley org. de 18 Junio 1869. 
(6) Cap. I I , § 1 . 
15 
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Los 2 jurados que se concedería la facultad de 
designar á las partes, 1 cada parte, son una nue-
va desviación de los principios del Jurado crimi-
nal (1). En éste, en el Jurado criminal no luchan 
más que dos intereses: el interés individual y el 
interés social, representado el primero por el reo y 
el segundo por los jurados. Pero en el Jurado 
Mercantil, no digo que existan, pueden existir in-
tereses encontrados de individuo á individuo, de 
gremio ó clase á clase ó gremio, de localidad á 
localidad. Para que estos intereses parciales jamás 
se sobrepongan á los contrarios; para que haya en 
el tribunal quien los represente y los defienda, quien 
lleve la voz de los litigantes, siendo intérprete de 
sus derechos y agravios, importa que cada parte 
pueda designar í jurado de su confianza al mismo 
tiempo que por idénticas consideraciones se la 
(1) E l Si-. Esteban San José pidió en su proyecto de Jurado 
y procedimiento mercantil sometido al Congreso Nacional Mer-
cantil de 1886, que estuvieran en igual número los jurados 
nombrados por las partes y los demás sorteados. H é aqu í parte 
de su proyecto. 
«Base 1.a.—El conocimiento y resolución de todo asunto l i -
«tigioso en que deba aplicarse la legis lación mercantil, serán 
«encomendados á un Jurado que, declarando la existencia y ex-
«tensión de las obligaciones exigibles, así como las personas 
«responsables á su cumplimiento, de acuerdo con el Juez de p r i -
»mera instancia, den por terminada la contención. La jurisdic-
»ción ordinaria será la encargada de ejecutar las resoluciones 
«del Jurado por la v í a de apremio.)) 
«Base 2.a.—Dicho Jurado deberá componerse: 1.° de un ind i -
«viduo designado con entera libertad por cada parte de las que 
«sostengan pretensiones distintas en el l i t ig io ; 2.a de un número 
«igual de individuos elegidos por suerte entre los que no recu-
«sen las partes de una lista de veinte, formada con aquellos Pro-
«fesores mercantiles é industriales agr ícolas , manufactureros ó 
«navieros que, en a tención á sus conocimientos especiales, ob-
«tengan anualmente el t í tu lo de Jurados mercantiles que solo po-
«drán otorgar las Cámaras de Comercio; y 3,° del Juez de p r i -
«mera instancia del lugar en que deban cumplirse las obliga-
«ciones según prác t ica ó convenio, que será el en que deba se-
«guirse el juicio.» 
Nosotros creemos que basta uno designado por cada parte, 
aunque tengan mayor ía los sorteados, y que no es preciso sea 
igual el número de unos y de otros. 
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autorice á recusar tres ó cuatro de los sortea-
dos (1). 
El Tribunal colegiado de derecho, y un tribu-
nal dq hecho compuesto en conjunto de 9 jurados, 
2 por designación de los litigantes y 7 por sorteo 
entre una lista de 36, á quienes hubiese conferido 
dicho cargo el voto de todos los comerciantes ma-
triculados, garantizando la idoneidad de los elegi-
dos determinadas condiciones: tal debía ser, á nues-
tro juicio, la organización del Jurado Mercantil, 
del que podríamos llamar, como en Inglaterra, gran 
Jurado, del Jurado constituido á semejanza del Ju-
rado ordinario para ver y fallar las causas gra-
ves. Pero una vez organizados estos Tribunales de 
Comercio superiores, de formas tan solemnes y 
trámites tan lentos, ó tendríamos que someter á su 
conocimiento toda clase de juicios, incluso los ver-
bales, ó que reservar los menos importantes á la 
jurisdicción ordinaria. Sucedería en lo mercantil lo 
que en el orden penal, donde, tras la creación del 
Jurado, faltan todavía por organizar tribunales in-
feriores que entiendan de los delitos correcciona-
les. "Con el restablecimiento del Jurado, dice con 
„este motivo un ilustrado juradista, se atiende ala 
„administración de justicia en lo que se refiere á 
„las causas formadas por la comisión de los déti-
„tos más graves la inmensa mayoría de los de-
l i to s , los delitos correccionales, quedan dentro de 
„la competencia de los Tribunales de derecho; las 
„ causas que se forman para averiguarlos y perse-
(1) E l § 2.° del ai t . I.0 de la ley portuguesa dé 1 Julio 3867 
sobre organizac ión del Jurado común decía: «Sin causa justifí-
»cada solo podrán ser recu ados tres jurados por la acusación 
y tres por la defensa». Y el § 8.° del art. 401 del Código de 
Procedimiento c i v i l de dicha nación de 1876: «Podrán ser recu-
»sados los jurados que no puedan ser jueces, y además de esto 
»pueden los actores recusar tres y otros tres los demandados, 
«decidiendo la suerte el orden de las recusaciones cuando entre 
»los actores ó entre los demandados no hubiere acuerdo respec-
»to de esto.» 
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„guirlos se someten al procedimiento del juicio 
„oral y público ante las Audiencias y Salas de lo 
«criminal; y de aquí un mal que hemos indicado: 
„pues el procedimiento del juicio oral y público 
„es demasiado lento y demasiado solemne para las 
«necesidades que estas causas revelan.,, 
Reclama, sin embargo, la justicia y aconseja la 
equidad que todas las causas mercantiles, sin ex-
cepción alguna, se atribuyan al conocimiento de 
los Tribunales especiales de Comercio. Y dado por 
otra parte que un organismo tan complejo como 
el Jurado Mercantil sería improcedente para cono-
cer de juicios tan sencillos como los verbales y 
los de menor cuantía, ante esta doble necesidad 
no hay más solución que la de organizar tam-
bién Tribunales Mercantiles inferiores. Estos Tr i -
bunales parecidos y análogos á los que el Gobier-
no se propone crear para decidir sobre faltas (1), 
podrían entender de toda causa de comercio, cuya 
cuantía no exceda de 5000 pesetas, desde cuyo lími-
te pasarían al Jurado Mercantil y aún no vemos in-
conveniente en que su composición fuera semejan-
te á la de esos mismos Tribunales municipales de 
lo criminal, formándose del Juez de comarca ó 
municipal y, en su defecto, del Juez de paz (2) y 
de dos comerciantes adjuntos con atribuciones los 
tres, como los escabinos alemanes y los adjuntos 
de nuestros futuros Tribunales municipales, para 
conocer del hecho y del derecho (3). 
(1} P á g s . 96 y97. 
(2) Según el proyecto de ley orgánica de 14 Junio 1891 del 
Sr. Villaverde, el Juez de comarca ó municipal en tenderá como 
Juez único en los asuntos civiles que la ley expresamente de-
termine. 
Además , con arreglo al mencionado proyecto, el Gobierno ins-
t i t u i r á Jueces de paz en todos los Ayuntamientos en que uo re-
sida el Juez municipal con el fin de que entiendan en los actos 
de conciliación y conozcan de otros asuntos de cor t ís ima impor-
tancia que se les atr ibuyan. 
(3) Claro es que estos dos comerciantes adjuntos se s aca r í an 
de la l is ta de los 36 elegidos para el Jurado Mercanti l ó t r ibu -
nales superiores. 
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Por lo demás, con estos Tribunales Mercantiles 
inferiores y sus formas y organización menos so-
lemnes se relaciona otro problema, el de la inter-
vención que deben tener los jueces ó jurados co-
merciantes en todos los períodos del procedimien-
to. Los Tribunales llamados menores instruirían y 
decidirían á la vez las causas, cuya cuantía no 
pase de 5.000 pesetas; hasta aquí ninguna dificul-
tad. Pero pasando de 5.000 pesetas las causas se 
someten al Jurado Mercantil mayor; y puesto que 
hemos recabado para el elemento comercial su 
asistencia á todos los trámites, ¿funcionará en to-
dos ellos el Jurado en pleno ó bastará una sec-
ción instructora? A nuestro juicio hay también que 
estudiar la manera de que solo una sección, 1 
magistrado instructor y 2 de los 9 jurados, por 
ejemplo, intervengan en las diligencias anteriores 
y posteriores á la vista y fallo del negocio, único 
acto en que funcionaría el Jurado en pleno. De es-
ta suerte las reuniones del Jurado completo se re-
servarían para el momento más importante y de-
cisivo de la causa, y en los demás una delegación 
ó sección compuesta de los dos elementos de su 
seno llevaría á la sustanciación y diligenciado de 
la causa lo mismo que á la ejecución de senten-
cia, la competencia mercantil y jurídica del Tr i -
bunal en pleno, sin recargarle de trabajo: sección 
á quien podrían también encomendarse todos los 
actos de jurisdicción voluntaria. 
Pero temas son éstos mucho más propios que de 
una ley sustantiva ú orgánica de Tribunales de 
Comercio, de una ley adjetiva ó de enjuiciamiento 
mercantil, cuyos dominios no hemos de invadir, si-
quiera se agiten en los confines de una y de otra 
cuestiones tan vitales, tan ligadas con las que en 
estos Apuntes se plantean, como el derecho de re-
presentación y defensa ante los Tribunales de Co-
mercio, derecho que no debe ser monopolio 4e 
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abogados y procuradores (1) desde el punto y ho-
ra que los comerciantes reciben la investidura de 
jueces y no sería lógico privarles de la facultad 
de defenderse y personarse por sí propios (2). 
(1) Véase Apéndice V, base T.*1, cuyo contenido no sorpren-
derá anadie, si se tiene en cuenta que hoy la tendencia general 
es i r á la libertad de ambas profesiones. 
No solo ha consagrado esta libertad la ley de lo contencioso-
administrativo de 13 Septiembre 1888 en su art . 32; no solo el 
Código de Comercio español de 1885 declaró libre el ejercicio de 
los cargos de agentes de cambio y bolsa y corredores de comer-
cio, que pon verdaderos notarios mercantiles; la Comisión del 
Congreso encargada de dictaminar acerca del proyecto dé re-
forma de la ley orgánica presentado en 1886 por el Sr. Alonso 
Mart ínez , acordó también que debía facilitarse el l ibre desem-
peño de las profesiones de abogado y procurador en la misma 
jur i sd icc ión ordinaria. 
Con perfecta lógica decía, pues, en el Congreso de Peritos y 
Profesores Mercantiles de 1891 el Sr. Pérez Eequeijo, volviendo 
por los fueros de la importante clase á q u e per tenecía , que: «en 
»los Tribunales de Comercio y aparte del derecho que pudieran 
«tener los profesores y peritos á formar parte de ellos como jue-
»ces, t endr ían el exclusivo de informar como peritos del mismo 
«modo que ante los tribunales ordinarios, y además ser ían por 
«ellos desempeñadas en lo mercantil las mismas funciones que los 
^abogados desempeñan en la jurisdicción civil .»—Actas de dicho 
Congreso, pág . 92. 
Nosotros pedimos más: la libertad absoluta de las profesiones 
de abogado y procurador en lo mercantil . 
(2) Consúltese la obra de Gustave Cruchon: Le droit de dé-
fense devant les Tribunaux de Commerce, publicado en 1879 en 
Francia, donde la l i teratura jur íd ica referente á la iur isdicc ión 
especial mercantil es tan extensa. Allí han vigt^ la luz pública, 
en efecto, una porción de obras consagradas á esta rama del de-
recho, entre las cuales recordamos: 
Camberlin (E): Manuel pratique des Tribunaux de Commerce. 
Teulet et Camberlin: Journal des Tribunaux de Commerce. 
B iv ié re ( H . J?.): Elude sur les Tribunaux de Commerce.—1865. 
Paringault: Z)e V Etáblisscment du ministére public prés des T r i -
bunaux de Commerce.—1860. 
Bédarr ide (J.): Commentaire du Code de Commerce. Libre I V . De 
la Juridiction commerciale.—1864. 
Cruchon {G.):De l'usurpation de la puissance législative par quel-
ques Tribunaux de Commerce. —1880. 
Oudin (Leónel): Un ábus judiciaire. Le monopole illégal des. 
agréésprés les Tribunaux de Commerce, 
No es menos fecunda la l i teratura ju r íd ica i taliana relativa á 
los Tribunales de Comercio, como se demuestra por la siguiente 
lista; 
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Examinados ya los Tribunales de Comercio ba-
jo sus distintos aspectos, Ueg-amoS al término de 
nuestra empresa. La forma en que hemos propues-
to el restablecimiento de la jurisdicción especial 
mercantil, acaso no satisfaga las aspiraciones de 
muchos que ó sostienen la necesidad del actual 
orden de cosas ó prefieren tribunales formados 
exclusivamente de comerciantes. Pero, si el Jurado 
Mercantil por su sentido armónico, por el justo medio 
en que coloca y resuelve la cuestión, mereciera la 
general aprobación, el apoyo de todos, fuerza se-
ría que los mismos poderes públicos abordasen de 
una vez su planteamiento. 
Los instantes no pueden ser más preciosos, 
ni la ocasión más propicia. No sólo van á refor-
marse nuestras leyes orgánica judicial y de pro-
cedimientos, como dijimos al principio; el nuevo 
ministro de Gracia y Justicia, Sr. Cos-Gayón, aca-
ba también de someter á la sanción de las Cor-
tes su proyecto de ley sobre suspensiones de pa-
gos y quiebras (1). Y es indudable que con buenas 
leyes sobre quiebras adelantarán, ganarán mucho 
el comercio y la industria española; pero el re-
medio, el alivio radical de sus males exige que se 
Bolaffio (L . ) : I pr incipi i nelle controversie commerciali.—Tori-
no. 1888. 
Fiore Goria (F. M.): Digesto di Giurisprudema commerciale ita-
liana delVanno 188B.—Torino. 
id, Genesidel Di r i t to Commerciale: g l i officii della suagiurispru-
denza e della sua giurisdizione. 
Scevola (A. ) : I I procedimento civile, commerciale e pénale davan-
t i i pretori.—Torino. 1885. 
Vida r i (E.) Q'QOI&ÍÍÍO: Annuariocritico della Giurisprudenza com-
merciale—Anno I , 1883.—Id. I I , 1884. - Id . I I I , 1885.—Id. I V , 
1886.—Id. V, 1887.—Torino. 
Ingaramo (A.) : Repertorio genérale d i mas sime d i Giurispruden-
za Commerciale italiane e straniere, disposte secondo i l Códice di 
Commercio. 
Id . : Formolario degli a t t i commerciali e diproceduta commerciale. 
Calamandrei (R. y. Formolario dei principali a t t i relativi alia 
procedura del Fallimento. 
(1) Proyecto leido en la sesión del Congreso de los Diputa-
dos de 25 A b r i l 1892. 
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completen esas leyes con otras sobre los encarga-
dos de aplicarlas. 
El Código de Comercio, cuando trata de im-
poner deberes y obligaciones á los comerciantes^ no 
titubea: obligación de llevar sus libros, obligación 
de conservarlos por determinado tiempo, obliga-
ción de regir todos y cada uno de sus actos por 
numerosos y á veces intrincados preceptos. Pero 
al mismo tiempo que estas obligaciones y deberes, 
las leyes de todas las épocas y paises (1) también 
les han reconocido facultades y derechos y entre 
éstos como el primero y fundamental de todos, el 
de nombrar y tener jueces propios; jueces que han 
decidido siempre con absoluta independencia los 
litigios mercantiles. 
Nosotros, sin embargo, no creemos que el res-
tablecimiento de los antiguos Tribunales de Co-
mercio, organismos sin enlace alguno con el po-
der judicial, responda hoy á las corrientes y ne-
cesidades de la administración de justicia. Ni abri-
gamos tampoco la temeraria presunción de que el 
Jurado Mercantil sea la única forma de los mis-
(1) Los Tribunales de Comercio no solo han existido en Eu-
ropa desde el siglo X I I bajo los nombres de Curia Maris, Curia 
admiralitatis, Curia Mercatorum y más comunmente Consula-
dos. 
E l Sr. Alvarez Manzano en su «Curso de Derecho Mercanti l ,» 
tomo I , pág . 156, nota 2, demuestra además con los siguientes 
datos la existencia de jueces mercantiles en algunos de los ptie-
blos de la an t igüedad : «por el testimonio de Herodoto (Lib , I I 
»§ 178), se sabe que el rey de Egipto había concedido á los co-
«merciantes extranjeros, en particular á los griegos, el derecho 
»de elegir ó nombrar magistrados ipara. divimir sus contiendas; 
«por los discursos de D e m ó s t e n e s y por los escritos de Lysias y 
«Jenofonte, consta que h a b í a en Atenas unos jueces especiales 
«para entender en los asuntos mar í t imos (Pardessus, Us et cou-
úumes..'., tomo I , pág . 50); en Roma se establecieron los Magis-
Dtri officiorum encargados de las causas relativas á las corpora-
wciones comerciales; y Stracca (De Mercatura), Azuni (Discorso 
vpreliminare al Dizionario) y Noguier (De? trib. de comm.) pre-
«tenden ver en el texto de la ley 7 del Código, De Jurlsdictione 
y>omnium judicum, los vestigios de una jur isdicción especial pa-
«ra el comercio.» 
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mos adaptable al medio en que vivimos. Pero, sí, 
entendemos con íntimo convencimiento que la crea-
ción del Jurado Mercantil (1) ó de otra forma análo-
ga de tribunales mixtos en que intervengan jun-
tos comerciantes y jueces de derecho, ha de re-
dundar en beneficio de todos, en beneficio de los 
(1) Con posterioridad á lo manifestado en la nota 2 de la 
pág . 108 llega á nuestras manos el Decreto de 29 Marzo 1890, 
que organiza el Jurado Mercantil en Portugal y resuelve las 
dudas allí apuntadas. 
Hó aquí su contenido que por su importancia excepcional nos 
apresuramos á reproducir, siendo de lamentar que no figure en 
el tomo correspondiente de la erudita Colección de Inst i tucio-
nes polí t icas y jur íd icas d é l o s Sres. Romero Girón y Garc ía 
Moreno, tomo aparecido á mediados de 1891. Dice así: 
«Art . 1.° Se crea en cada comarca un Tribunal de Comercio, 
sal cuál corresponderá: 
»1.0 Conocer de las causas de comercio; 
»2 0 Conocer de las causas sobre presas ó procedentes de 
«presas, hechas por buques de guerra ó armadores portugue-
»ses; 
«S.0 Ejercerlas atribuciones que le fueren encomendadas 
«por el Código de Comercio y demás leyes especiales. 
»Art. 2.° Los jueces de derecho de Lisboa y Oporto t e n d r á n 
«competencia en todas las cuestiones comerciales, ya conozcan 
«solos de ellas, ya con intervención de los jurados. 
»§ único. En las comarcas de Lisboa y Oporto subs i s t i r á la 
«organización especial de los Tribunales de Comercio. 
«Art. 3.° En las demás comarcas serán secretarios de los 
«Tribunales de Comercio los respectivos delegados del procu-
«rador real. 
«Art . 4.° E l Jurado de Comercio puede dejar de funcionar 
«en todas las causas en que las partes lo acordaren, excepto en 
das provincias. 
«Art. 5.° En los casos en que funcionen los jurados mer-
«cantiles pres idirá el juez de derecho el t r ibunal y decidirá to-
ndas las cuestiones de derecho correspondiendo exclusivamente 
«á aquéllos el conocimiento de las cuestiones de hecho. 
»§ único. Cuando no i n t e r v é n g a n l o s jurados, el juez de de-
«recho ejercerá en, materia mercantil y en los té rminos de la 
«legislación respectiva las mismas atribuciones que le compe-
»ten en materia c iv i l . 
»Art. 6.° E l censo ó registro del Jurado Mercanti l será or-
«ganizado por el secretario del t r ibunal correspondiente. 
. »§ 1.° Solo podrán ser inscriptos en el censo ó registro para 
«el Jurado Mercantil los comerciantes matriculados y los no 
«matriculados de la comarca, y no habiéndolos en número sufi-
«ciente, los ciudadanos que t é n g a n l a s condiciones literarias que 
«dispensan de la prueba del censo prefiriendo á los bachilleres 
«en derecho y á los 40 mayores contribuyentes. 
' • , • - 16 ? 
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intereses del comercio, en beneficio de los intere-
ses de la justicia y debe ser en la i actualidad la 
principal aspiración de las clases mercantiles (1). 
»§ 2.» Heelio el censo ó registro, el Jurado Mercanti l será 
«elegido por los comerciantes matriculados; y donde no los hu-
»biere en número de 10, se procederá al sorteo como para el Ju-
«rado criminal . 
»Art. 7.° Quedan derogadas las disposiciones contrarias á 
«este Decreto.» 
Tal es él decreto de 29 Marzo 1890 sobre Jurados Mercantiles 
en Portugal, decreto que s u f r i ó l a s siguientes alteraciones en 
v i r t u d de la ley de 7 Agosto 1890: 
»12.—Lo dispuesto en el párrafo 2.° del art. 6 del Decreto de 
»29 Marzo 1890 publicado por el Ministro de Justicia queda mo-
«dificado en los t é rminos siguientes: Hecho el censo ó registro 
»á que se refiere este ar t ículo , el Jurado Mercantil será elegido 
»por los comerciantes inscriptos en el mismo, y donde no los hu-
«biere en número de 10, se procederá al sorteo como para el Ju-
«rado cr iminal . 
«IS.—El conocimiento de las causas y pleitos de comercio que 
«hubieren de ser decididos en cualquier comarca, cor responderá 
«exclusivamente al Tr ibunal de Comercio de dicha comarca, 
«quedando derogado para este efecto lo prevenido en el ar t . 
«1032 del Código de Comercio de 1833. 
«Esta disposición empezará á regir en las comarcas que ac-
«tualmente no tienen Tribunal de Comercio desde el estableci-
«miento del respectivo t r ibunal . 
«Quedan así ampliadas las disposiciones del Decreto de 29 
«Marzo 1890 publicado por el ministerio de Justicia. 
«14. Los Jurados en las causas de comercio solo serán pre-
«guntados sobre los hechos acerca de los cuales no exista confe-
«sión ó acuerdo dé las partes ó no se hallaren probados por 
«documentos au tén t icos , salvo caso de falsedad. 
«Quedan asimismo ampliadas en estos té i minos las disposi-
«ciones del repetido Decreto de 29 Marzo 1890*. 
(1) I lazón tenía, pues, la Cámara de Comercio de Málaga al 
decir en su informe de 30 Enero 1892 sobre los Tratados de Co-
mercio á celebrar y renovar: 
«No debe, por lo tanto, perder de vista el Gobierno que el p r i -
«mero, absolutamente el primero de todos los requisitos para 
«poder entrar E s p a ñ a en inteligencias con otros países , es el de 
«satisfacer cuantas necesidades y aspiraciones, no de ahora, 
«desde muchís imos años, siente y viene reclamando el comercio 
«de buena fe. Mientras en E s p a ñ a no se administre la justicia 
ven materia mercantil sin las dilaciones, dispendios y falta de cono-
wimientos con que hoy se administra-, estableciendo tribunales espe-
«cmZes, mientras..;., el país no se ha l la rá en circunstancias de 
«medir sus armas con n ingún otro en el terreno económico.» 
A P É N D I C E S 

APÉNDICE I 
Conclusiones votadas por el Congreso Jur íd ico 
Español de 1886 (1). 
T E M A DUODECIMO 
«Tribunales especiales de Comercio: si conviene restablecer-
los en España .» 
«Caso afirmativo, cuál habr ía de ser su organización.» 
CONCLUSIONES: 
1. a No conviene restablecer los suprimidos tribunales con-
sulares. 
2. a Las cuestiones de hecho que en asuntos mercantiles se 
susciten, podrán ser sometidas á la apreciación y rosolu'.-ión de 
un Jurado de comerciantes. 
3. a Las cuestiones de derecho serán resueltas por los t r ibu -
nales ordinarios. 
(1) E s en extremo interesante el resultado de las votaciones r e c a í d a s 
acerca de cada una de las tres conclusiones del tema 12°; resultado que se 
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P r e s i d i ó dicho Congreso el ilustro ex-ministre de Estado, D . J o s é de C a r -
vajal y Hue, y redac tó una de las ponencias relativas á los Tribunales de C o -
mercio otro m a l a g u e ñ o no menos eminente, el ex-subsecretario de Grac ia 
y Just ic ia , D . B e r n a b é . D á v i l a Bertololi, ambos Diputados á Cortes por M á l a -
ga en la actualidad. 
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APÉNDICE I I 
Bases del proyecto elevado á las Cortes por la Cá-
mara de Comercio de Málagra en 8 Huero 1888 con 
la adhesión de la mayoría de las Cámaras. 
1. a Restablecimiento de la jur isdicción mercantil , s egún las 
razones expuestas. 
2. a P romulgac ión de una ley de Enjuiciamiento apropiada á 
la especialidad del Código de Comercio y á la de la jur isdicc ión 
mercantil . 
3. a No pueden restablecerse en la actualidad los antiguos 
Tribunales de Comercio, tales como se bailaron constituidos 
hasta 1868, porque es aspi rac ión general que sean peritos en la 
materia ju r íd ica los que hayan de apl icar la ley al hecho. 
4. a Por idént ica razón no debe organizarse un Tr ibunal 
mixto de Jueces letrados y legos que, con igual derecho y dis-
t i n t a capacidad, concurran á dictar los fallos. 
5. a Mas sí pueden y deben establecerse Tribunales especia-
les de Comercio, bajo la denominación de «Ju rados Mercanti-
les», con arreglo á las siguientes bases: 
A. Estos Tribunales se compondrán de los Magistrados de 
las Salas de lo c i v i l de las Audiencias, y donde és tas no exis-
tan, del Juez de 1.a instancia y de dos adjuntos letrados, uno 
de los cuales será el Juez municipal, si tuviera ta l condición, y 
de siete ó nueve comerciantes, designados uno por cada parte 
y los demás por sorteo entre los adscriptos á las Cámaras de 
Comercio ó por elección de su Junta Directiva, ó entre los1 que 
contribuyan por subsidio industr ial donde no hubiera Cámara , 
con ta l que sean mayores de edad y sepan leer y escribir. De 
manera que resulte impar tanto el número de los Jueces como 
el de los comerciantes. 
Habiendo más de un Juez de 1.a instancia, y por ello tam-
bién m á s de uno municipal, se es tablecerá el respectivo turno. 
E l letrado adjunto será sorteado entre los ejercentes del Co-
legio, y donde no haya ta l Corporación, entre los ejercentes de 
la localidad. 
B . Dichos Tribunales se crearán en las capitales de pro-
vincia y en los centros comerciales é industriales.de impor-
tancia. 
C . Será de su exclusiva competencia el conocimiento de to-
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dos los negocios y causas de comercio, de mayor cuan t í a , per-
tenecientes á su respectivo terr i tor io ó demarcac ión . 
D . La t ramitac ión corresponderá al Presidente que, según 
el lugar del ju ic io , lo será el Presidente de Sala ó el Juez de 1.a 
instancia. 
Las cuestiones de derecho que surjan serán resueltas, en 
todo caso, por los Jueces letrados formando tr ibunal . 
E . H a b r á una sola instancia, con juic io oral y público, á 
reserva del recurso de casación y de los demás extraordinarios. 
F . Hecha la subs tanciac ión del ju ic io que t e r m i n a r á con los 
informes orales, el Presidente someterá á los Jurados las con-
clusiones de becho que ban de ser objeto del veredicto, al cual 
se a jus ta rá el t r ibunal de derecbo para dictar sentencia. 
Cr. Se p romulga rá una ley de Enjuiciamiento mercantil , en 
a rmon ía con las preinsertas bases y con el modo de ser y fun-
cionar de estos tribunales. 
APÉNDICE I I I 
IMscurso del Sr. Ministro de Gracia y Justicia en 
la ses ión celebrada por el Senado el 21 Febrero 
1888 y rectificación del Sr. Marqués de Casa J i -
ménez. 
E l Sr. Ministro de Gracia y Justicia (Alonso Martínez): 
En el mes de Noviembre del año úl t imo, habiendo yo recibido 
varias peticiones de Barcelona y Bilbao y otras plazas impor-
tantes de comercio, reuní á la comisión revisora del Código 
mercantil que yo t en ía la honra de presidir, compuesta de per-
sonas de todas las opiniones polí t icas, y sumamente competen-
tes en todas las ramas del derecho, pero singularmente en el 
derecho mercantil, y d i cuenta de todas las exposiciones y pe-
ticiones que hab ía recibido el Gobierno. 
En las unas se pedía el restablecimiento de los antiguos T r i -
bunales de Comercio. En las otras, la reforma de la ley de En-
juiciamiento c iv i l en la parte que se refiere á los asuntos mer-
cantiles, para que éstos se tramitaran más r áp idamen te . Y en 
las otras, finalmente, se pedía lo mismo que había consignado 
en una de sus conclusiones el ú l t imo Congreso de Jurisconsul-
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tos celebrado en España^ ó sea que se introdujera el Jurado 
mercantil ó pericial en los jo icios sobre asuntos de comercio. 
Después de una detenida deliberación, á propuesta mía, se 
nombraron tres subcomisiones. 
Una no tiene in terés para este debate, porque se refiere á los 
derechos que con arreglo á las actuales tarifas perciben los co" 
rredores de comercio y agentes de Bolsa. 
L a otra era relativa á la modificación que debía introducirse 
en ni Código de Comercio recientemente promulgado en la par-
te que se refiere á la suspensión de pagos de los comerciantes; 
porque la experiencia públ ica en Barcelona y en Madrid ha de-
mostrado que si eha s i tuación del nuevo Código es magnífica y 
de excelentes resultados cuando se trata de comerciantes de 
buena fe, se presta á grandes fraudes cuando se t ra ta de comer-
ciantes de mala fe que simulan una quiebra, inventan crédi tos 
y perjudican por este medio á los acreedores legí t imos . 
Y la ú l t ima , la que hab ía de entender en lo mismo que es ob-
jeto del ar t ículo adicional, es decir, de la modificación de la 
ley de Enjuiciamiento c iv i l en la parte relativa á los asuntos 
de comercio. 
Sobre este punto, m i pensamiento, que es ya antiguo, y que 
he visto confirmado por el Congreso de Jurisconsultos, y que 
además tenía el apoyo de una mu l t i t ud de exposiciones de las 
que había recibido el Ministro, era, sin romper la unidad de 
fueros, que es una de las conquistas de la ciencia moderna, in -
troducir, sin embargo, en los procedimientos relativamente á 
los asuntos mercantiles el Jurado de comerciantes, el Jurado 
de psritos, tomándolos de determinadas clases, según la índole 
del asunto comeicial acerca del cual verse el ju ic ie . ¿Se trata, 
por ejemplo, de una .cues t ión de banca? Pues se compondrá de 
banqueros y de contables, el contable del Banco de E s p a ñ a y 
los de otros establecimientos de crédi to , t ambién reputados. ¿Se 
trata de una cuest ión de caminos de hierro? Pues se l l amará á 
las personas que tienen ya experiencia en el manejo de las ta-
rifas y en la dirección y explotación de los caminos de hierro. 
Este Jurado debería resolver sobre las cuestiones de hecho) 
para lo cual las partes formular ían las cuestiones; y no sólo 
resolver ía sobre las cuestiones de hecho, que h a b r í a n de figu-
rar en los resultandos de las sentencias, sino todas aquellas que 
se refieran á las p rác t i cas mercantiles, bien sea á las prác t icas 
generales, bien á las especiales de la plaza de comercio en don-
de se haya girado la letra ó donde deba tener lugar el cumpli-
miento de ella. Sobre estas bases, es decir, dando estas l íneas 
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generales á l a comisión revisora del Código de Comercio, se nom-
bró una subcomisión compuesta de los Sres. Rodr íguez Sam-
pedro, D. Gabriel Rodr íguez y Sr. Muniesa, que me parece que 
es Presidente de la Cámara de Comercio, y esos tres señores son 
los que es tán haciendo ese trabajo..... 
Ahora, si el deseo de los autores de dicho a r t í cu lo adicional 
fuera el restablecimiento de los antiguos Tribunales de Comer-
cio (1), yo, por m i parte, no podía acceder á ello: yo no puedo ac-
ceder á que se rompa la unidad de fueros, que me parece una 
conquista de la ciencia moderna; y además , yo les ruego que 
consideren lo peligroso qup ser ía abrir brecha en ese principio 
de la unidad de fueros, porque tras de los comerciantes ven-
dr ían naturalmente los eclesiást icos, tras de los comerciantes y 
los ecles iás t icos vendr ían los militares; en seguida el Minis t ro 
de Hacienda invocar ía otra vez los intereses del Fisco para 
restablecer la jur isdicc ión especial de Hacienda sobre el con. 
t rabando, y de esta manera, de concesión en concesión, volve-
r í amos al estado de verdadera a n a r q u í a que ex is t í a antes de 
la ley sobre unidad de fueros. 
Les llamo t ambién la a tenc ión sobre lo que eran los antiguos 
Tribunales de Comercio, que yo he conocido muchos; y la ver-
dad es que lo que allí preponderaba era la opinión del Letrado 
Asesor, que era una especie de funcionario irresponsable, con 
el concurso nominal, m á s bien que real, que le prestaban los 
comerciantes. Y para la especialidad del fuero ex i s t í a sólo la 
primera instancia, porque en seguida venía la apelación alas 
Audiencias territoriales; de manera que Magistrados, si acep-
tamos el punto de vista de los especialistas, que no estaban ver-
sados en los negocios de comercio, eran los quo, decidían en la 
alzada; y, por ú l t imo, venía el recurso de injusticia notoria an-
te los Magistrados del Tr ibunal Supremo, que podían no ser 
especialistas en el Derecho comercial terrestre, y mucho me-
nos en el mar í t imo . Por consiguiente, aquello no t e n í a las ven-
tajas que se supone y que creo yo ob tendr í a el comercio entre-
gando á ese Jurado especial de comerciantes, en cada caso, la 
resolución, no sólo de todas las cuestiones de hecho (base y 
(1) He aquí su contenido: « L o s Senadores que suscriben, tienen la honra 
«de someter á la aprobac ión del Senado la siguiente ad ic ión , que const i tu irá 
«un art ículo transitorio al dictamen sobre el proyecto de ley estableciendo el 
«Tribunal d e l J u r a d o . » 
«Art ículo transitorio. E l Gobierno presentará ú las Cortes en la p r ó x i m a 
« leg i s la tura , ó antes s i fuere posible, un proyecto de ley para restablecer los 
«Tr ibunales de Comercio sobre la base cíe Jurados M e r c a n t i l e s . » 
n 
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fundamento del fallo,) sino de todas las cuestiones relativas á 
las p rác t i cas de comercio 
E l Sr. Marqués de Casa J iménez: Como uno de los firman-
tes del a r t ícu lo transitorio que se ha puesto á discusión, 
oídas las explicaciones del Sr. Minis t ro de Gracia y Justicia, 
no tengo inconveniente en retirarlo, recordando sólo al señor 
Minis t ro de Gracia y Justicia que al extenderse las bases para 
aplicar el Jurado á los negocios comerciales, no olvide que de 
nada se rv i rán estos jurados para e l objeto práct ico que se pro-
ponen las C á m a r a s de Comercio si no tienen parte t a m b i é n en 
los procedimientos desde el principio; porque venir á fallar 
cuando los Tribunales ordinarios en los procedimientos hayan, 
por di lación ó por otras causas, agotado todos los recursos, y se 
hayan extinguido los fondos que pudieran ser objeto del l i t i -
gio, ¿qué hab ían de hacer los jurados sino repart ir lo que que-
de, si algo existe? Es preciso, pues, que desde un principio ten-
gan par t i c ipac ión en los procedimientos para dir igir los breve y 
económicamente^ 
APÉNDICE I V 
Propos ic ión aprobada por la primera Asamblea 
greneral de las Cámaras de Comercio españolas en 
sn ses ión de 19 Iliciembre 1889. 
Los que suscriben solicitan de esta Asamblea el nombra-
miento de una Comisión que pida al Sr. Minis t ro de Gracia y 
Justicia y le exponga la u r g e n t í s i m a necesidad de formular un 
Proyecto de ley sobre Jurados Mercantiles, oyendo á las Cá-
maras sobre la organizac ión que deben tener. —Luis Moróte, 
representante de la Cámara de Valencia.—Miguel Moya, i d . de 
la de Logroño.—Leopoldo Pardo García, i d . d é l a de Santander. 
—Estanislao Gr. Monfort, i d . de la de V a l e n c i a . — ü . Sánchez de 




Bases aprobadas por la segunda Asamblea gene-
r a l de las Cámaras de Comercio españolas en su 
ses ión del 22 Mayo 1891. 
Creación de Tribunales Mercantiles. 
Base 1.a 
Se res tab lecerá la jur i sd icc ión mercanti l para todos los actos 
definidos en el Código de Comercio. 
Base 3.a 
Será ejercida dicha jur i sd icc ión en ún ica instancia y en j u i -
cio oral y público por tribunales especiales. 
Base 3.a 
Conocerá de toda demanda de mayor cuan t í a en negocios de 
comercio el Jurado Mercanti l , el cual se compondrá de dos sec-
ciones: una de comerciantes que aprec ia rán la índole ó natura-
leza del hecho con todos sus accidentes y e s t imarán la prueba; 
otra de Magistrados, á quienes ú n i c a m e n t e cor responderán las 
aplicaciones en derecho. 
Base l.8 
Se p rocu ra rá que los comerciantes, auxiliando á los Jueces de 
derecho, conozcan t ambién de los asuntos verbales y de menor 
cuant ía , as í como que en los de cuan t ía mayor no se l imi te su 
in tervención al acto de la vista en el juicio oral y públ ico, sino 
que se extienda además á todos los períodos del pleito, desde el 
de su incoación hasta el de ejecución de sentencia inclusives. 
Base 3.a 
Se creará en el Tribunal Supremo una Sala especial de lo 
Mercantil , que en tenderá de los recursos de casación y unifor-
m a r á la jurisprudencia. 
Base 6.a 
Se p romulga rá una ley de Enjuiciamiento mercantil en ar-
monía con la especialidad de esta jur i sd icc ión y al objeto d^ 
abreviar y reducir cuanto sea posible los t r á m i t e s todos de los 
negocios ó causas de comercio. 
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Base T.8, 
Será libre la defensa aiite los Tribunales Mercantiles, pudien-
do las partes alegar sus derechos por sí mismas y sin valerse 
de procurador. 
Salón de sesiones de la Asamblea general de las Cámaras de 
Comercio. 
Madrid 22 Mayo 1891.-^Basilio Faraiso, representante de la 
Camarade Zaragoza,—Alfonso Sala, de la de Tarrasa.—Pedro 
Gómez Chaix, de la de Málaga.—Quir ico Llagimo, de la de 
'Ponce.--Rafael López Amigo, de, la de Córdoba.—Luis Fer-
nández de Heredia, de la de Santiago. 
APÉNDICE V I 
Couclusioues votadas por el Congreso nacional de 
Profesores y Peritos Mercantiles en su ses ión de 
clausura de 30 Mayo 1891. 
T E M A TERCERO 
1. a Conclusión. E l Congreso declara que se debe proceder 
inmediatamente á la formación y publ icación de una ley de 
Enjuiciamiento mercanti l . 
2. a E l Congreso declara que para la subs tanc iac ión y de-
c is ión-de los l i t ig ios sobre asuntos de comercio debe proce-
derse á la creación de Jurados Mercantiles. 
APÉNDICE V I I 
Propos ic ión de ley presentada al Senado por Don 
Manuel Uurán y Bas y tomada en consideración 
por dicho Cuerpo legislador en Junio 1891. (1) 
A r t . 2.° Se restablece la jur i sd icc ión mercantil para los 
asuntos y cuestiones de comercio. 
(I) No reproducimos ios d e m á s ar t í cu los de esta p r o p o s i c i ó n de ley por 
referirse bien á las reglas para determinar las condiciones de los que deben 
considerarse comerciantes, bien á las reformas que han de introducirse en 
lo concerniente á suspensiones de pagos y quiebras. 
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Los Tribunales de esta clase se compondrán de un Juez le-
trado y de dos magistrados y dos suplentes de la clase de co-
merciantes, elegidos entre los que paguen las tres primeras 
cuotas de cont r ibución , á propuesta de las Juntas provinciales 
de agricultura, industr ia y comercio. Los cargos de los cuatro 
ú l t imos d u r a r á n dos años; y nadie, salvo en la primera elec-
ción, podrá ser nombrado juez propietario sin haber ejercido 
durante dicho tiempo el cargo de suplente. 
E l Juez letrado deberá d i r ig i r por sí solo la t r ami tac ión ; pe-
ro el Tribunal deberá reunirse y resolver sobre todos los casos 
de embargos preventivos, incidentes, fallos definitivos y actos 
de jur i sd icc ión voluntaria, hab i l i t ándose los d ías y horas inhá-
biles para todos los que tengan carác te r de urgencia. 
A r t . 8.° En la ley o rgán ica del poder jud ic i a l se determina-
r á cuanto sea indispensable para la organizac ión de los Tr ibu-
nales de Comercio en primera y segunda instancia, y en la de 
Enjuiciamiento se in t roduc i rán las necesarias excepciones, para 
la mayor brevedad en la t r ami tac ión de los asuntos mercantiles; 
s ó b r e l a base del juicio oral en cuanto sea posible. 
APÉNDICE V I I I 
¿Quienes son comerciantes? (1) 
Gran diversidad de opiniones reina en cuanto á establecer 
una verdadera l ínea divisoria entre los actos mercantiles y los 
demás actos del hombre: incertidumbre y confusión que toda-
vía suben de punto, si se desean aquéllos especialmente dis t in-
guir de determinados actos afines, como, por ejemplo, de los 
actos de la cont ra tac ión c i v i l ó de los actos industriales. 
Ins t i tuc ión de amplios y vas t í s imos horizontes, que se dila-
tan á cada paso en nuestras modernas sociedades por excelen-
cia trabajadoras y activas; de índole compleja y sobrada de re-
sortes y medios, no obstante, sencil l ís imos; abierta á todo el 
(1) Insertamos por v í a de a c l a r a c i ó n á lo dicho en la página 67 el siguiente 
trabajo nuestro que YÍÓ la luz piiblica en los n ú m e r o s ISÍS, 1816,1822, 1830 y 
Y1837—días 18, 22 y 28 Abr i l , 6 y 13 Mayo 1891,—del popular diario malague-
ño L a Unión. M e r c a n t i l , que dirige con tanto acierto el fecundo y notable 
escritor D , Antonio F e r n á n d e z y G a r c í a , 
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mundo, asi como desprovista de todo género de monopolios ó 
privilegios, que otras profesiones ofrecen y reservan á los en 
ellas iniciados; fiel reflejo de toda nuestra vida espiri tual y físi-
ca, la cual no se reduce sino á un mero cambio constante de ma-
teria ó á un puro perpetuo cambio de ideas; es el comercio uno 
de los conceptos más difíciles de definir seguramente en la 
ciencia del derecho, y sobre cuyo contenido y ex tens ión aún 
andan desacordes los pareceres, no solo de los Códigos, sino de 
los sabios y de las gentes. 
Y no se diga que aquí sólo tratamos de sutilezas m á s ó menos 
escolás t icas y de argucias m á s ó menos metaf ís icas . Pregun-
tad á los filósofos, á los economistas, á los oradores, lo que 
entienden cada uno por las leyes de la palabra, de la riqueza 
ó del pensamiento; y sus disquisiciones, con ser de la ma-
yor trascendencia moral y hasta social, si se quiere, no os 
resolverán quizás n i n g ú n problema de inmediata aplica-
ción, n i de fecundo resultado para la vida. Pero emprended l a 
reconst rucción ó la venta de una de vuestras fincas; arrendad 
vuestros campos y sus cosechas; moved vuestros capitales; ¿y 
sois ó no sois comerciantes? Porque, siendo comerciantes, en-
seguida os saldrá el Código mercantil al encuentro y tendré is 
que obedecer sus preceptos; mientras que, no siéndolo, podréis , 
en cambio, impunemente eludirlos. 
I I 
U n propietario se dedica á la venta y compra de bienes in-
muebles, y un industr ia l á la fabricación de sus productos. H é 
aqu í dos casos bien frecuentes. Planteemos, sin embargo, la 
cuest ión bajo t é rminos más concretos todav ía . Tal propietario 
enajena un.predio para adquirir otro, y tras éste, enajena el se-
gundo para adquirir un tercero, y as í sucesivamente. Tal i n -
dustrial va al mercado por sus materias primas, pide oro, pía" 
ta ó metales, y ,con ellos fabrica alhajas y joyas, que después 
vende. ¿Ese propietario y ese industr ial se ocupan ó no de ac-
tos de comercio? 
Ante todo, conviene dejar sentada una aclaración previa. Hay 
actos esencialmente mercantiles y actos no mercantiles por na-
turaleza. L a letra de cambio, sean cualesquiera las personas 
que en ella intervengan, tiene que ser siempre, de mal ó de buen 
grado, un acto mercantil , lo mismo ejecutado que no por comer-
ciantes. Contadís imos estos hechos por esencia mercantiles, 
enumerados en el Código de comercio, al alcance de todos y á 
su vista, claro es que sobre ellos n i cabe suscitar dudas, n i 
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abrir discusión siquiera, n i llamarse á engaño . mucho menos. 
JPero quedan los actos mercantiles que no lo son por su na-
turaleza; cuyo carác ter in t r ínseco de tales no llevan sustancial-
mente consigo; que podrán ó no gozar los beneficios de su cla-
se, s egún los consideren así ó no los consideren la ley, la cos-
tumbre, los tribunales, la jurisprudencia. Y t r a t ándose de ellos 
las dificultades arrecian. 
¿Qué es el comercio? Una serie de contratos, un tegido de 
transacciones y convenios, dirán algunos. Y si el comercio es 
un tegido y una serie de transacciones, convenios y contratos, 
¿no cae el comercio por ventura dentro del tratado de obliga-
ciones, parte pr incipal ís ima, entre todas, del fuero común y del 
derecbo civil? Pues qué: ¿no exis t ió acaso el comercio, y no só-
lo exist ió, sí que prosperó y floreció, por modo maravilloso, en 
aquellas colonias griegas; cuyas leyes en materia mercantil 
apenas contenían meros reglamentos administrativos; y en 
aquel pueblo romano, maestro de todos los pueblos antiguos y 
modernos en el derecbo privado, cuya legis lación adqui r ió tan 
inmenso y enorme desarrollo sin nombrar casi nunca la pala-
bra comercio ó comerciante? ¿Y antes de llegar en E s p a ñ a á 
tiempos relativamente modernos, antes de que se promulgaran 
las célebres Ordenanzas de B ú r g o s y Bilbao, no fueron tam-
bién comerciantes nuestros padres, descendientes de cartagi-
nés y fenicios, y autores, sin embargo, de códigos tan renom-
brados como el Fuero Juzgo y las Partidas, donde no se vis-
lumbran aún sino pálidos albores de nuestros actuales compl i -
cad ís imos Códigos de comercio? Razones todas que abonan y 
demuestran en apariencia, ¿no es así? una perfecta identidad 
entre los actos mercantiles y civiles. 
I I I 
Si en todas las épocas pudo, pues, el comercio existir sin le-
yes especiales; si los Códigos mercantiles son obra modern ís ima 
y apenas presentida por,los antiguos pueblos comerciantes; in -
dudablemente, en su fondo, en su sustancia debe haber algo co-
mún á los contratos mercantiles y á los contratos civiles y no 
debemos vacilar nosotros en confesarlo. 
Convenios y convenios son al fin los unos y los otros; y á la 
contra tación c iv i l , á las obligaciones civiles pertenecieron am-
bos hasta hace poco, sin que el sagaz y profundísimo sentido 
jur ídico de los romanos tuviera que separarlos. Esto empero, 
para que las hoy vigorosas y pujantes legislaciones mercanti-
les, encerradas y reprimidas hasta aquí en los estrechos moldes 
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de la legislación c iv i l , hayan triunfado de los estorbos y ma-
lezas que antes trataran de ahogarlas ó detenerlas en su cami-
no, era menester t ambién algo, algo as í eomo su razón de vida, 
como la causa determinante de su apar ic ión en la historia j 
como su enseña y norma de combate. Y ese algo, ese ca rác te r 
esencial y propio del comercio, es lo que más divide los Códi-
gos y las doctrinas, según ya iremos notando más adelante, 
IV-
Es evidente que, para saber y averiguar quienes son y quie-
nes no son comerciantes,—profesión que todos los Oódigos, na-
cionales y extranjeros, definen diciendo que por tales entienden 
IOÍ; que ejecutan, ejercen ó realizan habitualmente actos de co-
mercio,—debemos ante todo part i r de la contemplación y del 
conocimiento mismo del comercio y de los actos mercantiles, en 
cuanto tienen aquél y éstos de especial, carac ter í s t ico y propio; 
sin lo cual nada podr íamos adelantar en nuestras indagaciones 
ulteriores. Importa, pues, que, lejos de abordar de frente por 
ahora la cues t ión planteada y propuesta en estos ar t ículos , nos 
limitemos á seguir estudiando esa esfera y ese orden de la ac-
t ividad humana que ostenta y determina la palabra comer-
cio. 
A este propósi to, nos fijábamos en que las relaciones civiles 
ordinarias y las relaciones especiales mercantiles, regidas hoy 
por Códigos distintos, han venido hasta aquí h i s tó r i camen te 
confundidas; y que, al separarse, al divorciarse estas relaciones 
en nuestros días, como los hechos colectivos no obedecen á ca-
prichos ciegos, n i á veleidades de la voluble suerte, sino á mo-
tivos real y universalmente sentidos; este hecho, primero de la 
confusión h is tór ica de ambas relaciones, de su separación y res-
pectivo divorcio después, debe encarnar en la propia realidad 
del comercio, ayer escarnecido y vilipendiado y perseguido por 
el atraso de los tiempos, y ahora vuelto á su merecida grandeza, 
á su necesario explendor, y aclamado y bendecido en nuestra 
culta época como una prenda y un augurio de paz, de prospe-
ridad, de progreso para el mundo. 
¿Qué nota predomina, pues, en el comercio? ¿Predomina el 
cambio? ¿ P r e d o m í n a l a especulac ión y el lucro? ¿Predominan el 
cambio y el lucro á la vez? ¿Predomina la nota industr ial ó la 
nota civil? Problemas Lodos que paso á paso expondremos. 
Los que solo miran y consideran el comercio bajo su aspecto 
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ó punto de vista económico, afirman, y afirman una verdad, 
aunque verdad incompleta y á medias, que la esencia del co-
mercio consiste en el cambio. Efectivamente, si es cierto que 
no puede darse n i concebirse el fenómeno comercio sin que va-
ya acompañado del fenómeno cambio, todo parece inducir á que 
se tenga al segundo como la piedra angular sobre que descan-
san las operaciones del primero; lo que no resulta, sin embargo, 
con todo rigor exacto. 
Proclaman los sostenedores de esta doctrina que en el juego 
y mecanismo de las funciones económicas, cuyo fin supremo y 
ú l t imo estriba en producir riqueza por medio de la industr ia , ó 
sea en aplicar nuestra actividad á la creación y aumento de u t i -
lidades, el comerciante t ambién á su modo riqueza produce, no 
de otra suerte que el agricultor ó el industr ial , existiendo una 
industria comprensiva y común á todos ellos, en cuya clasifica-
ción corresponde al comercio la llamada por algunos de traspor-
te ó acarreo. Y no negaremos nosotros que el comerciante cree 
utilidades; ni que la función intermedia que desempeña, entre 
de lleno en los dominios de la economía polí t ica; n i que, as í 
como el agricultor produce y el industr ia l transforma, el co-
merciante no haga m á s que aproximar los productos sin trans-
formar ó transformados. 
Por otra parte, descendiendo á m á s hondos detalles, obsérva-
se que el comerciante no obtiene del productor los productos 
sino después de abonarle los gastos y el trabajo de producción, 
como á su vez tampoco el consumidor del comerciante los ad-
quiere sin indemnizarle de los riesgos corridos y del servicio 
prestado. Luego cambian siempre los comerciantes con pro-
ductores y consumidores. Luego no hay comercio sin cam-
bio. Luego siempre se descubre és te en aquél . 
¿Pero, si no hay comercio sin cambio, puede decirse con el 
mismo motivo que todo cambio es comercio? ¿No cambian aca-
so todas las profesiones? ¿No cambia el abogado sus informes, 
el ingeniero sus estudios, su asistencia el médico? ¿No se cam-
bia en toda permuta civil? ¿No cambiamos todos á cada mo-
mento y á cada momento y á cada hora una porción de cosas? A 
semejantes objeciones conduce la teor ía inflexible, cerrada, 
estrecha que venimos señalando. Vale y priva mucho, sí, su con-
sideración y su aspecto económicos en el comercio, como que 
esa consideración y ese aspecto económicos nos sirven para 
contestar á aquellas objeciones. Pero el comercio no pertenece 
sólo á la economía polít ica, pertenece además á la ciencia del 
derecho; y al derecho, lo mismo que á la economía, sin exclu-
ís 
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sivismos de ninguna clase, hay que pedir inspiraciones, si pre-
tendemos formar una concepción cabal y completa del comer-
cio y de sus actos, los cuales no son ni relaciones puramente 
económicas, n i relaciones puramente jur íd icas , sino relaciones 
influidas á la vez por la economía y el derecho, 
V I 
Verdad es que, si todas las profesiones cambian, si el aboga, 
do cambia sus informes, su asistencia el médico y sus estudios 
el ingeniero, en ninguna de todas estas profesiones es de esen-
cia, como en el comercio, el fenómeno cambio; puesto que pue-
den ejercerse y se ejercen sin necesidad de él? y puesto que el 
cambio nunca pasa de mero accidente en las mismas. Pero, aun-
que notemos ya esta diferencia, no exenta de a lgún valor, entre 
el cambio mercantil y el cambio en general, n i alcanza n i basta 
á dist inguirlos del todo; porque esencial carác te r reviste el 
cambio en toda permuta c iv i l , y no por eso todas las permutas 
civiles es tán, n i pueden, n i deben estar tocadas de mercanti-
lismo. 
L a concepción, pues, del comercio como una pura industr ia 
de mediación ó aproximación de productores á consumidores, 
es una concepción estrecha, fundada en espejismos económicos ? 
infecunda, antigua, incompleta. Si sólo definimos el comercio 
por el cambio, al momento cae y desaparece toda linde, toda ba-
rrera, todo l ími te én t r e los Códigos c iv i l y de comercio, Y por lo 
que a t añe al ejemplo antes citado; ¿cómo, atendiendo ún ica -
mente al cambio en el comercio, cómo hab r í amos de discernir y 
separar una permuta c i v i l de una permuta comercial y una 
compra-venta comercial de una compra-venta civil? Precisan, 
por tanto, nuevos puntos de vista que auxilien y pefeucionen 
los ya analizados. 
Estos nuevos puntos de vista los ofrece, según ya hemos ad-
vertido, la ciencia del derecho, á quien no importando la función 
económica que el comercio en la sociedad realiza, n i los medios 
que para realizarla emplea, importa por el contrario la finalidad 
de esa misma función y de esos mismos medios. Y puestos así á 
discurrir acerca de la naturaleza ju r íd ica del comercio, échase 
fácilmente de ver que, satisfaciendo el comercio necesidades ge-
nerales, n i m á s n i menos que cualquiera otra profesión, y con-
sagrándose por los que ejercen el comercio á la sat isfacción de 
aquellas comunes necesidades, tiempo, esfuerzos, capital, voca-
ción, susceptibles de inver t i r en otras ocupaciones, el comercio 
no debe significar el cambio por el amor del cambio mismo, si-
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no el cambio por el es t ímulo del lucro. E l lucro, la especulación, 
la ganancia, el in te rés : hé aquí por constguiente el contenido 
que arroja el comercio, j u r í d i camen te considerado, y que al fin 
y á la postre arrojan, cierto, todas las ácciones humanas, aunque 
de un modo mucho m á s uniforme y definido que las demás, las 
acciones mercantiles. 
Los hombres viven en distintos países; las cosas radican en 
diferentes lugares, se producen en épocas diversas, se necesitan 
en varias cantidades; cosas y personas afrontan g r a v í s i m o s pe-
ligros y corren riesgos y azares; no todos poseen las indispen-
sables aptitudes; fracasan y se malogran muchas empresas y 
pocas salen adelante; la verdad sabida y la buena fe guardada 
dominan en unos asuntos, los menos, y en otros, los más , domi-
nan el dolo y el engaño; sucesos fortuitos entorpecen la mar-
cha regular de los negocios; crisis imprevistas y ruinosas so-
brevienen; ¿qué mucho, pues, que, para vencer tantos y tantos 
obstáculos , los comerciantes aspiren á que sean sus servicios 
remunerados y retribuidos, como se retribuyen y remuneran 
los servicios de las llamadas artes liberales, y con la mira fija 
en lo aleatorio de sus operaciones y en las pérdidas de un día» 
trabajen por las ganancias de otro; sin que por eso pese sobre 
ellos el estigma infamante, tan prodigado á deshora en la anti-
güedad, de mercenarios, egoís tas y avaros? Ah! no. Aunqüe to-
davía hubiera en nuestra sociedad actual quien participe de es-
tas rancias é inocentes preocupaciones, nada, nada m á s legí t i -
mo que el in te rés impulse y presida y determine las manifesta-
ciones todas del comercio, el cual, por su naturaleza propia y 
por las dificultades mismas con que l idia, al encargarse de ven-
cerlas, tiene que ser oneroso, esencialmente oneroso, y esta no-
ta ó cualidad tan consustancial en él, que as í como no se conci-
be comercio sin cambio, tampoco se concibe n i se puede conce-
bir comercio sin ánimo ó propósi to deliberado de lucro. 
V I I 
Bien mirado, infiérese de lo dicho que en todo acto mercanti l 
dos notas ó caracteres esencialmente constitutivos sobresalen; 
la nota ó ca rác te r de mediador y la nota ó carác te r de oneroso, 
elementos ambos cuya concurrencia y conjunción imprimen fi-
sonomía propia al comercio, y que podrán darse aislados en 
otros hechos humanos, pero que, al coincidir, diferencian por sí 
solos y por su nativa eficacia y v i r t u d las relaciones mercanti-
les de todas las demás relaciones no comerciales. Y cosa sin-
gular, s ingu la r í s ima , lo que no obstante sucede con la forma y 
manera con que nuestras leyes positivas han traducido y lleva-
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do á la p rác t ica estos principios inconcusos del derecho natu-
ral: mientras nuestro Código c i v i l novís imo, inspirado en sis-
temas puramente romanistas y mal avenido con las tendencias 
y necesidades de nuestra época; desconociendo su propio a l" 
canee, que se extiende en tesis general á todo el derecho priva-
do, sin invadir por eso terrenos inmediatos y próximos á él, 
aunque ex t raños á su jur i sd icc ión y dominio; mientras nuestro 
Código c i v i l no ha excluido por entero de su seno esa idea de 
lo ú t i l , que unida al cambio, es la madre y la levadura y la sus-
tancia del comercio; el mismo Código no ha vacilado en relegar 
con desdén y menosprecio á la esfera del derecho mercantil ins-
tituciones, que n i se nutren del cambio, n i de la ganancia v i -
ven; instituciones, que no se fundan en el alivio de necesidades 
físicas, sino de necesidades morales; que no persiguen propósi to 
ninguno de lucro; y que, sin embargo, por no ser precisamente 
mercantiles, tienen que declararse facciosas y rebeldes ante el 
Código c iv i l y pedir refugio y hospitalidad al Código de comer-
cio. 
Tal acontece, en efecto, con las prescripciones de uno y otro 
Código en todo lo relativo á los contratos de sociedad. E n me-
dio de la exuberancia y riqueza de vida presente, rotos y des-
hechos los antiguos moldes de las obligaciones romanas, el 
principio de la libre asociación y la particular in ic ia t iva han 
dado cuerpo en nuestros días á una mul t i tud de sociedades, que 
ún icamen te cumplen objetos civiles, nunca objetos especulati-
I vos, y que, circunscriptas algunas á fines reparadores, á d iv id i r 
pérdidas , por ejemplo, como las sociedades de seguros mutuos, 
de n i n g ú n modo á sumar ganancias, no caben sin embargo den 
tro del Código c iv i l , refluyendo al de comercio. As í en sus es • 
trechas miras nuestra ley c iv i l , con quien parece reñida toda 
idea de beneficencia ó liberalidad,—fuentes és tas tan copiosas 
al menos de las obligaciones privadas como el mismo lucro,— 
sólo concibe que los contratos de sociedad puedan moverse y 
perfeccionarse en los extrictos l ímites de la mercantil ganancia, 
y señala siempre, en todo caso, á estos contratos el lucro como 
propio y exclusivo fin; cuando la ganancia, el in terés , la especu-
lación de t e rmina rán , sí, muchas veces la formación de socieda-
des civiles, pero t a m b i é n muchas veces las sociedades civiles no 
obedecen n i al in terés , n i á la especulación, n i á la ganancia, si-
no á móvi les mucho m á s amplios y elevados, 
V I I I 
Kesulta, por lo tanto^ una verdadera confusión acerca del 
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concepto del comercio en nuestras leyes positivas. Puesto que 
el lucro, junto con el cambio, es lo caracter ís t ico , lo esencial, lo 
propio del comercio; el legislador español, acertadamente pen-
sando, debió impedir, por un lado, que el mercantilismo pene-
trara en lo c iv i l ; como sucede hoy con el contrato de sociedad, 
y, por otro, que relaciones civiles, en pugna con todo mercanti-
lismo, tengan que regularse por códigos, donde su mayor hol-
gura de formas y movimientos les brinda y ofrece natural asi-
lo. Y no paran aqu í esas contradicciones. Dentro ya de las so-
ciedades mercantiles: ¿son los inmuebles objeto de comercio? 
¿No existen en el extranjero sociedades dedicadas á la compra y 
venta de terrenos? ¿Puede un comerciante en E s p a ñ a comprar 
grandes propiedades y revenderlas en pequeños lotes? Menos el 
Código italiano de 1882, que al fin se ba atrevido con excelente 
acuerdo á declarar la comercialidad de los inmuebles, casi to-
dos disponen, sin embargo, más ó menos embozadamente lo con-
trar io . Las cosas inmuebles no pueden ser, no, objeto de com-
pras y ventas mercantiles. ¿Pero acaso no puede presidir el 
lucro de igual suerte á una venta ó compra de bienes inmue-
bles que á una venta ó compra de bienes muebles? ¿No se des-
cubren, si ambas se realizan con miras especulativas, en unas 
y otras las notas diferenciales de todo acto de comercio? 
Se dice, es verdad, que fundándose el comercio en el cambio 
á la vez que en el lucro, los bienes inmuebles; si bien enagena-
bleS; n i más n i menos que los muebles, no circulan como debe 
circular todo objeto de comercio. Y de limitarse el comercio, 
como cre ían los antiguos, á una mera industria de transporte ó 
acarreo, ciertamente que as í hab r í amos de reconocerlo. Pero 
hoy el comercio cada día ensancha su esfera de acción; la r i -
queza tiende á movilizarse; y atendiendo á la esencia, no á la 
Superficie de las cosas, lo mismo se cambian y circulan econó-
micamente bienes inmuebles que bienes muebles; porque el 
cambio ó circulación económica no exige entrega material, y 
díganlo sino los docks con sus simples resguardos endosables. 
Dándose, pues, así el cambio como el lucro en toda compra 
para reventa de bienes inmuebles, nuestro derecho positivo 
incurre de nuevo en palmaria contradicción, al considerar unas 
veces como civiles y otras como comerciales, hechos que siem-
pre tienen idént ica naturaleza é idént icos caracteres. 
I X 
Señalamos aqu í estas anomal ías de nuestras disposiciones 
legales, no por vía de censura en materias harto llenas de du-
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das é incertidumbres, sino para que así queden mejor puestas 
de relieve, ya la obscuridad, ya las inconsecuencias de lo le-
gislado sobre ellas. Y así no debe á nadie e x t r a ñ a r n i sorpren-
der, que cuando la discusión ú l t imamen te habida en el Senado 
sobre el Código c iv i l , hombres tan ilustres é inteligentes como 
el señor Comas, autor de un notabi l ís imo proyecto de Código, 
abogasen por la p romulgac ión de una sola ley privada, en la que 
entrasen por igua l todas las relaciones de esta índole, confun-
diéndose en sus preceptos relaciones civiles y relaciones co-
merciales. 
Y , sin embargo, porque exista este caos entre relaciones de 
un Código y del otro, en vez de pretender aumentarlo, debíamos 
procurar que desaparezca. L a naturaleza de los actos de co-
mercio es especial y se distingue en absoluto de la naturaleza 
de cualesquiera otros actos, no sólo por sus esenciales notas, 
ya expuestas, de mediación y lucro, sino hasta por sus r i t u a l i -
dades y accidentes. U n acto mercantil requiere siempre, por 
ejemplo, más libertad que un acto c iv i l en general y requiere 
más r igor: más l ibertad, porque el alma del comercio es el cré-
dito y al crédito no se le pueden n i deben imponer trabas; más 
rigor, porque no todas las personas inspiran igual confianza 
para que el crédi to se fomente y desarrolle sin abusos. A l mis-
mo tiempo, como la especulación ó lucro, que persigue el co-
mercio, consiste en combinar, en descubrir, en poner en juego 
todos los medios posibles para obtener ganancias, claro es que 
para esto, si no se necesita la plena capacidad c iv i l , tampoco 
deben dejar de exigirse ciertas condiciones superiores á las de 
otras industr ias , para las cuales basta mera apti tud física. 
Luego h a b r á uíia capacidad mercantil, distinta de la c iv i l y 
distinta de la industrial; y estas varias capacidades produc i rán 
t ambién actos distintos entre sí por la especialidad de las rela-
ciones que engendran, no siendo lo mismo emprender un negocio 
mercantil, donde al fin y al cabo no se arriesgan sino bienes y 
fortuna, que realizar actos relacionados con la persona, en que 
se comprometen intereses mucho más graves y de mayor i n -
comparable trascendencia. 
Por eso, mientras que el derecho c iv i l es un derecho estacio-
nario, al fundarse en instituciones tan tradicionales y conser-
vadoras como la propiedad y la familia, el derecho mercantil 
es un derecho progresivo, al tener que seguir los asombrosos 
descubrimientos contemporáneos; y mientras aquél es un dere-
cho diverso en cada pueblo, por revestir la propiedad y la fa-
pi i l ia diversas formas según los tiempos y lugares, éste. 
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el mercantil, es al contrario uniforme, por sentir en todas par-
tes y en todas épocas el comercio las mismas necesidades, y 
mientras el primero es de extricto casuismo, de formas tasadas, 
rigorista, el segundo es equitativo ante todo y consuetudinario 
y más dado al espír i tu de la ley que á su le t ra . 
¿Y siendo tan distintos estos derechos, cabe en buenos p r in -
cipios confundirlos? 
Entramos ahora en el aspecto culminante de esta cuest ión, á 
saber: la indagac ión y el examen de las cualidades ó condicio-
nes que constituyen el estado de comerciante. Definido ya el 
comercio, y separada la esfera, en que su acción se realiza, do 
las demás esferas de la humana actividad, sólo en este momen-
to podemos iniciar con feliz acierto la resolución del problema 
planteado. 
E l fenómeno comercio, según analizamos y nos consta, en-
gendra y produce un orden de relaciones juridico-mercantiles 
especiales. Y a ú n prescindiendo del aforismo de escuela, con-
forme al cual el derecho mercantil no es sino excepción y su-
plemento del derecho c iv i l , lo que dicho en absoluto no acepta-
mos, puesto que el primero disfruta sus t an t iv idád propia, inde-
pendiente del segundo; aún prescindiendo de esto, como quiera 
que el comerciante, por serlo, no deja de hallarse t a m b i é n so-
metido á la ley ordinaria y común á todos los ciudadanos, de 
aquí se deduce que el sujeto de estas especiales relaciones mer-
cantiles, además de poseer en abstracto capacidad j u r í d i c a ge-
neral, h a b r á de modificar luego esta capacidad por algo espe-
cial, en a rmonía con esas mismas relaciones. A s í se explica 
que, mientras el menor y la mujer sólo pueden contratar por 
derecho c iv i l con ciertas limitaciones, puedan hacerlo sin é s t a s 
por derecho mercantil; y que mientras el derecho común dist in-
gue á veces de nacionales y extranjeros, para el comercio no 
subsista nunca semejante dis t inción. 
Dos son los principales sistemas que prevalecen y dominan 
acerca de las condiciones ó cualidades constitutivas del estado 
de comerciante en la legislación mercantil comparada. E l uno, 
interno, subjetivo, espiritualista, expuesto á las contigencias 
del azar y á las violaciones del derecho; el otro, objetivo y ex-
terno y formalista, sin perder los opuestos caracteres de aquél , 
y á la vez inflexible y severo con las intenciones de los hombres 
y con los quebrantamientos de la ley. No exige el primero al 
comerciante sino cualidades y condiciones inherentes á su per-
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sonalidad misma; requiere el segundo, como g a r a n t í a y comple-
mento de dichas condiciones, algo exterior, la inscr ipción ó ma-
t r í cu la en el registro. 
Fác i lmente se alcanza que estos dos sistemas se reducen á 
uno solo, en dejando á un lado el importante asunto del Regis-
tro mercantil, asunto al que nos proponemos dedicar otra serie 
de consideraciones, porque también la organizac ión actual del 
Registro mercantil, tan t ra ído á mal traer en nuestro Código 
de 1885, es tá pidiendo reformas. Pero, sin perjuicio de tratar en 
su tiempo m á s detenidamente la cuest ión de si debe ó no ser 
circunstancia indispensable para el ejercicio del comercio la 
inscripción ó l í ia tr icula en un registro público, lo pertinente 
ahora á nuestro propósi to es consignar que hay países , donde 
dicha inscr ipción s i s t emát icamente se exige para que el estado 
de comerciante sea cabal y perfecto; y otros, donde no se re-
quiere, importando poco ó nada que el comerciante esté ma t r i -
culado. 
Ejemplos de estos dos sistemas se nos ofrecen en nuestros 
Códigos de 1829 y 1885 repectivamente. De 1829 á 1885 nadie 
podía ejercer el comercio en E s p a ñ a sin la previa inscripción-
en el registro de comercio; de ta l suerte que la inscr ipción era 
uno de los elementos integrantes, connaturales, imprescindibles 
de la profesión mercantil . Vino en 1885 el nuevo Código; y s i 
bien el citado cuerpo legal m a n t e n í a la necesidad de la m a t r í -
cula para los comerciantes individuos, invocando con manifies-
to error el principio de libertad, cuando hasta las ú l t i m a s vo-
luntades y las sucesiones testamentarias se elevaban por aque-
llos mismos días á registro, declaró la m a t r í c u l a voluntaria, ha-
ciendo á las sociedades de peor condición que á los individuos, 
y otorgando á los unos franquicias y privilegios negados á los 
otros y reñidos con la igualdad de la ley y con la naturaleza del 
comercio. 
X I 
Pero, aparte ese requisito de la inscripción ó ma t r í cu l a en el 
registro, ya forzosa, ya potestativa, el estado de comerciante' 
se funda y arraiga en ciertas propiedades, del mismo estado i n -
teriormente derivadas y dependientes; propiedades que no sur-
girán, que no pueden surgir de nada exterior, n i del registro 
por lo tanto, el cual, lejos de dar origen ó contribuir al estado de 
comerciante, cuando m á s se l im i t a á sancionarlo. 
Estas propiedades las lleva pues el comerciante consigo y las 
determinan sus propios actos en casi todas las legislaciones, 
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de un modo uniforme, no conociendo nosotros a l presente có-
digos ó leyes de comercio que no definan la profesión mercanti l 
por estas dos condiciones asociadas: el ejercicio, la real ización 
de actos de comercio, y la l iabitualidad, la constancia en ellos. 
Los que ejecutan, celebran, realizan, ejercen actos de comercio, 
y hacen del comercio su profesión hab i tua l—Cód igos de Fran-
cia y Holanda—ó lo hacen por profesión hab i t ua l—Cód igo de 
I t a l i a—ó por profesión—Código de Alemania—ó fundan en los 
actos de comercio su profesión hab i tua l—Código de Bélg ica — 
ó se dedican habitual mente al comercio —Código Españo l—hé 
aqu í los que en todas partes se reputan comerciantes. 
De estas dos propiedades, claro es que la primera no necesita 
comentarios. Para ejercer, para realizar, para ejecutar actos de 
comercio, basta tener la capacidad legal marcada al efecto en 
los Códigos. En E s p a ñ a la tiene el que ha cumplido 21 años , no 
se halla sujeto á la patria potestad n i á la autoridad mar i ta l y 
goza la l ibre disposición de sus bienes. En otros Estados v a r í a 
la capacidad legal; pero no por eso dejan de ser taxativamen-
te terminantes los preceptos de la ley, y ellos seña lan en todas 
las legislaciones quien tiene y quien no tiene capacidad para el 
ejercicio del comercio. Después de todo, teniendo la capacidad, 
sólo se tiene la apti tud, la disposición, la potencia; y n i n g ú n 
estado de derecho se califica sino por sus funciones, por su ma-
nera de actuar, sin las cuales j a m á s pasa r í a de vano y puro es-
teri l ismo. 
Ahora bien: la capacidad legal para el ejercicio del comercio 
se a c t ú a y perfecciona, como ya hemos dicho, por la 1 abi tual i -
dad ó constancia en ese ejercicio. En Rusia, por ejemplo, sólo 
se considera comerciante una persona cuando celel ra actos 
mercantiles por espacio de un año . La habitualidad no existe 
allí fuera del citado plazo. Y si todas la legislaciones imitasen 
la de Rusia, ninguna dificultad ocur r i r í a ciertamente para la 
in te rp re tac ión de la ley en este punto. Pero no siendo así , ¿qué 
debemos entender por habitualidad en el ejercicio del comer-
cio? 
Esta p resunc ión—ta l es el nombre, en efecto, que merece á, 
nuestro Código vigente,—no puede determinarse, sin embargo, 
por número concreto de actos necesarios para consti tuir la. E n 
ocasiones es suficiente un solo acto; en otras son insuficientes 
muchos. Una persona puede estar girando á menudo letras de 
cambio y realiza por este medio una serie de actos mercantiles 
t i n que exista habitualidad. Otra persona anuncia al públ ico 
un establecimiento que tenga por objeto cualquier operación de 
19' 
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comercio, y apenas realizado este solo acto, ya se presume ha-
bitualidad. Nuestro Código así lo dispone, y por ta l acuerdo 
hay que t r ibutar le alabanzas sin reserva. 
Si la presunción de la habitualidad se entregase, en efecto, al 
arbi t r io jud ic ia l y no estuviese declarado su sentido en la ley 
nada más dado y expuesto á abusos y l i t ig ios . T r a t a r í a n todos 
de aparecer dedicándose habitualmente al comeício, cuando 
fueran á aprovecharse de ventajas y derechos; nadie quer r ía 
apareeerlo, cuando obligaciones y deberes se impusieran y pe-
saran. Por esto, para que todos estos portil los abiertos á las 
humanas flaquezas se cerrasen, mandaba y resolvió el antiguo 
Código de 1829 que la inscr ipción en el registro fuese obligato-
r ia para todo comerciante, bien sociedad, bien individuo; con lo 
cual no podía uno entonces, como ahora, pasar ó no pasar por 
comerciante según los gustos, conveniencias y caprichos par t i -
culares, rehuyendo inmensas responsabilidades ó adjudicándose 
atribuciones usurpadas. Y ya vemos que en esto de la habi-
tualidad nuestro Código de 1885 no ha depuesto felizmente sus 
rigores, y establece que, sea cualquiera el modo empleado, ora 
periódicos y circulares, ora ró tu los y carteles, basta el anuncio 
para que al momento se entienda la habitualidad estimada, y 
ninguno escape por entre las mallas de la ley, después de ha-
ber tan á las claras evidenciado y revelado su propósito de ejer-
cer el comercio. 
X I I 
E l estado de comerciante defínese, pues, por la capacidad le-
gal para ejercer actos mercantiles y por la habitualidad en di-
cho ejercicio. Pero nótese que estas dos circunstancias ó requi-
sitos esenciales, sólo afectan, según nuestro derecho positivo, á 
los comerciantes particulares ó individuos, quedando fuera de 
t a l precepto los comerciantes sociedades ó compañías ; clasifi-
cadas en párrafo separado del art. I.0 del Código vigente, como 
si las compañías ó sociedades no tuvieran por igual manera 
que los individuos capacidad para el ejercicio del comercio y no 
se dedicasen también á él habitualmente: división del todo a r t i -
ficial que nuestra mencionada Codificación mercantil ha impor-
tado de la italiana, sin que las demás extranjeras en general 
la hayan establecido. Verdad es que para saber y fijar cuando las 
sociedades son ó no son mercantiles, sobran y abundan en el 
Código disposiciones concretas, fundadas ya en la forma de 
constituirse las mismas, ya, en la índole de sus operaciones. 
Mas, aparte de que, respecto á ciertas compañías , sobre todo 
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las industriales y agr ícolas , aún pudiera ofrecerse alguna duda 
volviendo nosotros á los comerciantes particulares ó individuos, 
¿cuando la persona que se proponga ejercer el comercio, no hu-
biere anunciado al público su establecimiento, caso que nada 
tiene de imposible, y único indicio por el 'cual la habitualidad 
se presume, en este supuesto, decimos, cómo hemos de declarar 
si el comercio se ejerce ó no habitualmente por individuo de-
terminado, y si éste debe considerarse ó no en su consecuencia 
comerciante? 
Capacidad legal para ejercer el comercio todo mayor de 21 
años, emancipado, puede reuni r ía ; anuncio al público de un es-
tablecimiento mercantil , aunque no ser ía lo corriente n i lo ade-
cuado, puede omitirse; actos mercantiles se reputan por otra 
parte todos los comprendidos en el Código de comercio y cua-
lesquiera otros de naturaleza análoga. Pues bien: un maj^or de 
21 años, emancipado, sin haber nada anunciado al público, sin 
que exista p resunc ión legal alguna de habitualidad, realiza con 
cierta frecuencia sucesivos contratos de depósi to, de mandato, 
de seguros, de préstanao, de compra-venta, contratos todos que 
hasta vamos á poner son exclusivamente mercantiles,—cosa 
que no siempre aparecerá tampoco con suficiente evidencia, ya 
que nada hay de naturaleza más análoga á un contrato mercanti l 
que otro, c iv i l ,—y con todo y á pesar de todo no sabremos ta l 
vez á que atenernos sobre la hab i tua l i dad de semejantes he-
chos,. 
Sin embargo, en este particular la palabra profesión, que 
nuestro Código no expresa, pero que casi todos los extranjeros 
citan, fija é. interpreta el sentido de la ley. Lo qué caracteriza 
al comerciante, no.es, en efecto, que realice conta l ó cual fre-
cuencia, diariamente, si se quiere, actos de comercio, no; el co-
merciante no debe tampoco su ca rác te r á esta ó aquella serie 
de hechos, que, aún sin serlo, puede celebxar cualquier perso-
na; y por eso, corno dijimos, el que alguien esté constantemen-
te girando letras de cambio no implica que ejerza el comercio; 
la habitualidad depende de algo más permanente y menos su-
perficial, depende de que el ejercicio del comercio, bien incesan-
te, bien repetido, constituya en las personas modo especial de 
v iv i r , in tenc ión de consagrar su actividad á este orden de servi-
cios, án imo de ocurr ir con la sat isfacción de las públ icas nece-
sidades por este medio á las necesidades privadas y deseo so-
bre todo de persistir en dicho estado, en suma, todo lo que trae 
y lleva consigo la idea profesión. 
¿Punda, pues; su profesión, su vida, su modo de ser en el ejer-
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cicio del comercio un individuo? Pues ese y solo ese debe repu-
tarse comerciante. L á s t i m a que nuestro Código, en medio de 
sus vaguedades infinitas, menos inseguro de sí mismo, no se hu-
biese inspirado en los de Francia, Bélgica, Alemania. I t a l i a , 
Holanda y otras naciones, empleando té rminos más claros y pre-
cisos, como ese de profesión, la cual supone siempre habituali-
dad, aunque no toda babitualidad supone sin embargo profe-
sión; y de aquí la superioridad, en este concepto generador del 
comercio, de las legislaciones e x t r a ñ a s sobre nuestra legisla-
ción propia. 
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